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Introducción

H u g o  J á c o m e  E strella 1, R u bén  L ois- G o n z á lez1 2, M aría 

F ern a n d a  L ó pez -S andoval3, E delm iro  L ó p e z - I glesias4

La importancia del acceso a los servicios financieros y del rol de 
los intermediarios financieros ha sido recogida ampliamente en la 
literatura económica, que constata la relación positiva que existe 
entre el desarrollo del sistema financiero y el crecimiento econó­
mico de los países. El acceso a los servicios financieros, al repercutir 
en el volumen de crédito que se canaliza a la economía, afecta de 
manera positiva al incremento de la producción e ingresos y con­
tribuye, de modo más general, al desarrollo económico y territorial 
(Greenwoodyjovanovic, 1990; Kingy Levine, 1993; Levine, Loayza 
y Beck 2000; Beck, Levine y Loayza 2000; Loayza 2004; Terceño y 
Guercio, 2011; Seven y Yetkiner, 2016; Demirgüg-Kunt, Klapper y 
Singer, 2017).

Los intermediarios financieros cumplen un rol determinante en 
la economía, al «prestar dinero a las empresas y personas, y ser­
vir como un depositario sin riesgo de los fondos de corto plazo de 
las empresas y las personas» (Merton, 1977: 3). Sin embargo, esta 
función de intermediación financiera no siempre acoge a toda la 
demanda, por lo que no opera necesariamente de manera eficiente. 
Esto puede originar problemas de exclusión financiera, en los que 
amplios segmentos de la población y agentes económicos quedan al 
margen del acceso a estos servicios. Este fenómeno es especialmente

1 Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO) -  Ecuador. 
hjacome@flacso.edu.ec

2 Universidad de Santiago de Compostela -  España. 
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maflopez@fiacso.edu.ec

4 Universidad de Santiago de Compostela -  España, edelmiro.lopez@usc.es

mailto:hjacome@flacso.edu.ec
mailto:rubencamilo.lois@usc.es
mailto:maflopez@fiacso.edu.ec
mailto:edelmiro.lopez@usc.es


12
Hugo Jácome Estrella, Rubén Lols-González, María Fernanda López-Sandoval,
Edelmlro López-lgleslas

relevante en los países en desarrollo, entre ellos los latinoamerica­
nos. De acuerdo con la base de datos Global Findex (Banco Mundial, 
2017), en los países de América Latina y El Caribe, para el año 2017, 
el 54,4% de la población adulta (mayor de 15 años) contaba con una 
cuenta en una entidad financiera y solo el 9,4% tenía un crédito en 
una entidad financiera. En el caso concreto del Ecuador esos por­
centajes eran del 51,2% y el 11,8%, respectivamente. Estamos ante 
una cuestión muy relevante, porque una inadecuada asignación de 
servicios financieros genera distorsiones y desigualdades a nivel 
micro y macroeconómico, que se reflejan en la actividad económica, 
la pobreza y desigualdad de los países.

Extender el alcance de los servicios financieros a un mayor 
número de personas y territorios ha situado la inclusión financiera 
en el centro del debate de las políticas públicas para aliviar los pro­
blemas de pobreza y desigualdad en el mundo. En 2015 Nacio­
nes Unidas estableció un conjunto de objetivos para el desarrollo 
sustentable a ser alcanzados por los países en 2030. Entre ellos se 
encuentra como primer objetivo el «fin de la pobreza», y entre sus 
metas figura «garantizar que todos los hombres y mujeres, en parti­
cular los pobres y los más vulnerables, tengan los mismos derechos 
a los recursos económicos, [...], los servicios económicos, incluida 
la microfinanciación» (Naciones Unidas, 2021).

Disminuir las brechas de acceso a los servicios financieros, 
existentes entre diferentes segmentos de la población en las distin­
tas regiones del mundo, constituye una necesidad que se eviden­
cia también en el debate académico. Numerosos estudios señalan 
que una mayor inclusión financiera contribuye a reducir la pobreza 
y desigualdad, ya que la movilización de los recursos financieros 
hacia los hogares y actividades productivas coadyuva a mejorar 
lasi condiciones de vida deJa población (Beck, Demirgüq-Kunt y 
Levine, 2007; Dabla-Norris et al., 2015; Loukoianova y Yang, 2018; 
Cihak y Sahay, 2020). Dentro de las investigaciones sobre inclusión 
financiera se evidencia la relevancia de los elementos territoriales.
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En este sentido, diversos estudios ponen de manifiesto cómo facto­
res del contexto territorial facilitan o limitan que los servicios finan­
cieros lleguen a la población y esto afecta a las posibilidades de un 
mayor desarrollo económico y social (Westley 2001; Banco Mun­
dial, 2007; García, 2016; Pérez Akaki y Fonseca, 2017; Lal, 2018 y 
2019; Bermeo, 2019; Álvarez, Cabrera y Jácome, 2021).

La inclusión financiera implica «promover el acceso factible, 
oportuno y adecuado a una amplia gama de productos y servicios 
financieros regulados y la ampliación de su uso para todos los seg­
mentos de la sociedad a través de la implementación de enfoques 
innovadores apropiados -adaptados-, incluida la educación y sensi­
bilización financiera con el objeto de promover el bienestar finan­
ciero, así como la inclusión económica y social» (Atkinson y Messy, 
2013:11). Para ello los intermediarios financieros deben garantizar 
que los hogares y empresas accedan a servicios enfocados a mejorar 
las condiciones de vida de las personas, que puedan ser usados de 
manera eficaz, sin abusos y asegurando la protección de los usuarios 
(Tomilova y Valenzuela, 2018).

En este contexto, la comprensión de las barreras a la inclusión 
financiera requiere un abordaje multidimensional, que considere las 
restricciones desde el lado de la oferta, los problemas de asimetría 
de información, la accesibilidad geográfica, aspectos culturales, los 
costes de transacción y las limitaciones desde el lado de la demanda. 
Entre estas últimas están la carencia de ingresos y empleo, la falta 
de educación financiera o la discriminación por género, condición 
étnica y edad (Banco Mundial, 2007; Beck, Demirgüq-Kunt y Peria, 
2008; Johnson y Arnold, 2012; Roay Carvallo, 2018; Vaca,Jácomey 
López, 2021). En este sentido, los diferentes tipos de intermediarios 
financieros, sean bancos privados o cooperativas de ahorro y crédito 
(COAC), pueden determinar el alcance de su inclusión financiera 
hacia los diversos segmentos de la población. La percepción del 
riesgo, los márgenes de rentabilidad, la distancia geográfica o prác­
ticas de redlinig (Freixas y Rochet, 1997) son variables que se usan
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para justificar las restricciones de acceso a los servicios financieros 
por parte de las entidades.

Las notas anteriores resaltan la importancia de abordar la pro­
fundidad de alcance en la inclusión financiera (Jácome, 2021). Esta 
noción permite incorporar al análisis de las barreras de acceso a 
los servicios financieros, que tienen los segmentos de la población 
tradicionalmente excluidos, variables socioeconómicas, financie­
ras, territoriales, además de las características de los intermediarios 
financieros. Así, el enfoque territorial (Abramovay, 2007) y la con­
sideración del contexto espacial (Barca, McCann, y Rodríguez-Pose, 
2012) son fundamentos teóricos que permiten focalizar el análisis 
del acceso a servicios financieros en escalas locales, incorporando 
una visión crítica sobre distribución y desigualdades.

Al considerar el contexto espacial en el comportamiento de 
agentes de desarrollo, como los intermediarios financieros, se reco­
noce que existe una diversidad de espacios, diferenciados por con­
diciones de inequidad, pobreza o trampas de ineficiencia (Barca, 
2012; Massey, 1984), pero también la importancia de políticas de 
niveles nacionales o globales (Berdegué, Bebbington y Escobal, 
2015). El enfoque territorial considera esta diversidad espacial para 
explicar diferencias en el grado de desarrollo, proponer intervencio­
nes territorialmente diferenciadas o identificar distintos impactos 
que genera la implementación de políticas públicas (Klick, 2016). 
El enfoque territorial considera esta diversidad espacial como resul­
tado de la interacción entre procesos extraterritoriales y condicio­
nes propias (endógenas) de los territorios (Berdegué, Bebbinton y 
Escobal, 2015). Desde este enfoque se puede aproximar la interme­
diación financiera como una dinámica territorial que promueve la 
inclusión y puede acentuar la profundidad de alcance de los servi­
cios financieros (Leyshon y Tbrift, 1996),

Desde una perspectiva territorial, la inclusión financiera en paí­
ses en desarrollo tiene dos derivadas de interés evidentes: a) sus 
posibles relaciones con los desequilibrios territoriales y b) la posi­
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bilidad de ampliar su alcance, dependiendo de las características 
de los territorios y del funcionamiento de los mercados de crédito 
locales. La primera derivada afecta a como el acceso o no al crédito 
y otros servicios financieros, de sujetos económicos de alto riesgo, 
puede contribuir a acentuar o atenuar los desequilibrios territoria­
les. Por ejemplo, el acceso al crédito de los hogares vinculados a la 
agricultura familiar constituye un factor de diferenciación produc­
tiva de esta forma de agricultura (Matrone, 2017). En relación con 
la segunda derivada, se pueden identificar qué características terri­
toriales tienen implicaciones para el funcionamiento de los merca­
dos de crédito; por ejemplo, la localización tanto de los agentes eco­
nómicos que demandan créditos como de entidades que los ofrecen 
(Khan y Rabbani, 2015).

Los debates alrededor de la inclusión financiera muestran una 
preocupación por enfrentar los problemas de racionamiento de cré­
dito en los sectores tradicionalmente excluidos. El desarrollo de 
nuevas metodologías y los cambios en la concepción de la asigna­
ción del crédito y servicios financieros, más allá de las prácticas del 
sistema financiero tradicional, han permitido mejorar el acceso al 
crédito en territorios marginales, de las personas pobres y las micro 
y pequeñas empresas.

De las experiencias conocidas en el Sur Global, agentes eco­
nómicos como las cooperativas de ahorro y créditos, mecanismos 
como los microcréditos o las cajas de ahorro demuestran que abor­
dar las barreras de acceso al crédito va más allá de las formas de 
operación de la banca tradicional. En América Latina y particu­
larmente en el caso del Ecuador, sin embargo, existe poca investi­
gación sobre cómo estos agentes económicos y mecanismos alter­
nativos de operación del crédito funcionan frente a la demanda 
de segmentos poblaciones con menos ingresos o territorialmente 
más marginados (Jácome, 2021). En respuesta a esta situación, la 
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales FLACSO - Ecuador 
y la Universidad de Santiago de Compostela, con el auspicio del
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Fondo de Desarrollo Académico de FLACSO-Ecuador, desarrolla­
ron el proyecto IP1087 Desigualdades territoriales en la inclusión 
económica y financiera en el Ecuador. El objetivo de este proyecto 
fue contribuir a superar los vacíos de investigación sobre las limi­
taciones del acceso al crédito a sectores de la población, empresas 
y territorios tradicionalmente excluidos. Además, desde una pers­
pectiva comparada de las realidades (casos de estudio) de España y 
Ecuador se busca una mayor comprensión de tema y contribuir al 
diseño de políticas sobre desarrollo económico territorial e inclu­
sión económica y financiera.

Este libro recoge siete contribuciones derivadas de ese proyecto, 
que son resultado de las investigaciones alrededor de tres aspectos: 
i) las características de los intermediarios financieros en el Ecuador, 
principalmente de las COAC en tanto que actores que promueven 
el acceso al crédito de agentes como pequeñas y medianas empre­
sas o población marginada; ii) las desigualdades territoriales que 
contextualizan el acceso a servicios financieros en el Ecuador; iii) 
como elemento comparativo, se abordan los problemas de exclu­
sión financiera, especialmente en las áreas rurales, que se registran 
actualmente en España como consecuencia del proceso de reestruc­
turación bancaria que ha seguido a la crisis iniciada en 2008.

El libro se inicia con el capítulo desarrollado por Hugo Jácome, 
Edelmiro López y Bryan Pérez, Acceso al crédito y concentración del 
crédito a  nivel provincial: un estudio para las micro y pequeñas empre­
sas en él Ecuador a partir del Censo Económico de 2010, que aborda 
la problemática de las micro y pequeñas empresas (MYPES), las 
cuales por las limitaciones para el acceso al crédito se ven con fre­
cuencia excluidas del sistema financiero. A partir de la información 
del Censo Económico de 2010, se observa que el 1% de las empre­
sas (medianas y grandes) concentran el 70% del crédito otorgado, 
mientras que el 78,4% no han accedido a financiamiento, siendo 
las MYPES las más afectadas. Los autores también destacan las asi­
metrías a nivel provincial, de tal modo que en las provincias de la
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región Costa, como El Oro, Guayas y Los Ríos, el porcentaje de 
empresas que no obtuvieron financiamiento supera el 80%.

Wendy Santos y María E López Sandoval, en su capítulo Varia­
bles físico-geográficas que inciden en el acceso a microcrédito en terri­
torios rurales en el Ecuador, aportan a la discusión cómo variables 
geográficas vistas como condicionantes, tanto físicas del territorio 
como socioeconómicas y productivas, influyen en el acceso al micro- 
crédito y servicios financieros en general. De manera específica, el 
estudio se focaliza en integrar al análisis del acceso a las microfi- 
nanzas variables geográficas agregadas a unidades territoriales, para 
comprender la relación que existe entre montos de microcréditos en 
un territorio, cantones y variables localizadas, como beneficiarios 
agricultores, la densidad vial, la densidad de población y la superfi­
cie de tierras agrícolas.

En el tercer capítulo, La exclusión financiera en los territorios 
rurales: el caso de Castilla y León, Alejandro López presenta una 
perspectiva de la evolución del sistema financiero español desde la 
década de los noventa hasta la actualidad. Explica cómo los efectos 
de la crisis económica mundial de 2008 repercutieron en la estruc­
tura bancaria y de cajas de ahorro, lo que desencadenó un proceso 
de exclusión financiera territorial con el cierre de sucursales prin­
cipalmente en el medio rural. El autor presenta evidencia con datos 
de Castilla y León, la más extensa de las 17 Comunidades Autó­
nomas de España, donde la quinta parte de los municipios que en 
2016 tenían alguna presencia bancaria han quedado en los últimos 
años sin estos servicios.

En una línea similar, Melchor Fernández y Dolores Riveiro, en 
el capítulo Efectos de la reestructuración bancaria en Galicia: el aban­
dono del rural gallego, parten del concepto de exclusión financiera 
territorial adoptado por la Unión Europea, para analizar la situación 
de Galicia (España) y su evolución en los últimos 15 años. La cri­
sis financiera internacional que se inició en 2008 ha originado una 
intensa y todavía incompleta reestructuración del sector financiero
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español, que ha generado el cierre de un gran número de sucursales 
bancarias. Así, solo en 2021 cerraron en el conjunto de España casi 
3.300 sucursales, 190 de ellas en Galicia. Este fenómeno se ha ace­
lerado en los últimos años, reforzado por la pandemia y la promo­
ción de los servicios Online. En el texto se revisa también la elevada 
y creciente concentración del sector, que conduce a una falta de 
competencia en gran parte del territorio gallego, especialmente en 
los municipios rurales, donde no es posible elegir entidad financiera 
para realizar trámites de forma presencial. El análisis realizado con­
firma el relevante papel de las antiguas cajas de ahorro (desapareci­
das en la reciente reestructuración) y de las cooperativas de crédito 
en la inclusión financiera de la población rural y de mayor edad.

El tema de inclusión financiera y género se aborda en el libro, 
para el caso del Ecuador, desde dos perspectivas en los capítulos 
5 y 6. En una escala nacional, Nicole Cerda y Hugo Jácome, en su 
investigación El género como determinante para la inclusión finan­
ciera en el Ecuador para el año 2017, analizan la exclusión de servi­
cios financieros de las mujeres. El análisis identifica características 
socioeconómicas y geográficas que condicionan la inclusión finan­
ciera de las mujeres con respecto a los hombres, entre las cuales se 
destacan: ingresos bajos, nivel educativo bajo, relación de indepen­
dencia laboral, residir en zonas rurales e incidencia de la violencia 
de género en la provincia de residencia. Los resultados sugieren la 
no existencia explícita de discriminación o menor demanda de ser­
vicios financieros formales, particularmente de cuentas de ahorro, 
por parte de la población femenina, sino la prevalencia de desven­
tajas que no son específicas del sector financiero, sino inherentes a 
la subordinación social que adjudica privilegios a los hombres en 
detrimento de las mujeres.

En una escala local, el capítulo Acceso a crédito y  género: aso­
ciaciones y  cooperativas del cantón Sigchos, en Cotopaxi -  Ecuador, 
de Wendy Santos y María E López Sandoval, analiza, a través de 
una investigación cualitativa territorializada, cómo se manifiestan
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las limitaciones de acceso al crédito que tienen las mujeres rurales 
andinas. Se abordan tres elementos: las características de los actores 
financieros, por ejemplo, las cooperativas de ahorro y crédito y las 
asociaciones de mujeres; los limitantes del acceso al crédito; y las 
brechas entre distintas variables que componen la oferta de servi­
cios financieros, con el ejemplo de dos cooperativas y dos asocia­
ciones de mujeres en los Andes centrales del Ecuador. Se concluye 
que estos intermediarios financieros territoriales, si bien han desa­
rrollado estrategias para profundizar la inclusión financiera en con­
textos estructurales desfavorables (ej. salarios, jornales menores), 
presentan insuficiencias. De hecho, el protagonismo de las mujeres 
en el trabajo doméstico requiere una inversión de tiempo que limita 
su dedicación a otras actividades productivas. Los contextos estruc­
turales desfavorables en cuanto a la realidad productiva y reproduc­
tiva limitan el acceso a servicios financieros al reducir la posibilidad 
de una autonomía económica.

Finalmente, el séptimo y último capítulo, Análisis de redes de 
interconexión provincial de los saldos del crédito de las Cooperativas 
de Ahorro y Crédito en el Ecuador, periodo 2016 -  2019, desarro­
llado por Dennys Andrade, Hugo Jácome y Javier Álvarez, aborda 
un aspecto fundamental relacionado con el rol de las cooperativas 
de ahorro y crédito y los flujos de crédito que canalizan a nivel de 
los territorios (provincias) para dinamizar las economías locales. 
Este estudio identifica diversos nodos y flujos generados a partir de 
la dinámica de los saldos de crédito. La configuración de regiones 
naturales y redes de interconexión a nivel provincial dan cuenta de 
la conformación de tres zonas de alta influencia de los saldos de cré­
ditos: la primera, que concentra las provincias en donde se ubican 
las matrices de las cooperativas de las provincias principalmente 
de la sierra central; en la segunda zona de influencia participa de 
manera importante la provincia de Pichincha (nodo principal) y en 
una suerte de periferia se encuentran provincias del norte del país y 
algunas de la costa; y en la tercera zona la influencia recae principal­
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mente sobre las provincias de Azuay y Guayas (nodos principales) y 
sus principales provincias colindantes.

En conjunto, los análisis y conclusiones que se presentan en 
estos artículos permiten comprobar que las instituciones financie­
ras, tanto bancos privados, representantes de una economía capi­
talista empresarial, como las cooperativas de ahorro y crédito, en 
el ámbito de la economía social y solidaria, requieren información 
actualizada y territorializada sobre dinámicas y comportamientos 
de los sectores tradicionalmente excluidos, para poder desarrollar 
estrategias dirigidas a ampliar los servicios financieros de pequeña 
escala, por ejemplo para micro y pequeñas empresas en territorios 
desatendidos o para segmentos de la población marginados, como 
las mujeres productoras rurales.
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1. Introducción
Las micro y pequeñas empresas buscan su espacio en mercados 
altamente competitivos y concentrados, donde el acceso al crédito 
podría ser su gran empuje para consolidarse. Sin embargo, se tie­
nen que enfrentar a mercados financieros inaccesibles y desiguales, 
como sucede en América Latina. Sobre esto el BID (2005) indica 
que en América Latina tan solo el 29% de las pequeñas empresas 
accede a créditos, frente a un 43% y 55% en medianas y grandes 
empresas. Esa falta de financiamiento se puede dar por excesivos 
procesos burocráticos, elevados costos operativos, lejanía de la 
oferta financiera (Beck, Demirgüc-Kunt y Martínez, 2008a, 2008b), 
pero también por la no necesidad de las micro y pequeñas empresas 
(MYPES) (Banco Mundial, 2007).

La formulación de políticas públicas dirigidas al impulso de 
créditos para este sector empresarial se ve condicionada por la 
falta de información, pues, partiendo de la amplitud del universo 
de MYPES, las muestras representativas escasamente son recopila­
das en cada país. Así, en el caso del Ecuador, donde la información 
más robusta a nivel nacional sobre micro y pequeñas empresas se
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encuentra en el Censo Económico de 2010 (que contabiliza un total 
de 448.771 MYPES), la base empírica de esta investigación, los estu­
dios sobre el acceso al crédito de esas empresas son escasos.

La presente investigación busca contribuir a la literatura sobre 
el acceso al crédito de las MYPES en este país. En el Censo Econó­
mico de 2010 se ofrece información sobre la localización geográ­
fica, número de empleados, ingresos, rama económica y financia- 
miento recibido; de modo que se pueden calcular indicadores del 
acceso y concentración del crédito. Los resultados muestran que 
el 1% de las empresas grandes del Ecuador concentran el 70% del 
financiamiento otorgado en 2009, poniendo así de manifiesto una 
clara desigualdad en el acceso al crédito en función del tamaño de 
las empresas.

Además de esta introducción, el texto se organiza en cuatro 
apartados: en el segundo ofrecemos una contextualización sobre la 
problemática del acceso al crédito de las MYPES en América Latina; 
el tercer apartado está dedicado a una caracterización inicial de esta 
problemática en el caso concreto del Ecuador; en el cuarto expone­
mos la metodología y resultados de la presente investigación; en el 
quinto y último apartado resumimos las principales conclusiones. 2

2. La problemática del acceso al crédito de las micro y pe­
queñas empresas en los países de América Latina
La experiencia del Grameen Bank de Bangladesh, iniciada en 1976 
por Muhammad Yunus, y la I Campaña de la Cumbre del Microcré- 
dito en 1997 pusieron en la agenda de las políticas públicas a nivel 
internacional la necesidad de generar acceso al financiamiento para 
las micro y pequeñas empresas (MYPES). Una cuestión en la que se 
constatan avances pero también limitaciones de los enfoques usados 
hasta ahora, pues el acceso al crédito de las MYPES sigue sin resol­
verse (Westley, 2001).

En este sentido, el Banco Interamericano de Desarrollo realizó 
un informe sobre Progreso Económico y Social en América Latina
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titulado Desencadenar el crédito: cómo ampliar y estabilizar la banca 
(BID, 2005, pp. 214-215). En él se señalaba que:

«Las pequeñas empresas de Am érica Latina figuran entre 
las que más restricciones financieras encuentran en el 
m undo [...] . Solo las pequeñas empresas del Sur de Asia 
declaran mayores restricciones. [...] la brecha en el acceso  
al financiamiento bancario entre las grandes empresas y 
las pequeñas es significativamente m ayor en el caso de 
A m érica Latina».

A este problema no resuelto del acceso al crédito de las MYPES 
contribuye la falta de información, como señala el Banco Mundial 
(2007, p. 22): _

«Sin embargo, la dimensión de acceso al financiamiento 
ha sido a menudo pasada por alto, sobre todo debido a las 
graves carencias en los datos sobre quién tiene acceso a 
los servicios financieros y  sobre las barreras a un acceso al 
financiam iento más amplio».

Algunos estudios han tratado de medir esto mediante diversos indi­
cadores, como la profundidad financiera (crédito al sector privado/ 
Producto Interno Bruto (PIB)), el porcentaje de hogares con cuentas 
en instituciones financieras o el número de préstamos bancarios por 
cada 1000 adultos. Pero estos indicadores presentan muchas limita­
ciones. Por otro lado, en la interpretación de los datos es necesario 
tener en cuenta que puede ser por voluntad propia o por valores 
culturales o éticos que las personas no tengan interés en hacer uso 
de los servicios financieros (Gráfico 1).

La problemática del no acceso al crédito surge cuando, teniendo 
interés, el acceso a esos servicios se ve restringido por determinados 
factores, como el nivel de riesgo, el marco jurídico de los contratos, 
la tasa de interés y las comisiones, la lejanía de la oferta o la informa­
lidad y falta de documentación (Banco Mundial, 2007; Beck, Demir-
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güc-Kunt y Martínez, 2008a, 2008b). Desde el lado de la oferta, 
es decir de los intermediarios financieros, algunas barreras a una 
mayor inclusión financiera se dan por problemas de elegibilidad, 
asociados principalmente a las asimetrías de información; de accesi­
bilidad física, debido a los costos de infraestructura; y de accesibili­
dad económica, derivados de la propia intermediación financiera y 
los costos del dinero (Roa y Carvallo, 2018).

Gráfico 1. Diferencia entre acceso y uso de servicios financieros

Población

Usuarios de 
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Fuente: Elaboración propia, adaptado de Banco Mundial (2007, p. 29)

La identificación de la restricción del acceso al crédito como uno de 
los mayores problemas que enfrentan las MYPES en América Latina 
explica la preocupación de los investigadores y los gobiernos por 
precisar su magnitud y las causas que la determinan. Sin embargo, 
los estudios enfrentan una considerable limitación derivada de la 
información escasa, carente de confianza y no armonizada. Esto es 
resultado de censos económicos desactualizados y con escasas (o
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ninguna) preguntas sobre acceso al crédito, así como estadísticas 
de volumen de crédito sin desagregación por tamaño de la empresa 
o también por la omisión de reportes de información desde entida­
des financieras que no se encuentran reguladas4. Pese a todas esas 
limitaciones, existen estudios que sirven como referencia para la 
presente investigación.

Westley (2001) realizó una estimación del nivel de acceso al 
crédito en 18 países de América Latina, basándose en las encues­
tas de hogares disponibles para los años 1997 a 1999. Con esa 
información calculó los datos referidos a las personas que trabajan 
por cuenta propia y empresas con menos de cinco empleados. Los 
resultados evidencian problemas graves de acceso al crédito para las 
microempresas en los países de la región, aunque la situación varía 
notablemente de unos a otros: países como Bolivia, Nicaragua, El 
Salvador y Honduras tenían niveles de acceso superiores al 10%, 
hasta un máximo del 27,8% en Bolivia; mientras que en Venezuela, 
Argentina, Brasil y Uruguay no alcanzaba el 0,5%. Para el conjunto 
de la región el estudio estimó que existían cerca de 59 millones de 
microempresas, de las que únicamente 1,5 millones tenían créditos. 
También a principios de la década de 2000 el BID (2002) publicó el 
informe El acceso de las pequeñas y medianas empresas al crédito en 
América Latina. Estudio de casos. En él se trataba de analizar la infor­
mación sobre el número de MYPES, su contribución al empleo y la 
producción y su acceso al crédito, según las estadísticas oficiales, 
en Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México, Perú y Venezuela. 
Basándose en encuestas empresariales, los resultados coinciden con 
Westley (2001) en que los costos operativos de gestionar créditos de 
pequeña escala, la recuperación de garantías y una mayor percep­
ción de riesgo son factores que obstaculizan ese acceso al crédito.

4 Por ejemplo, las cooperativas de ahorro y crédito de los segmentos 4 y 5 
en el Ecuador no están obligadas a reportar información a los entes de control.



32 Hugo Jácome Estrella, Edelmlro López Iglesias, Bryan Pérez Almeida

Algunos de los resultados anteriores contrastan con los obteni­
dos por Donato, Haedo y Novaro (2003). En su estudio, realizado 
mediante una encuesta a 1.459 pequeñas y medianas empresas de 
Argentina y 1.341 de México, con información correspondiente a 
2000 y 2001, encontraron que la demanda de crédito por parte de 
las pequeñas empresas del sector manufacturero (con una nómina 
inferior a 15 trabajadores) en México se limitaba tan solo al 3% 
de ellas, mientras que en Argentina ascendía al 38%. En cualquier 
caso, el nivel de rechazo de las solicitudes era alto en ambos paí­
ses, el 21%. Además, Donato, Haedo y Novaro (2003, p. 13) seña­
lan que:

«mientras se observa una asociación positiva entre solici­
tud de crédito y tam año, no se observa igual correlación  
entre tamaño y proporción de rechazo de las solicitudes 
de crédito. Los bancos rechazan en iguales proporciones 
solicitudes de pyme de todos los tamaños, lo que induce a 
pensar en una lógica de racionamiento crediticio más que 
de riesgo específico del proyecto presentado»'.

Un estudio posterior del BID (2005), a partir de la base de datos de 
la Encuesta Mundial de Ambiente Empresarial del Banco Mundial 
(Enterprise Surveys) para 1999-2000, evalúa las limitaciones que 
tienen las MYPES para acceder al crédito en América Latina. Los 
resultados indican que el segundo problema que identificaron los 
pequeños empresarios de la región, después del crimen en las calles, 
fue el acceso al financiamiento, confirmando que estos enfrentan 
mayores restricciones: el 29% tuvieron acceso al crédito bancario, 
frente al 43% y 55% de las medianas y grandes empresas, respecti­
vamente. Las barreras identificadas se refieren a las elevadas tasas 
de interés, la falta de acceso a préstamos a largo plazo, garantías 
inadecuadas y papeleo excesivo. Al respecto, el estudio señala que 
los subsidios a las instituciones que prestan financiamiento a las 
pequeñas empresas, para mejorar su nivel tecnológico y eficiencia,
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ayudarían a disminuir los altos costos del dinero. Posición también 
defendida por investigadores como Morduch (2000, 2011), Armen- 
dáriz y Morduch (2010), Rosenberg (2010) y Balkenbol y Valazza 
(2011). A ello Beck, Demirgüg-Kunt y Maksimovic (2008) añaden 
la necesidad de reformas institucionales para hacer frente a las debi­
lidades de los sistemas jurídicos.

Navajas y Tejerina (2007) elaboraron un análisis sobre el acceso 
al crédito de las microempresas en 23 países de América Latina y 
el Caribe, tomando como año de referencia 2005. Para calcular el 
número de microempresas se basaron en las encuestas nacionales de 
hogares de los diferentes países y para estimar aquellas con acceso 
al crédito utilizaron información de instituciones financieras (ban­
cos, entidades de microfinanzas, cooperativas de ahorro y crédito). 
Finalmente, recurrieron a los resultados de una encuesta anterior 
del BID y el Grupo Consultivo de Ayuda a los Pobres para efectuar 
comparaciones con 2001. Los autores constatan un crecimiento 
promedio anual del 35% entre 2001 y 2005 en el número de pres­
tatarios atendidos por las instituciones de microfinanzas. A pesar 
de lo cual los niveles de acceso al crédito no son muy alentadores, 
como reflejan los dos indicadores que calculan. En el primero, el 
porcentaje de clientes microfinancieros sobre la población total, los 
valores oscilan entre 7% en Nicaragua y cifras inferiores al 1% en la 
mitad de los países. Para el segundo indicador, donde toman en el 
denominador el número de microempresas, el promedio en la región 
de aquellas con acceso al crédito se sitúa en el 8,7%, con grandes 
diferencias por países: desde porcentajes superiores al 30% en Nica­
ragua y Bolivia hasta niveles que no superan el 1,5% en Argentina, 
Brasil y Venezuela. Al igual que en los resultados obtenidos por 
Westley (2001), los países más grandes muestran menores niveles 
de acceso al microcrédito que los pequeños, conclusión confirmada 
también para El Salvador por Chorro (2010). Mirando al futuro, los 
citados autores apuntaban que «cada vez resulta más evidente que 
los préstamos microfinancieros (o microcréditos) representan una
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actividad rentable, por lo que es muy probable que esta continúe 
creciendo aún si el flujo de recursos públicos (local o internacional) 
disminuye» (Navajas y Tejerina, 2007, p. 18).

Esos resultados concuerdan con los obtenidos en un estudio 
posterior por Navajas y Pedroza (2010). Por un lado, constatan un 
notable aumento de las personas con acceso a microcréditos en la 
región en el período 2001-2008. Si en 2001 su número no llegaba 
a los dos millones, con una cartera de crédito que bordeaba los mil 
millones de dólares, en 2008 la cifra estimada de beneficiarios de 
microcréditos se aproximaba a 9,5 millones y la cartera de crédito a 
10,9 millones de dólares, repartida entre más de 600 instituciones 
de micro finanzas. Sin embargo, a pesar de ese crecimiento, el grado 
de acceso al microcrédito5 seguía siendo limitado y muy desigual: 
países como Nicaragua, Ecuador, Bolivia y El Salvador presenta­
ban en 2008 niveles superiores al 35%, mientras que en Argentina, 
Venezuela, Uruguay y Brasil no alcanzaba el 3%. Estos resultados 
también revelan que el indicador macroeconómico tradicional utili­
zado para medir la profundidad del sistema financiero de un país no 
refleja con precisión la dinámica microeconómica de distribución 
del crédito. Como indican los autores, «es interesante observar que 
contar con sistemas financieros profundos (crédito total/Producto 
Interno Bruto) no garantiza un sector de microfinanzas desarro­
llado, tal es el caso de Panamá, Chile y Brasil» (Navajas y Pedroza, 
2010, p. 3).

El análisis de Bebczuk y Echarte (2009), realizado para Ecua­
dor, Perú, Guatemala, México y Trinidad y Tobago con información 
de 2008, encontró que los principales factores que determinan la 
restricción de crédito a las pequeñas empresas desde las institucio­
nes financieras son: la inestabilidad macroeconómica, la informa­
lidad _y problemas de  asimetrías de información, la falta de garan­

5 El indicador que calculan estos autores es: número de clientes con micro- 
crédito/ número de trabajadores por categoría ocupacional (patrón y cuenta pro­
pia). El denominador se toma como proxy de los clientes potenciales.
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tías y las deficiencias de los sistemas judiciales. Adicionalmente los 
autores mencionan la carencia en las entidades financieras de per­
sonal cualificado con conocimientos de la dinámica de las peque­
ñas empresas. A pesar de todo, el 86% de las instituciones financie­
ras analizadas incursionaban en el financiamiento de las pequeñas 
empresas, incentivadas por la rentabilidad de estos créditos y por 
una morosidad muy cercana a la media de la cartera general. Por 
el lado de los demandantes, con base en información del Banco 
Mundial (Enterprise Surveys para 2007), constatan que el 43% de 
las pequeñas empresas no solicitan financiamiento, debido princi­
palmente a los costos de cumplir con la documentación requerida, 
las garantías exigidas, la ausencia de buenos proyectos o el riesgo 
de quiebra. También opera aquí la inadecuación en muchos casos 
de las líneas de crédito disponibles, tanto en lo que se refiere a su 
duración como a la periodicidad y flexibilidad de los pagos (Bebc- 
zuk y Echarte, 2009). De interés es también el trabajo posterior de 
Bebczuk (2010), que analiza el acceso al crédito de las pequeñas 
y medianas empresas de Argentina comparado con Brasil, Chile, 
México y España.

Pavón (2016), en su estudio para México y Ecuador, concluye 
que la relación del crédito privado sobre el PIB en América Latina y 
el Caribe es menor que la media mundial; además, en países como 
México solo el 22% del total del crédito otorgado por las institucio­
nes financieras fue para las PYMES y en Ecuador este porcentaje era 
aún menor, solo el 9,85%. Por su parte, el estudio publicado por la 
International Finance Corporation (2017) sobre la brecha de finan­
ciamiento de micro, pequeñas y medianas empresas en 128 países 
en desarrollo concluye que el 40% de estas empresas, lo que supone 
cerca de 65 millones, tienen problemas de restricción o raciona­
miento de crédito. La brecha de financiamiento (diferencia entre 
oferta y demanda) se estimó en alrededor de 5.200 millones de dóla­
res, el 19% del PIB de los países analizados (International Finance 
Corporation, 2017).
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La información reciente publicada por el Banco Mundial (2021) 
en la encuesta Enterprise Surveys refleja diferencias importantes al 
interior de los países de América Latina y El Caribe. Entre aquellos 
que registran los porcentajes más altos de empresas con préstamos 
bancarios se encuentran Chile (79,6%) y Perú (77,8%); mientras 
que en el extremo contrario aparecen Panamá (20,7%) y México 
(32%). En promedio, el 51,3% de las empresas de los países latinoa­
mericanos indican tener un préstamo bancario, pero en casi todos 
ellos ese porcentaje es menor para las pequeñas empresas que para 
las medianas y grandes. Por otro lado, el 17,5% de las empresas 
identifican el acceso o costo del financiamiento como una restric­
ción seria o muy seria, superando este porcentaje el 40% en países 
como Brasil o Costa Rica.

En suma, los estudios e informes disponibles confirman que 
en los países de América Latina persiste un importante problema 
de acceso al crédito por parte de las micro y pequeñas empresas. 
Una problemática que tiene su origen en factores diversos, que ya 
hemos mencionado: los problemas de asimetría de información, los 
altos precios de los servicios financieros, los costos operativos de 
gestionar créditos de pequeña escala, el mayor riesgo percibido por 
las entidades financieras y el tipo de garantías exigidas, a lo que se 
suma en ocasiones la escasez de proyectos viables.

No obstante, la literatura existente pone también de manifiesto 
la necesidad de contar con más investigaciones, que permitan preci­
sar la situación del acceso al crédito de las MYPES en las diferentes 
zonas geográficas, sectores y mercados específicos, así como obtener 
un diagnóstico más exacto de los factores que limitan la democrati­
zación del crédito. El presente trabajo pretende ofrecer una contri­
bución en esa dirección para el caso concreto del Ecuador.
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3. Acceso al crédito de las MYPES en el Ecuador; evidencia 
y limitaciones empíricas

3.1. Algunos datos

La Agencia para el Desarrollo Internacional de los Estados Unidos 
de América (USAID) realizó en 2004 un análisis del financiamiento, 
nivel de acceso y uso de servicios financieros, para una muestra de 
17.738, sobre un total de 646.084, microempresarios urbanos del 
Ecuador. El análisis constató que la mayoría de los microempresa­
rios no participa en el sector financiero formal; tan solo un 29% de 
estos tenían cuenta de ahorro en instituciones financieras y solo el 
15,7% había solicitado un crédito en los últimos 12 meses. Entre los 
motivos de quienes no solicitaron se encontraba: la falta de interés 
(un 50%); la resistencia a ser deudor y a adquirir deuda sin nece­
sidad, en un 36,6% y 14,2%, respectivamente (USAID, 2005, pp. 
129-130).

En la Encuesta Nacional de Micro, Pequeñas y Medianas 
Empresas de la Industria Manufacturera6 (2007) se recopiló infor­
mación para una muestra de 4.000 MYPES, de las cuales un 79% sí 
hacían uso del sistema financiero a través de préstamos bancarios 
o la utilización de tarjetas de crédito. El porcentaje restante que 
no hacía uso del sistema financiero era por falta de garantías de su 
parte y por los procesos burocráticos para acceder a financiamiento 
(Stratega, 2008, p. 37). Sin embargo, estos resultados no pueden 
generalizarse al universo de MYPES ya que no se determinaron los 
errores muéstrales.

El Banco Mundial, a través de su encuesta Enterprises Surveys 
(2017)7, recopiló en Ecuador información de 361 empresas en las

6 Esta encuesta fue auspiciada por la Federación Nacional de Cámaras de la 
Pequeña Industria del Ecuador y el Ministerio de Industrias y Productividad.

7 Los resultados de esta encuesta se encuentran disponibles en el siguien­
te link: http://espanol.enterprisesurveys.org/data/exploreeconomies/2017/ecua- 
dor#finance

http://espanol.enterprisesurveys.org/data/exploreeconomies/2017/ecua-dor%23finance
http://espanol.enterprisesurveys.org/data/exploreeconomies/2017/ecua-dor%23finance
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provincias de Pichincha, Guayas y Azuay. Los resultados tampoco 
son representativos para el conjunto de las MYPES, pues solo consi­
deró aquellas que se encuentran formalmente constituidas. Dentro 
de las encuestadas, los resultados señalan que un 59,6% mantienen 
un crédito bancario, pero un 13,3% señaló que un impedimento 
para acceder a financiamiento son los costos que implica.

3.2. MYPES, un amplio universo sin información empírica

Las limitaciones de información respecto a cuántas micro, pequeñas 
y medianas empresas existen en el país surgen por las deficiencias 
de los datos a nivel nacional, como los ofrecidos en las encuestas 
anuales de actividades productivas, de comercio y servicios, entre 
las que están: la Encuesta de Manufactura y Minería, la Encuesta 
de Hoteles, Restaurantes y Servicios y la Encuesta de Comercio 
Interno, realizada por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos 
(INEC). Además, no se dispone de un detalle sobre acceso y restric­
ción al crédito por empresa, ni siquiera en fuentes de información 
como la Superintendencia de Bancos y Seguros, la Superintendencia 
de Economía Popular y Solidaria o los registros administrativos de 
la Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros del Ecuador. 
En consecuencia, el análisis del acceso al crédito de las MYPES se 
enfrenta a una información no representativa, sin detalle sobre el 
acceso al crédito e incluso una definición no siempre homogénea de 
micro, pequeña y mediana empresa.

Esas limitaciones hacen que en esta investigación utilicemos la 
base de datos del Censo Económico 2010 de Ecuador (INEC, 2018), 
pues contiene información desagregada por tipo de establecimiento 
económico (empresas) bajo la clasificación sectorial CIIU Rev.4, que 
abarca las actividades de manufactura, construcción, comercio, res- 
taurantes y hoteles, transporte y comunicaciones, intermediación 
financiera, servicios inmobiliarios y a las empresas, administración 
pública, educación, salud, servicios sociales y personales.
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4. Datos, metodología y resultados

4.1. Datos utilizados
La base de datos del Censo Económico 2010 cuenta con 511.130 
registros de establecimientos económicos y contiene la informa­
ción general del establecimiento (localización geográfica, número 
de empleados, ingresos, rama económica), junto con la referida al 
financiamiento que recibieron. De este modo, sirve para identificar 
los establecimientos que son objeto de nuestro estudio -micro y 
pequeñas empresas-, y permite estimar el acceso al crédito y la con­
centración de crédito.

La clasificación de los establecimientos que utilizamos es la 
que de manera oficial se encuentra definida en el Reglamento del 
Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones del 
Ecuador (Registro Oficial, 2011), que coincide con la que establece 
la Comunidad Andina de Naciones (CAN) en la Decisión N° 702 
sobre el Sistema Andino de Estadística de la PYME (2008). Los cri­
terios utilizados son el número de trabajadores y el volumen de ven­
tas, diferenciando cuatro categorías de empresas:

—  Microempresa: de 1 a 9 trabajadores, valor de las ventas o 
ingresos brutos anuales menor o igual a 100.000 dólares.

—  Pequeña empresa: de 10 a 49 trabajadores, valor de las ven­
tas o ingresos brutos anuales de 100.001 a 1.000.000 de 
dólares.

—  Mediana empresa: de 50 a 199 trabajadores, valor de las ven­
tas o ingresos brutos anuales de 1.000.001 a 5.000.000 de 
dólares.

—  Gran empresa: de 200 trabajadores en adelante, valor de las 
ventas o ingresos brutos anuales superior a 5.000.000 de 
dólares.

En caso de existir divergencias entre las dos variables, tanto la defi­
nición del Ecuador como la de la CAN establecen que el valor de las
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ventas o ingresos brutos prevalecerá sobre el número de trabajado­
res, criterio que se respeta en esta investigación.

4.2. M etodología y  resultados de la estimación del acceso al crédito y 
la concentración del crédito

Los problemas de acceso al crédito surgen cuando una persona o 
una micro o pequeña empresa -en  el caso de esta investigación- 
tiene necesidad, pero por diversos factores no ha logrado acceder al 
financiamiento. Los obstáculos pueden ser diversos: problemas de 
asimetría de información —que influyen en la percepción de riesgo 
del demandante de crédito—, discriminación, marco jurídico en el 
que se desenvuelven los contratos de crédito, costos del dinero -  
como tasa de interés y comisiones-, proximidad de la oferta de cré­
dito, informalidad y falta de documentación, entre otros (Jácome, 
2005; Banco Mundial, 2007; Beck, Demirguc-Kunt y Martínez, 
2008a, 2008b).

Partiendo de eso, a continuación detallamos los indicadores 
que hemos calculado para estimar el acceso al crédito, la brecha de 
financiamiento y la concentración del crédito. Para cada uno de esos 
indicadores iremos analizando los principales resultados.

4 .2 .1 . ESTIMACIÓN DEL ACCESO AL CRÉDITO

Para el análisis del acceso al crédito se trabajó con la batería de 
preguntas del Censo Económico 2010 pertenecientes al Módulo VI: 
Datos del Establecimiento del Censo Económico, específicamente 
las preguntas 1 a 5. Cruzando esa información con las variables 
sobre número de empleados, ingresos de la firma y localización geo­
gráfica a nivel provincial y cantonal.

Para el cálculo de los indicadores de crédito se realizó el 
siguiente trabaj o previo:

— En base a las preguntas sobre forma y naturaleza del nego­
cio, se mantuvieron solo las firmas (establecimientos) pri-
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vadas naturales o jurídicas distintas de aquellas de natura­
leza gubernamental, seccional, financiera, ONG o sin fines 
de lucro. Subsiguientemente, se procedió a seleccionar las 
firmas clasificadas en zonas provinciales válidas, eliminando 
aquellas que se asientan en zonas de conflicto de límites 
entre provincias. Este proceso permitió determinar un uni­
verso de 448.771 firmas.

— Después se generó la variable de tamaño de la firma conforme 
a las especificaciones de la normativa CAN y el Código de la 
Producción. Se obtuvo así una estructura formada por 1.278 
empresas grandes, 951 medianas, 9.951 pequeñas y 436.891 
micro.

Partiendo de ese universo, se calcularon los indicadores que se deta­
llan y analizan a continuación.

i Acceso efectivo

X AccEU
AccEfy = keFi,mas ----- —  .100

X  F i r m a s ¡jk
JceFiimas

A c c E fijk Firma k del tipo j de la provincia i con préstamo en 2009
F irm a s  ¡Jk Firma k del tipo j de la provincia i
El indicador muestra el porcentaje de firmas que obtuvieron 

al menos un crédito en 2009, por provincia y tipo -tamaño de 
empresa-. Junto a este indicador se reporta su complemento, es 
decir, aquellas firmas que no obtuvieron financiamiento en 20098.

Los resultados reflejan algunas características importantes de la 
estructura económica del país. La más destacable es que la inmensa 
mayoría de empresas (establecimientos) que existen en el Ecuador

8 Este cálculo se realizó a partir de las respuestas a la pregunta 3-Módulo VI: 
P3  ¿O b tu v o  fin an c ia m ien to  pa ra  su estab lec im ien to  en  el a ñ o  20 0 9?
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son de tamaño micro y pequeño (MYPES), el 99,5% del total, de las 
cuales alrededor del 46% se encuentran localizadas en las provincias 
con mayor actividad económica: Pichincha y Guayas. En lo que se 
refiere al acceso al crédito, un porcentaje muy alto de empresas, el 
78,4% del total, no obtuvo financiamiento en el año de referencia 
del Censo, y las microempresas fueron las que en mayor medida 
(78,5% de un total de 436.891) no lo obtuvieron. El porcentaje de 
empresas con acceso al crédito aumenta en general con el tamaño, 
pasando del 21,5% en las microempresas al 28,0% en las pequeñas 
y el 32,7% en las medianas; aunque baja al 25,3% en las grandes, 
lo que cabe atribuir a su menor necesidad de recurrir a un financia­
miento externo (Tabla 2).

A nivel territorial, llama la atención que en las provincias de 
la Región Costa, como El Oro, Guayas y Los Ríos, el porcentaje de 
empresas que no obtuvieron financiamiento supera el 80%. Mien­
tras que, en contraposición, ese porcentaje registra los valores más 
bajos en tres provincias de la Región Amazónica, Morona Santiago, 
Ñapo y Pastaza, aquellas donde es mayor el acceso al crédito; si 
bien, hay que tener presente el bajo número de empresas existentes 
en estas provincias (Tabla 2 y Mapa 1).

Tabla 2. Empresas que obtuvieron financiamiento, por tamaño de empresa y por
provincia. Ecuador 2009

NACIONAL
Tamaño
Empresa

Si No Total
Tamaño
Empresa

Si No Total

Grande 323 955 1.278 Grande 25,27% 74,7% 100%

Mediana 311 640 951 Mediana 32,70% 67,3% 100%

Pequeña 2.689 6.902 9.591 Pequeña 28,04% 72,0% 100%

Micro 93.809 343.082 436.891 Micro 21,47% 78,5% 100%

Total 97.132 351.579 448.711 Total 21,6% 78,4% 100,0%
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Tamaño
Empresa

SI No Total

Total 21,9% 78,1% 100,0%

Total 24,0% 76,0% 100,0%

Total 24,2% 75,8% 100,0%

Total 25,7% 74,3% 100,0%

Total 24,3% 75,7% 100,0%

Total 26,1% 73,9% 100,0%

Total 18,8% 81,2% 100,0%

Total 21,9% 78,1% 100,0%

Total 17,7% 82,3% 100,0%

Total 25,3% 74,7% 100,0%

Total 22,5% 77,5% 100,0%

Total 20,0 % 80,0% 100,0%

Total 22,9% 77,1% 100,0%

Total 32,2% 67,8% 100,0%

Total 31,7% 68,3% 100,0%

Total 35,3% 64,7% 100,0%

Total 21,2% 78,8% 100,0%

Total 24,3% 75,7% 100,0%

Total 19,4% 80,6% 100,0%

Total 27,9% 72,1% 100,0%

Total 24,7% 75,3% 100,0%

Total 25,2% 74,8% 100,0%

Total 29,0% 71,0% 100,0%

Total 23,1% 76,9% 100,0%

PROVINCIA
Tamaño
Empresa

Si No Total

Azuay Total 6.902 24.651 31.553

Bolivar Total 867 2.749 3.616

Cañar Total 1.881 5.905 7.786

Carchi Total 1.161 3.360 4.521

Cotopaxi Total 2.362 7.372 9.734

Chimborazo Total 3.817 10.788 14.605

El Oro Total 3.943 17.070 21.013

Esmeraldas Total 2.342 8.358 10.700

Guayas Total 18.888 87.588 106.476

Imbabura Total 3.676 10.881 14.557

Loja Total 3.947 13.583 17.530

Los Ríos Total 3.179 12.742 15.921

Manabí Total 6.657 22.386 29.043

Morona Santiago Total 1.245 2.617 3.862

Ñapo Total 746 1.604 2.350

Pastaza Total 1.094 2.001 3.095

Pichincha Total 20.998 78.008 99.006

Tungurahua Total 5.297 16.464 21.761

Zamora Chinchipe Total 536 2.234 2.770

Galápagos Total 298 770 1.068

Sucumbios Total 1.004 3.059 4.063

Orellana Total 682 2.028 2.710

Santo Domingo Total 3.790 9.299 13.089

Santa Elena Total 1.820 6.062 7.882

Fuente: Elaboración propia, a partir de INEC: Censo Nacional Económico 2010
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Mapa 1. Porcentaje de empresas que obtuvieron financiamiento por provincia.
Ecuador 2009

Fuente: Elaboración propia, a partir de INEC: Censo Nacional Económico 2010

ii Requerimiento

X  Rê
Re q¡j =  ----------- .100

I  F irm a s¡jk
keFhmas

Re q ijk Firma k del tipo j de la provincia i que requiere finan­
ciamiento en 2010

F irm as ¡jk Firma k del tipo j de la provincia i 
El indicador muestra el porcentaje de firmas que declaran reque­

rir financiamiento en 2010, por provincia y tamaño de empresa.
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Junto a este indicador se reporta su complemento, es decir, aquellas 
que no requieren financiamiento9.

Los resultados se pueden ver en la Tabla 3. El 54,6% de las 
empresas afirman requerir financiamiento, lo que se puede interpre­
tar como una estimación de la demanda de crédito en el país. Por 
tamaños, son las micro y pequeñas empresas las que con mayor fre­
cuencia tienen necesidad de financiamiento, el 54,9% y el 47,1% del 
total, respectivamente. Mientras que ese porcentaje baja al 39,5% en 
las medianas y se limita al 24,7% en las grandes empresas. Excepto 
para las grandes empresas, estos resultados contrastan de forma 
acusada con los analizados anteriormente sobre las firmas que real­
mente obtuvieron financiamiento en 2009, cuyo porcentaje aumen­
taba con el tamaño.

Tabla 3. Empresas que requieren financiamiento, por tamaño de empresa y por 
provincia. Ecuador 2010

Tamaño
Empresa

Si No Total

Grande 24,7% 75,3% 100,0%

Mediana 39,5% 60,5% 100,0%

Pequeña 47,1% 52,9% 100,0%

Micro 54,9% 45,1% 100,0%

Total 54,6% 45,4% 100,0%

NACIONAL
Tamaño

Empresa
SI No Total

Grande 316 962 1.278

Mediana 376 575 951

Pequeña 4.518 5.073 9.591

Micro 239.836 197.055 436.891

Total 245.046 203.665 448.711

Tamaño
Empresa Si No Total

Total 40,7% 59,3% 100,0%

Total 37,4% 62,6% 100,0%

Total 40,7% 59,3% 100,0%

PROVINCIA
Tamaño
Empresa

Si No Total

Aznay Total 12.838 18.715 31.553

IBolivar Total 1.352 2.264 3.616

Cañar Total 3.172 4.614 7.786

9 La información procede de las respuestas a la pregunta 5-Módulo VI: P5 
¿Actualmente el establecimiento (matriz) requiere financiamiento para ejercer 
sus actividades?
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NACIONAL Tamaño
Empresa

SI No Total
Tamaño
Empresa

Si No Total

Carchi Total 2.244 2.277 4.521 Total 49,6% 50,4% 100,0%

Cotopaxi Total 4.469 5.265 9.734 Total 45,9% 54,1% 100,0%

Chimborazo Total 8.055 6.550 14.605 Total 55,2% 44,8% 100,0%

El Oro Total 12.406 8.607 21.013 Total 59,0% 41,0% 100,0%

Esmeraldas Total 7.185 3.515 10.700 Total 67,1% 32,9% 100,0%

Guayas Total 66.988 39.488 106.476 Total 62,9% 37,1% 100,0%

iimbabnra Total 6.184 8.373 14.557 Total 42,5% 57,5% 100,0%

toja Total 8.435 9.095 17.530 Total 48,1% 51,9% 100,0%

Los Ríos Total 10.122 5.799 15.921 Total 63,6% 36,4% 100,0%

Manabi Total 18.952 10.091 29.043 Total 65,3% 34,7% 100,0%

Morona Santiago Total 2.133 1.729 3.862 Total 55,2% 44,8% 100,0%

Ñapo Total 1.345 1.005 2.350 Total 57,2% 42,8% 100,0%

Pastaza Total 1.679 1.416 3.095 Total 54,2% 45,8% 100,0%

Pichincha Total 47.912 51.094 99.006 Total 48,4% 51,6% 100,0%

Tungurahua Total 10.094 11.667 21.761 Total 46,4% 53,6% 100,0%

Zamora Chinchipe Total 1.602 1.168 2.770 Total 57,8% 42,2% 100,0%

Galápagos Total 624 444 1.068 Total 58,4% 41,6% 100,0%

Sucumbios Total 2.497 1.566 4.063 Total 61,5% 38,5% 100,0%

Orellana Total 1.723 987 2.710 Total 63,6% 36,4% 100,0%

Santo Domingo Total 7.453 5.636 13.089 Total 56,9% 43,1% 100,0%

Santa Elena Total 5.582 2.300 7.882 Total 70,8% 29,2% 100,0%

Fuente: Elaboración prop¡ara partir de INEG: Genso Nacional Económico 2010
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Desde el punto de vista territorial, se evidencia que el porcentaje 
más alto de empresas que requieren financiamiento se encuentra 
en las provincias de la Región Costa, como Esmeraldas, Guayas, 
Los Ríos y Manabí. Mientras que los porcentajes más bajos se regis­
tran en la Región Sierra, en provincias como Azuay, Bolívar y Cañar 
(Tabla 3). Estos resultados muestran un fuerte contraste con los 
presentados anteriormente, sobre todo para las provincias de la 
Región Costa: las empresas, en especial las MYPES, localizadas en 
estas provincias son las que afirman en mayor proporción requerir 
financiamiento, mientras que el porcentaje de las que obtuvieron 
financiamiento registra los valores más bajos del país.

iii Brechas de acceso a  financiamiento

Dado que las preguntas del Censo Económico 2010 no refe- 
rencian la aplicación para un crédito y su posible rechazo o acepta­
ción por parte de las instituciones financieras, se optó por estimar 
una brecha de acceso inferior y otra superior para el ejercicio de 
2009, combinando los indicadores utilizados anteriormente sobre 
acceso efectivo (Módulo VI: P3) y requerimiento de financiamiento 
(Módulo VI: P5).

Brecha inferior

Re q¡j = max<

t2009
ijkY  SinCred2009$ -  Y  Cred

------------------k-^ n 2i--------------- ,100;0keFirmas

E  Re%
keFi/mas

SinCredm9ijk Firma k del tipo j de la provincia i que no obtuvo 
financiamiento en 2009 pero requiere financiamiento en 2010

Cred2m¡jk Firma k del tipo j de la provincia i que obtuvo financia­
miento en 2009 y requiere financiamiento en 2010



48 Hugo Jácome Estrella, Edelmiro López Iglesias, Bryan Pérez Almeida

Re q ijk Firma k del tipo j  de la provincia i que requiere financia- 
miento en 2010

El indicador muestra una estimación del porcentaje mínimo 
(brecha) de firmas que se quedaron sin financiamiento en 2009, 
pese a que podrían haber solicitado financiamiento. Al ser una proxy 
de 2010, y para evitar valores negativos, su piso es 0, es decir la 
menor brecha es que ninguna firma quede excluida.

Brecha superior

2  S in C red 2m ijk 

Re q y = --------------------.100

E  Re%
keFirmas

SinCred2mijk Firma k del tipo j de la provincia i que no obtuvo 
financiamiento en 2009 y requiere financiamiento en 2010

Re q ¡jk Firma k del tipo j de la provincia i que requiere finan­
ciamiento en 2010

El indicador constituye una estimación del porcentaje máximo 
(brecha) de firmas que se quedaron sin financiamiento en 2009 
pese a que podrían haberlo solicitado (al afirmar que lo requieren), 
siendo una proxy de 2010.

Al no contar con información sobre solicitudes de crédito pre­
sentadas y sobre cuántas de estas son aceptadas o rechazadas, los 
dos indicadores de brechas —inferior y superior— permiten tener una 
aproximación del rango de las empresas, en particular las MYPES, 
que podrían sufrir problemas de acceso al financiamiento (raciona­
miento de crédito). Los resultados de estas estimaciones indican que 
el acceso al financiamiento en el país es un problema importante: 
entre él 47,3% y él 73,7% dé las empresas podrían estar teniendo 
dificultades para lograr financiamiento para sus actividades econó­
micas (Tabla 4). Por otro lado, se evidencia que existe una notable
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discriminación entre la gran y mediana empresa frente a las MYPES. 
Las primeras, si nos fiamos de la brecha inferior, parecen tener la 
posibilidad de contar con acceso al financiamiento sin mayores 
dificultades. Sin embargo, para las MYPES tanto la brecha inferior 
como la superior dan cuenta de que un porcentaje muy elevado 
pueden estar sufriendo racionamiento de crédito, afectando esto en 
mayor medida a las microempresas.

Tabla 4. Brechas de acceso al financiamiento por tamaño de empresa.
Ecuador 2010

NACIONAL
Tamaño
Empresa

Superior Inferior

Grande 146,0 —

Mediana 183,0 —

Pequeña 2.818,0 1.118,0

Micro 177.339,0 114.842,0

Tamaño
Empresa

Superior Inferior

Grande 46,2% 0 ,0%

Mediana 48,7% 0 ,0%

Pequeña 62,4% 24,7%

Micro 73,9% 47,9%

TOTAL 180.486,0 115.926,0

Fuente: Elaboración propia, a partir de INEC: Censo Nacional Económico 2010

Los resultados a nivel territorial por provincias según el tamaño de 
las empresas, pueden verse representados en los siguientes mapas.
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Mapa 2. Porcentaje de brecha superior de acceso a financiamiento en empresas
grandes

Fuente: Elaboración propia, a partir de INEC: Censo Nacional Económico 2010



Acceso al crédito y concentración del crédito: un estudio para las micro y
pequeñas empresas en el Ecuador a partir del Censo Económico de 2010 51

Mapa 3. Porcentaje de brecha superior de acceso a financiamiento en empresas
medianas

Fuente: Elaboración propia, a partir de INEC: Censo Nacional Económico 2010
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Mapa 4. Porcentaje de brecha superior de acceso a financiamiento en empresas
pequeñas

Fuente: Elaboración propia, a partir de INEC: Censo Nacional Económico 2010
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Mapa 5. Porcentaje de brecha superior de acceso a financiamlento en 
microempresas

Fuente: Elaboración propia, a partir de INEC: Censo Nacional Económico 2010

4 .2 .2 . ESTIMACIÓN DE LA CONCENTRACIÓN DEL CRÉDITO

Para la estimación de la concentración del crédito utilizamos 
la Curva de Lorenz, una representación gráfica que permite mos­
trar la distribución relativa de una variable en un dominio deter­
minado. La curva de Lorenz relaciona la distribución acumulada 
de individuos (por ejemplo, hogares o empresas) -dom inio- con 
su respectiva participación en la variable considerada (por ejemplo, 
ingresos). La curva se elabora representando en el eje horizontal el 
porcentaje acumulado de individuos y en el eje vertical el porcen­
taje acumulado de la variable analizada. Una distribución iguali­
taria tiene asociada una curva de Lorenz con forma de línea recta
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en la diagonal principal, mientras que cuanto más se aleja la curva 
de la diagonal principal mayor es la desigualdad de la distribución 
(Larrañaga y Herrera, 2008).

En nuestro estudio, para elaborar la Curva de Lorenz sobre con­
centración del crédito tomamos como variable el monto de crédito 
al que accedieron las empresas, y como dominio el porcentaje acu­
mulado de empresas que accedieron al crédito. Además, calculamos 
también el índice de Gini, que sirve para medir cómo determinada 
variable -en  este caso el crédito- se distribuye entre determinados 
elementos -en  este caso las empresas por su tamaño-. El valor de 
este índice fluctúa en un rango de 0 a 1, de tal modo que cuanto 
más próximo a 1 mayor será la concentración en la distribución de 
la variable en estudio. El índice se define como el área que existe 
entre la Curva de Lorenz y la línea de perfecta de igualdad o línea de 
45 grados (Sen, 1976; Medina, 2001; Carrillo y Vázquez, 2005). En 
suma, con el índice de Gini se busca capturar el nivel de concentra­
ción de la cartera asignada a las firmas en 2009. Para su cálculo se 
utilizó la siguiente fórmula:

n total de firmas con financiamiento en 2009 
u monto promedio de crédito en 2009 
Xj monto crédito recibido en 2009 por la firma j 
8  parámetro de aversión (neutro igual a 1)
En el Gráfico 2 se muestra la representación de la Curva de 

Lorenz y el valor del índice de Gini, en cuyos resultados se eviden­
cian algunos aspectos relevantes del acceso al crédito en el Ecua­
dor, en especial para la MYPES. El principal hecho a destacar es el 
elevado nivel de desigualdad que existe en la distribución del cré­
dito en el país. Un índice de Gini muy cercano a 1, en este caso de 
0,934223, da cuenta del elevado nivel de concentración del crédito

l
N«5 S
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que capturan un reducido número de empresas (grandes y media­
nas) frente a las MYPES. Los datos representados en la Curva de 
Lorenz permiten precisar el panorama: el 99% de las empresas han 
logrado tener acceso al 30% del monto total de crédito, lo que sig­
nifica que el 1% con mayores créditos concentran el 70% del crédito 
en el país.

Gráfico 2. Curva de Lorenz e índice de Gini sobre la concentración del crédito.
Ecuador 2009

Curva de Lorenz -  Monto Total Crédito

Percentil Empresas Percentil Crédito

1% 0,00%

5% 0,03%

10% 0,12%

25% 0,53%

50% 2,18%

75% 6,33%

90% 13,04%

95% 19,83%

99% 30,31%

Participación Monto Total Crédito

Tamaño Empresa Monto Total %

Grande 1.400.000.000 38,38%

Mediana 617.000.000 16,91%

Pequeña 441.000.000 12,09%

Micro 1.190.000.000 32,62%

Total 3.648.000.000 100,00%

GINI 0,934223

Fuente: Elaboración propia, a partir de INEC: Censo Nacional Económico 2010
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Para obtener la curva de distribución del crédito según el 
tamaño de las empresas ordenamos estas en función del volumen 
de ventas -ingresos-, representando el monto del crédito de cada 
uno de esos estratos. Con ello se busca mostrar cómo se distribuye 
la cartera de crédito en función del nivel de ventas de las firmas. 
Estos resultados confirman el alto grado de concentración del cré­
dito a favor de la gran empresa: el 1% de las empresas de mayor 
tamaño por su nivel de ingresos concentran el 57,2% del monto 
total del crédito en el Ecuador (Gráfico 3). Por lo tanto, la elevada 
concentración en la distribución del crédito que constatamos en el 
Gráfico 2, corresponde con una concentración del financiamiento 
en las empresas de mayor dimensión.

Gráfico 3. Curva de concentración del crédito según el tamaño de las empresas
Ecuador 2009

Curva de Concentración - Monto Total Crédito

Curva Lorenz •1 E quidisiribucián ¡



Acceso al crédito y concentración del crédito: un estudio para las micro y
pequeñas empresas en el Ecuador a partir del Censo Económico de 2010 57

Percentiles

Percentil
Percentil Ingreso 

(hasta USD.)
Percentil Crédito

1% 960 0,08%

5% 2.400 0,41%

10% 3.600 1,12%

25% 6.000 2,61%

50% 13.200 6,17%

75% 33.202 12,33%

90% 96.000 20,36%

95% 248.990 27,86%

99% 2.500.000 42,80%

5. Conclusiones
En base a la información del Censo Económico 2010, se eviden­
cia que la inmensa mayoría de las empresas (establecimientos) que 
existen en el Ecuador son de tamaño micro y pequeño (MYPES), 
el 99,5% del total, de las cuales alrededor del 46% se encuentran 
localizadas en las dos provincias con mayor actividad económica: 
Pichincha y Guayas.

Partiendo de esa estructura, los resultados sobre el acceso al 
crédito reflejan que el 78,4% del total de empresas no obtuvieron 
financiamiento en 2009, siendo las microempresas las más afecta­
das. El porcentaje de empresas con acceso al crédito aumenta con 
el tamaño, pasando del 21,5% en las microempresas al 28,0% en 
las pequeñas y el 32,7% en las medianas; solo baja al 25,3% en las 
grandes, lo que cabe atribuir a su menor necesidad de recurrir a un 
financiamiento externo. A nivel territorial, llama la atención que en 
las provincias de la Región Costa, como El Oro, Guayas y Los Ríos, 
el porcentaje de empresas que no obtuvieron financiamiento supera 
el 80%. Mientras que ese porcentaje registra los valores más bajos
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en tres provincias de la Región Amazónica: Morona Santiago, Ñapo 
y Pastaza, aquellas donde es mayor el acceso al crédito.

La comparación de esos datos con las empresas que declaran 
requerir financiamiento permite estimar que entre el 47,3% y el 
73,7% de las empresas del Ecuador podrían estar teniendo dificul­
tades para lograr financiamiento para sus actividades económicas. 
Constatándose en este aspecto una notable discriminación de la 
MYPES. Ello da lugar a una elevada concentración en la distribu­
ción del crédito, las empresas grandes y medianas fueron las que 
reciben la mayoría del financiamiento en perjuicio de las MYPES. 
Hecho que se refleja en un dato: el 1% de las empresas lograron 
capturar el 70% del monto total del crédito en 2009.

Estos resultados ponen de manifiesto la necesidad de contar 
con políticas públicas y regulaciones que conduzcan a una mayor 
inclusión financiera y en particular a una mejora del acceso al finan­
ciamiento de las micro y pequeñas empresas, que representan más 
del 99% de los establecimientos económicos en el país.
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Variables territoriales que inciden en el 
acceso a microcrédito en territorios rurales 

en el Ecuador
W en d y  Sa n to s Saavedra1, M aría F ernand a  L ó p e z1 2

1. Introducción
La inclusión financiera es un reto de la Economía Popular y Solida­
ria (EPS) para garantizar la articulación de la oferta y demanda de 
créditos, microcréditos, cajas de ahorro y otros servicios financieros 
(Cardoso Ruiz, 2013) y procurar la integración de grupos vulnera­
bles (Verzosi-Vargas, 2018). Jácome-Estrella (2019) menciona que 
la finalidad de las microfinanzas es el contrarrestar las desigualdades 
en el racionamiento y distribución del crédito. También, las micro- 
finanzas se consideran un mecanismo alternativo para que aquella 
población excluida o marginada del sector financiero tradicional 
acceda a servicios; operan, por ejemplo, a través de las cooperati­
vas de ahorro y crédito que actúan como intermediarios financieros 
(Guerra et al., 2014).

Como una forma de respuesta a la lógica de exclusión del sis­
tema económico convencional, las Finanzas Populares y Solidarias 
(FPS) son un conjunto de elementos integrales en los cuales las 
comunidades organizan sus servicios financieros focalizándolos en 
el ser humano como eje central de desarrollo (Cardoso Ruiz, 2013); 
las FPS cumplen una función descentralizadora de riqueza nacional 
(Oñate Paredes, 2020). En términos de la inclusión financiera, las 
FPS buscan que la población excluida de los servicios financieros 
sea considerada dentro del sistema, en función no solo del capital

1 Wendy Santos Saavedra, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(FLACSO) -  Ecuador.

2 María Fernanda López, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(FLACSO) -  Ecuador.
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sino ciertos mecanismos que reconocen el trabajo, la organización 
social y la integración de sus propias formas de gestión de las finan­
zas (Cardoso Ruiz, 2013). Sin embargo, cuando estos mecanismos 
no consideran la heterogeneidad del territorio y cada uno de sus 
componentes o dimensiones, se generan desequilibrios territoriales 
y una diferenciación marcada en la lucha contra la pobreza.

En Ecuador, el acceso al microcrédito ha tenido un compor­
tamiento históricamente restrictivo para la población marginada, 
tanto por la localización espacial de sus viviendas o unidades pro­
ductivas, como por su situación económica, o por ambas condi­
ciones. Este es el caso de los grupos de campesinos agricultores de 
áreas rurales. Estas restricciones surgen por factores económicos 
de la oferta del microcrédito (ej. altas tasas de interés, requisitos 
para acceder a créditos, procedimientos para su solicitud) (Peñafiel 
Torres, Fierro López y Alonso Alemán, 2017). Además, desde la 
demanda, existen limitaciones sobre posibilidades de garantías y el 
régimen de la tenencia de las tierras y otros elementos relaciona­
dos con el patrimonio de respaldo (Matroné, 2019). Pero además 
de estos elementos, existen factores estructurales que determinan 
condiciones socio económicas complicadas, relacionadas a bajos 
ingresos, educación financiera y posibilidad de capitalizar activos. 
La desigualdad de acceso a crédito, para el caso de la economía 
familiar campesina, puede depender de factores como: edad, estado 
civil, auto identificación étnica del solicitante de crédito, número 
de miembros del hogar, lugar de residencia, ser socio de coopera­
tivas y asociaciones, tener cuentas bancarias, salarios y tipo de la 
agricultura (Matrone, 2019).

En el Ecuador se observa que el microcrédito enmarcado en 
la Economía Popular y Solidaria ha generado proceso de inclusión 
financiera (jácome-Estrella 2019), pero existen todavía ciertas con­
dicionantes determinadas en base a las características de los terri­
torios que limitan el acceso, como la concentración o desigualdad 
espacial de la riqueza o de los servicios financieros, Desde el punto
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de vista espacial, se conoce que existe una concentración de ser­
vicios financieros en ciudades. Esta concentración resulta también 
en una lógica de competitividad entre los intermediarios financie­
ros que lleva a que cooperativas de ahorro y crédito, bancos esta­
tales y privados compitan por localizar emplazamientos (ej. sedes, 
agencias o sucursales) en lugares estratégicos en ciudades princi­
pales. Esto puede generar un proceso de concentración territorial, 
tanto de organizaciones como de servicios financieros (Cardoso 
Ruiz, 2013).

Jácome-Estrella (2019), para el caso ecuatoriano, evidencia 
que el comportamiento de las cooperativas de ahorro y crédito, bajo 
el enfoque de inclusión financiera, tiene una mayor profundidad de 
alcance en territorios con condiciones socioeconómicas media baja 
y baja, más rurales, al contrario de la banca tradicional que se con­
centra en territorios, sobre todo urbanos, con niveles socioeconó­
micos altos. Así, la localización espacial de las cooperativas sería un 
mecanismo de intervención en la desigualdad espacial del acceso a 
crédito generada por la concentración territorial de intermediarios 
financieros.

Los factores espaciales físicos influyen en el acceso a las microfi- 
nanzas. En Ecuador las condiciones físico-geográficas pueden deter­
minar patrones de comportamiento particulares de la población en 
relación al entorno en el que se desenvuelven; las condiciones físicas 
del espacio o de infraestructura pueden influir en el acceso a servicios 
financieros (Oliveras Samitier, 1991). Esto puede ser particularmente 
importante en áreas rurales, donde factores físicos (ej. potenciales 
ecológicos y productivos del suelo, morfología del terreno o estruc­
tura edafológica) pueden actuar como criterios para determinar 
montos en el acceso al crédito y las microfinanzas o facilitar desplaza­
mientos para la operación y solicitud de los mismos. Estos elementos 
han sido poco analizados en el contexto latinoamericano y/o ecua­
toriano Qácome-Estrella, 2019). En la literatura académica se posi- 
cionan análisis que dan cuenta de cómo, por ejemplo, la distancia a
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los puntos de atención de servicios financieros puede generar res­
tricciones respecto al acceso a estos servicios considerando costos en 
movilización (Khan y Rabbani, 2015; o cómo la mejora en la infraes­
tructura de accesibilidad depende de factores físicos del territorio que 
permiten una mejor localización de servicios financieros. Esto se evi­
dencia en que cuando los servicios financieros se concentran en áreas 
urbanas o puntos ubicados en áreas rurales con mejor infraestructura 
vial se puede facilitar el acceder a estos servicios. Elementos como la 
localización de vías, otras infraestructuras de servicios o topografía 
influirán en las condiciones de accesibilidad y superación de distan­
cia (Khan y Rabbani, 2015).

Johnson y Scheyvens (2019) indican para el caso de Bangladesh 
que la accesibilidad espacial a las microfinánzas depende también 
de riesgos físicos climáticos propios de la localización. Concluyen 
que hogares ubicados más cerca de los ríos vulnerables a peligros de 
inundaciones tienen menos probabilidades a acceder a microfinan- 
zas, lo mismo que aquellos localizados en las áreas con suelo con 
alta salinidad y variabilidad climática. En estos casos se señala que 
la localización y condiciones ambientales de los lugares en donde 
se ubican hogares y/o terrenos se constituyen en elemento que se 
valora por parte de quienes otorgan servicios financieros. También 
la distribución espacial de las organizaciones de Economía Social y 
Solidaria tiene relación con patrones demográficos étnicos, raciales 
y de ingresos, evidenciando la existencia de zonas desatendidas por 
las organizaciones de EPS, cuando existe extrema pobreza con cier­
tos rasgos étnicos -  demográficos (Borowiak, 2018).

Este artículo aporta a la discusión sobre cómo variables geográ­
ficas vistas como condicionantes, tanto físicas del territorio, como 
socioeconómicas y productivas, influyen en el acceso al microcré- 
dito y servicios financieros en general. De manera específica, el 
estudio se focaliza en integrar al análisis del acceso a las microfi- 
nanzas, variables geográficas agregadas a unidades territoriales, para 
comprender la relación que existe entre montos de microcréditos
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entregados en un territorio específico, cantones para el caso ecua­
toriano, y variables que definen: la concentración de beneficiarios 
agricultores, la densidad vial, la densidad de población y la superfi­
cie de tierras agrícolas. Los resultados de la presente investigación 
contribuyen a la discusión de cómo variables geográficas pueden 
incidir en el comportamiento del acceso al microcrédito y determi­
nan variaciones en los montos otorgados.

2. Área de estudio
La investigación se realizó en una región del Ecuador, conformada por 
las provincias de Manabí, Bolívar, Cotopaxi, Los Ríos, Chimborazo y 
Cañar (figura 1). La definición de esta región se hizo a partir de un 
análisis de componentes principales (Santos Saavedra, 2022), donde 
se incluyeron las dimensiones y variables que constan en la tabla 1.

Figura 1. Localización del área de estudio.
KAPA D€ LOCAU2AOÓÍJ Oft AREA DE ESTUDtO

Fuente: CONALI 2019. Autora:W .Santos 2021
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Tabla 1.- Dimensiones y variables para la definición de la región de estudio en 
función del análisis cluster

D im ensiones V ariable D escripción

C om posición
dem ográfica

Población ru ral 
p o r provincia

Total de población  ru ra l en  la provincia en  función 
de proyecciones con base en  el Censo de Población 
y  Vivienda 2010 (INEC, 2020).

E ducación Tasa de analfa­
betism o

Porcentaje de personas de 15 aftos y  m ás que no 
sabe leer n i  escribir, respecto de la población total 
de 15 años y  m ás de la provincia. Si la persona 
solam ente sabe leer o so lam ente escribir, se 
considera igualm ente com o parte  de la población 
analfabeta (INEC 2018).

Tasa neta  de 
asistencia a 
bachillerato

Porcentaje de la  población  de 15 a 17 años de 
edad que asisten a clases en  nivel bachillerato y 
pertenecen al grupo  de  edad oficial correspondiente 
al nivel respecto del to tal de personas del grupo de 
edad de 15 a 17 años de la provincia (INEC 2018).

Pobreza Pobreza por 
ingreso

Total de personas cuyo ingreso per cápita está por 
debajo de la linea de pobreza, respecto del total de 
población de la provincia (INEC 2018).

Em pleo Tasa de em pleo 
adecuado

Porcentaje de em pleados que perciben ingresos 
laborales superiores a l salario m ínim o y/o trabajan 
40 o m ás horas a la sem ana o trabajan m enos de 40 
horas, pero no desean trabajar horas adicionales, de 
la población  económ icam ente activa de 15 y  más 
años (INEC 2018).

Población eco­
nóm icam ente 
activa

Total de personas en edad  de trabajar, de 15 años y 
m ás (INEC 2018).

D esigualdad C oeficiente de 
G ini

Proporción acum ulada de la variable población e 
ingresos; m ide el grado de desigualdad del ingreso 
p e r cápita del hogar (INEC 2018).
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Los datos fueron obtenidos de la encuesta nacional de empleo, des­
empleo y subempleo 2018 (INEC, 2018) y las proyecciones pobla- 
cionales del año 2020 (INEC, 2020). Las provincias que conforma 
la región analizada presentan una dinámica socioeconómica similar 
en términos de pobreza y empleo, así como en desigualdad y edu­
cación resultado de la construcción del clúster jerárquico aglomera- 
tivo a nivel provincial (Santos Saavedra, 2022). Para el análisis en la 
siguiente escala, se utilizó el volumen de microcrédito otorgado por 
las Cooperativas de Ahorro y Crédito de los segmentos 1,2 y 33 en el 
2018 del Sector Financiero Popular y Solidario obtenido de la base 
de datos de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 
Se realizó análisis de autocorrelación espacial para identificar los 
cantones donde había mayores montos de microcréditos otorgados. 
Estos análisis resultaron en que de los 66 cantones que conforman 
las seis provincias de esta región, montos similares de microcréditos 
tendían a agruparse y concentrarse en cantones vecinos o cercanos 
entre sí. Se evidenció una tendencia a un agrupamiento de terri­
torios con mayores montos de microcrédito, los cuales, a su vez, 
influían en el comportamiento de sus cantones vecinos (Santos Saa­
vedra, 2022).

3. Materiales y métodos
La investigación se realizó en dos escalas de agregación de datos 
espaciales. Primero se analizó el comportamiento de los montos de 
microcréditos en toda la región y luego, a nivel de las unidades can­
tonales. Se aplicaron técnicas de estadística inferencial con el modelo 
de regresión lineal Mínimos Cuadrados Ordinarios (Ordinary Least 
Square-OLS) de Gauss (Johnson et a l ,  2019) para el análisis a nivel

3 La Superintendencia de la Economía Popular y Solidaría, establece los seg­
mentos de las entidades del sector financiero popular y solidario de acuerdo al 
saldo de sus activos, categorizándolos en 5 segmentos. El segmento 4 de acuerdo 
al tipo y saldo de los activos se encuentran las que tienen mayor de i'ooo.ooo 
hasta 5'ooo.ooo y el segmento 3 mayor a s'ooo.ooo hasta 2o'ooo.ooo.
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regional y modelo de Regresión Geográficamente Ponderado (Geo­
graphically Weighted Regression -  GWR) (Fotheringham, Brunsdon 
y Charlton, 2002), a nivel cantonal. En el análisis realizado a nivel 
local se aplica la ecuación para cada unidad cantonal y se determi­
nan también las variaciones geográficas entre unidades (Martínez 
y Rojas, 2015). Este modelo GWR permite incluir a la regresión 
las variaciones espaciales, considerando el aporte y la localización 
que tienen las variables independientes sobre la variable dependiente 
(Gutierrez Puebla, García Palomares y Cardozo, 2012). El modelo GWR con­
sidera las elasticidades que muestran la variación en la distribución espacial de 
los coeficientes locales de las variables explicativas en relación con la variable 
dependiente montos de microcréditos (Martínez y Rojas, 2015).

El modelo integra la localización para cada unidad cantonal en base a las 
coordenadas (u, v) de la siguiente manera.

Donde:
Variable dependiente: 
y  = ln montos de microcréditos 
Variables independientes: 
li2 X2 ( u i ,v i )  = Beneficiarios agricultores 
B 3 x 3 ( u i ,v i) = Densidad población 
B 4 X4 ( 111, v i )  = Densidad vial 
B 5 x s (u i , v i) = Tierras agrícolas 
£ = Error

A partir de este análisis se estimó la probabilidad de la variación 
de los montos de los microcréditos a nivel cantonal. Las variables 
utilizadas fueron las siguientes:

1. Variable dependiente:
—  Monto de microcréditos: se refiere al volumen de crédito de 

las cooperativas de ahorro y crédito del segmento 1, 2 y 3 
del sector financiero de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria con corte al 31 de diciembre de 2018. 
Los segmentos están definidos por el monto de operación 
y saldo adeudado en la institución financiera; están un 
rango menor de $3 000 a más de $10 000 y corresponden
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a acumulación ampliada, acumulación simple y mino­
rista (SEPS, 2018).

2. Variables independientes:
—  Beneficiarios agricultores: considera el número total de 

personas que durante el año 2018 accedieron a un micro- 
crédito y cuyo financiamiento fue exclusivo para activi­
dades económicas de agricultura y ganadería agregadas a 
nivel cantonal, dentro de los segmentos 1, 2 y 3 dentro 
de la categorización de las entidades del sector financiero 
popular y solidario de acuerdo al saldo de sus activos, 
establecido por la Superintendencia de Economía Popu­
lar y Solidaria (SEPS); fuente de datos SEPS (2018).

—  Densidad poblacionál: es el valor que corresponde a la 
relación entre el número total de la población proyectada 
para el 2018 del Instituto Nacional de Estadística y Cen­
sos y la superficie total del cantón; unidad personas por 
kilómetro cuadrado; fuente de los datos (INEC, 2018). 
La superficie cantonal se calcula en base al dato de Orga­
nización Territorial del Estado del Comité Nacional de 
Limites Internos del año 2019 (CONALI, 2019).

—  Densidad vial: es el valor que corresponde a la relación 
entre el total de kilómetros de vías, de primer orden 
(Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 2019), 
segundo y tercer orden (Instituto Geográfico Militar 
(2015), en relación con la superficie del cantón; la uni­
dad es kilómetros de vías por kilómetros cuadrados.

—  Tierras agrícolas: considera el porcentaje tierras con uso 
agrícola y ganadero a nivel cantonal. Los datos se obtu­
vieron del Ministerio del Ambiente y Agua actualizados 
al 2018, a escala 1:250.000; se estimó la proporción de 
la superficie correspondiente a las categorías «cultivos» 
y «pastos» en relación con la superficie total de cada 
cantón.
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Los datos de límites territoriales cantonales y superficie cantonal 
corresponden la información del Comité Nacional de Limites Inter­
nos (CONALI) al 2019.

4. Resultados
4.1. Modelo de regresión local (OLS)

El modelo OLS resulta de una revisión de comportamiento de 
las variables dependientes e independientes en toda la región. Se 
obtiene que, el R2 ajustado es de 92%, es decir, la conformación 
del modelo a nivel global (de la región) es fuerte y que las variables 
independientes que componen el modelo podrían explicar la varia­
ble dependiente. El criterio de Akaike corresponde a un método 
para identificar el modelo adecuado con el cual se pueda explicar 
los datos experimentales (Martínez et al, 2009), el resultado es de 
381,8 que, en relación con los otros modelos analizados, fue el que 
presentó menor coeficiente con respecto a los modelos iniciales, 
el criterio de información Bayesiano tuvo un coeficiente de 392. 
La prueba del estadístico F de Fisher, utilizado para evaluar como 
las variables independientes tienen la capacidad explicativa sobre 
la variable dependiente presentó un coeficiente de 211,8, un valor 
bajo respecto de los demás modelos. Estos resultados evidencian 
que el modelo en conjunto es adecuado y que las variables indepen­
dientes escogidas permiten explicar la variable dependiente.

Se aplicaron algunos procedimientos estadísticos para determi­
nar la robustez del modelo. Sobre los supuestos de normalidad de 
los residuos, de acuerdo al test de Shapiro -Wilk prueba que per­
mite contrastar la distribución normal de los residuos (Flores et al, 
2021), la cual da como resultado de 0,17; al ser mayor de 0,5 indica 
que los errores de los residuos se encuentran distribuidos normal­
mente. Se revisó también que la variable dependiente no influya 
sobre sí misma, es decir, que no tenga correlación serial; con el esta­
dístico de prueba de 0,055 se cumple el supuesto, aunque estaría 
en el límite (0.05). Con el test de Breusli Pagan pata comprobar
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el supuesto de homocedasticidad (0,26) mayor a 0,05 se revisa no 
tener heterocedasticidad.

Sobre la linealidad de los parámetros se buscó una correcta 
especificidad dentro del modelo con las variables seleccionadas. El 
resultado del test de Ramsey que busca conocer si la funcionalidad 
del modelo es correcta y la normalidad en la distribución de los 
errores, no cumplió con el supuesto, esto es posible por la omisión 
de otras posibles variables. Sobre el cumplimiento de los supues­
tos de multicolinealidad a partir del factor de inflación de varianza 
(VIF), se considera que los valores deben menores a 10, procurando 
que estos se encuentren en un intervalo entre 5 y 10. Para el modelo 
planteado como se observa en la tabla 1 todos son menores a 10 y 
no existe multicolinealidad entre las variables.

En cuanto a la probabilidad de los coeficientes beneficiarios 
agricultores, densidad poblacional, densidad vial y tierras agrícolas; 
a nivel general son menores que 0.05, son estadísticamente signifi­
cativos por lo cual podrían explicar la variación de los montos de 
microcréditos dentro del área de estudio (tabla 1).

Tabla 1. Resultados del modelo de regresión OLS

Variable T value Probabilidad3 VIfb

Beneficiarios agricultores 1,404 0,00117** 1,884

Densidad poblacional 0,465 0,64332 4,050

Densidad vial 2,910 0,00501** 9,981

Tierras agrícolas 7,810 0.0000*** 4,661

[a] Probabilidad: el asterisco (*) Indica que un coeficiente es estadísticamente 
significativo.

[b] Factor de Inflación de varianza (VIF): Los valores del factor de Inflación de gran 
varianza (VIF) (> 7,5) Indican redundancia entre las variables explicativas.

Fuente: SEPS 2018; INEC 2018; CONALI 2019; MTOP 2019; IGM 2015; MAE 2018. 
Elaboración propia, 2021
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En base a estos resultados del modelo de mínimos cuadrado, 
se establece que es un modelo global robusto y a partir del cual se 
podrían identificar aquellas variables independientes que explica­
rían la variación porcentual de los montos de microcréditos en la 
región. Por lo tanto, la variable «beneficiarios agricultores» podría 
explicar hasta en un 90%, la «densidad vial» hasta en un 90% y 
las «tierras agrícolas» en un 99%. Respecto a la variable «densidad 
poblacional», los resultados obtenidos evidencian que no influye 
en el comportamiento de los montos de microcréditos otorgados a 
nivel de cantón, dentro del modelo global para toda la región; esto 
se analiza mejor en el modelo local. Los resultados en esta escala 
indican que existen evidencias suficientes para aplicar el Regresión 
Geográficamente Ponderado a nivel cantonal.

4.2. Modelo de Regresión Geográficamente Ponderado (GWR)
A partir de los resultados obtenidos para toda la región, en la escala 
local se revisa el comportamiento de las variables a nivel cantonal 
con el modelo GWR. Se aplicó en cada cantón el modelo y la fór­
mula correspondiente, tanto para conocer la variación de los coe­
ficientes dentro de cada unidad y cuál es el impacto de estas varia­
ciones en todo el modelo (Gutiérrez Puebla, García Palomares y 
Cardozo, 2012).

El R2 del modelo GWR, corresponde a un coeficiente que 
representa como las estimaciones se ajustan adecuadamente al 
modelo para explicar la variable montos de microcrédito en cada 
unidad espacial, los resultados oscilan entre 0,61 a 0,77; estos valo­
res son menores al modelo OLS por las variaciones específicas que 
se dan en cada cantón. Sin embargo, se observa un ajuste robusto 
del modelo a nivel local (figura 2). Se puede observar cómo es la 
variación espacial del R2 local dentro de los cantones que confor­
man el área de estudio y donde el modelo tiene una mayor o menor 
capacidad explicativa (Martínez y Rojas, 2015).
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Figura 2. Distribución espacial de R2 local cantonal del modelo GWR
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La capacidad del modelo para explicar la variación de los mon­
tos de microcréditos, es decir, es más fuerte en los cantones Lata- 
cunga, Saquisilí, Pujilí y Salcedo de la provincia de Cotopaxi y en 
el sur de la provincia de Chimborazo, cantones Guano, Penipe, 
Chambo, y Riobamba con un R2 hasta del 0.78. Cantones con R2 
entre 0.72 y 0.75 son Guaranda, Caluma, Chimbo, San Miguel, Chi- 
llanes, Colta Pallatanga, Guamote, Alausí, Cumandá y Chunchi, 
ubicados en la Sierra (región andina) y en la región costa: Los Ríos 
en Palenque, Vinces y Pueblo Viejo. El modelo disminuye su capaci­
dad explicativa cantones vecinos a aquellos localizados en la Sierra. 
Es decir, el modelo presenta un mayor ajuste y capacidad explica­
tiva de la variable dependiente frente al modelo global planteado 
y posiblemente una mayor capacidad predictiva de los montos de 
microcréditos. En la provincia de Manabí (costa), el R2 cuadrado 
tiene el menor ajuste con un valor menor de 0,63; en la provincia de 
Los Ríos los cantones presentan un R2 que oscila entre 0,64, y 0,69.

4.3. Elasticidades

Los resultados sobre coeficientes locales de las variables predictoras o 
elasticidades permiten conocer como varía el aporte de las variables en 
cada unidad espacial y el efecto o fuerza de dicha variable a cada uni­
dad cantonal (Gutierrez Puebla, García Palomares y Cardozo, 2012).

Elasticidades de beneficiarios agricultores (figura 3). En cuanto 
a los beneficiarios agricultores el comportamiento de los coeficien­
tes locales se presenta con los valores más altos hacia la provincia 
de Cañar y el sur de Chimborazo indicando que la variable bene­
ficiarios agricultores tiene mayor incidencia en la variación de los 
montos de microcrédito en estos cantones. Esta variable resulta 
fundamental puesto que esta zona concentra la mayor cantidad de 
beneficiarios cuya principal actividad económica es la agricultura 
(Santos, 2022). Mientras que los valores más bajos se presentan 
hacia el sur de Bolívar y parte de los cantones del norte de Chim­
borazo como son Guaranda, Chimbo, San Miguel y Chillanes. De 
igual forma, este comportamiento de valores de elasticidades bajas 
se puede observar al sur de la provincia de Manabí, donde el cantón
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Jaramijó tiene menos del 1% de beneficiarios, entre el 1% -10% se 
encuentran Puerto López y Montecristi (Santos, 2022). Al norte de 
la provincia de Manabí y parte oriental de la provincia de Cotopaxi 
las elasticidades de beneficiarios agricultores son valores interme­
dios, es decir, que esta variable no es fuerte dentro de estas zonas. 
Se presenta en la figura 3 la variabilidad espacial de las elasticidades 
de beneficiarios de microcréditos dedicados a actividades agrícolas.

Elasticidades de densidad poblacional (figura 4). La variabili­
dad espacial de los coeficientes locales de la densidad poblacional 
se presenta en números negativos, es decir, que existe una relación 
negativa entre la densidad poblacional y la variable dependiente 
montos de microcrédito. Sin embargo, los resultados de los coefi­
cientes locales demuestran que en los cantones de Guamote, Alausí, 
Chunchi. Suscal. Cañar, El Tambo, Azogues, Biblián y Déleg se pre­
sentan valores altos de los coeficientes locales, donde posiblemente 
la variable de densidad poblacional determina el comportamiento 
de variación de los montos de microcréditos. Los valores bajos por 
su parte se encuentran en Chillanes, Colta, Riobamba y Penipe en 
la Sierra. Mientras que hacía Manabí en la mayor parte de los canto­
nes esta variable tiene una influencia media dentro del modelo. Las 
elasticidades de esta variable se presentan fuerte en la provincia de 
Cotopaxi y la zona oriental de la provincia de Bolívar. En la figura 4 
muestra la variación de las elasticidades para cada cantón.

Elasticidades de la variable densidad vial (figura 5). Los coefi­
cientes locales de la densidad vial muestran valores altos en las pro­
vincias de Cotopaxi y parte de los cantones de Chimborazo, donde se 
encuentran los cantones Latacunga, Sigchos, La Maná, Valencia, Pan- 
gua, Pujilí, Saquisilí, Salcedo, Guaranda, Guano y Penipe. Estos valo­
res altos indican que en estos territorios existe una alta incidencia de 
la variable dentro del modelo respecto a los montos de microcréditos, 
es decir, la densidad vial o km de vías por superficie tiene una marcada 
incidencia en la variación de los montos de microcréditos. Las elasti­
cidades de estas variables influyen menos en los cantones de Manabí y 
Cañar. En la figura 5 muestra cómo se da esta variación espacial en el 
área de estudio, de las elasticidades de la variable densidad vial.
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Figura 3. Elasticidades de beneficiarios agricultores

Fuente: SEPS 2018; INEC 2021; IGM 2015; MAE 2018
Autor: W. Santos 2021
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Figura 4. Elasticidades de densidad de población

Fuente: SEPS 2018; INEC 2021; IGM 2015
Autor: W. Santos 2021
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Figura 5. Elasticidad de densidad vial

Fuente: SEPS 2018; INEC 2021; IGM 2015; MTOP 2019
Autor: W. Santos 2021
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Figura 6. Elasticidad de tierras agrícola
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Elasticidades de la variable tierras agrícolas (figura 6). Los coe­
ficientes locales de la variable independiente tierras agrícolas se dis­
tribuyen en el área de estudio con valores altos en los cantones de 
Manabí, a excepción de Flavio Alfaro, y Pichincha. Es decir, en estos 
cantones dicha variable genera mayor influencia dentro del modelo 
planteado y posiblemente marca una fuerte incidencia sobre la 
variación de los montos de microcrédito. En cantones como Valen­
cia, Quinsaloma, Las Naves de la provincia de Los Ríos o en Sig- 
chos, La Maná, Pangua, Pujilí, Saquisilí Salcedo en la provincia de 
Cotopaxi y de Azogues en Cañar el cantón Azogues los coeficientes 
hacen referencia a las elasticidades de la variable que tienen menor 
influencia sobre la variación de los montos de microcréditos en los 
cantones. En la figura 6 se puede observar cómo los coeficientes 
locales de la variable tierras agrícolas se distribuye dentro del área 
de estudio. 5

5. Conclusiones y discusión
Estos resultados evidencian que existen variables geográficas que 
inciden en el acceso a microcrédito en territorios rurales. Se veri­
fica que las variables con las que se trabajó en esta investigación 
(ej. beneficiarios agricultores, densidad poblacional, densidad vial y 
superficie de tierras agrícola) permiten identificar relaciones robus­
tas con el monto total al que accedieron beneficiarios de microcré­
ditos en las unidades espaciales cantonales. Esto se verificó en los 
dos modelos utilizados, el de mínimos cuadrado aplicado a nivel 
regional y el de geográficamente ponderado a nivel local.

Los resultados obtenidos sobre las elasticidades identifican la 
incidencia de variables independientes en la variación de los mon­
tos de microcréditos. Esta incidencia, sin embargo, varía en distintos 
cantones. Así, por ejemplo, se observa que en Azogues, los montos 
de microcréditos tienen alta relación con beneficiarios agricultores, 
mientras que al sur de provincia de Chimborazo o provincia del 
Cañar la relación es más intensa con densidad poblacional; en Coto-
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paxi con densidad vial mientras que en Manabí con el porcentaje de 
tierras agrícolas.

Las variables utilizadas dan cuenta de importantes relaciones 
entre el espacio geográfico y el acceso a microcréditos. A partir del 
modelo global aplicado en la región, con una robustez del 92%, se 
identificó, por un lado, que la densidad vial puede explicar hasta en 
un 90% la variabilidad en el otorgamiento de los microcréditos, lo 
que da cuenta da que la conectividad entre usuarios e intermediarios 
financieros es fundamental en el acceso. La infraestructura vial define 
la distribución y accesibilidad a los servicios financieros en las áreas 
alejadas al determinar la distancia y el tiempo de desplazamiento, 
tanto del proveedor como del beneficiario (Khan y Rabbani, 2015).

Por otro lado, otra variable importante que influye en el otorga­
miento de crédito en el área rural es la proporción de superficie de 
tierras agrícolas que tiene una incidencia que puede explicar hasta 
en un 99% de la variabilidad del otorgamiento de los microcréditos. 
Las tierras agrícolas son la garantía de los productores para acceder 
a un microcrédito, tanto así, que las actividades agropecuarias son 
las principales actividades económicas financiadas por las coope­
rativas de ahorro y crédito. Para pequeños productores agrícolas y 
ganaderos los microcréditos son vistos como una oportunidad para 
contar con capital y adoptar las estrategias económicas adecuadas 
tanto para la producción, como para la economía familiar (Fletsch- 
ner y Kenney, 2014b). La localización de beneficiarios de créditos 
agricultores podría explicar la variación de los microcréditos en un 
90%; ellos requieren acceder a capital para la inversión en activos 
(ej. insumos agrícolas, maquinaria, tecnología de riego, etc.).

En este estudio, la densidad pob lacio nal no resultó una variable 
explicativa de la variación de montos de microcréditos por cantón. 
Esto puede explicarse en la región estudiada debido al alto número 
de cooperativas de ahorro y crédito, las cuales por su mayor alcance 
territorial, facilitan también el acceso a microcréditos aún en áreas 
con población dispersa. Qácome-Estrella, 2019). Esto se contrasta
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con lo mencionado en otros estudios, donde generalmente las áreas 
rurales son consideradas como áreas remotas y están menos atendi­
das con servicios públicos, en los que se incluyen también los ser­
vicios financieros (Khan y Rabbani 2015, Borowiak et a l ,  2018). La 
presencia de cooperativas estaría aportando a mejorar la proximidad 
espacial entre actores locales y el espacio compartido en la colecti­
vidad como elementos fundamentales para la Economía Popular y 
Solidaria (Muñoz, 2013); lo cual relativiza limitaciones relaciona­
das al emplazamiento de intermediarios financieros en zonas con 
menor densidad de población.

La construcción de condiciones de financiamiento adecuadas 
para el sector de la economía social y solidaria deben considerar 
el contexto territorial (Gamba, 2012). Los componentes físicos 
de territorio que definen, por ejemplo, estrategias para superar la 
distancias a los puntos de atención y conectividad asociada con la 
red vial, determinan la accesibilidad a servicios. (Khan y Rabbani, 
2015). Si bien las microfinanzas son consideradas como herra­
mienta a través de la cual se pueden aplacar los problemas rela­
cionados a racionamiento equitativos del microcrédito y se puede 
garantizar la inclusión financiera de personas con coyunturas eco­
nómicas, pero la dificultad a su acceso también puede desencadenar 
desequilibrios territoriales. Por esto, resulta fundamental conocer 
el contexto socioeconómico de la población beneficiaría de estos 
servicios, así como del entorno en el que se viven y desenvuelven 
sus actividades económicas (Ganle, Afriyie y Segbefia, 2015). Esta 
investigación evidencia problemáticas territoriales relacionadas al 
acceso del microcrédito en áreas rurales. Sin embargo, no desconoce 
el peso de los elementos estructurales del sistema financiero nacio­
nal y del enfoque sectorial que inciden también es esta problemática 
de desequilibrios territoriales en el acceso.
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La exclusión financiera en los territorios 
rurales: el caso de Castilla y León

A leja n d ro  L ó pez  G o n z á lez1

1. Las exclusiones financieras: su impacto sobre la socie­
dad y el territorio
La crisis financiera iniciada en 2008 tuvo una enorme repercusión 
en el mapa bancario español (vid. Martín-Aceña, Martínez-Ruiz y 
Pons, 2013; Martínez y Pallardó, 2013). Hasta esa fecha se asistió a 
un constante crecimiento en el número de oficinas, siendo este un 
proceso generalizado fruto de las medidas sucesivas de liberaliza- 
ción de un sector que, durante mucho tiempo, estuvo sometido a 
una legislación marcadamente restrictiva y a unos severos límites al 
crecimiento territorial de entidades con tanto arraigo como las cajas 
rurales y las cajas de ahorros. Entre 1976 y 2008 la red de oficinas 
se triplicó, encabezando esta expansión las extintas cajas de ahorro, 
especialmente algunas muy potentes como fueron Caja Madrid o La 
Caixa. En 2008 la coyuntura bancaria sufrió un cambio dramático, 
el estallido de la burbuja inmobiliaria degradó los balances de las 
instituciones financieras, sujetos a fuertes desequilibrios tras años 
de acumulación de créditos hipotecarios convertidos rápidamente 
en fallidos como consecuencia de la crisis. Por otra parte, los mer­
cados financieros mayoristas colapsaron, lo que agravó aún más si 
cabe los balances de bancos atenazados por los estándares de capital 
fijados por los acuerdos de Basilea. La consecuencia de todas estas 
dificultades se sustanció en el inicio de un periodo de consolida­
ción del sector financiero: integraciones, fusiones, algún que otro 
episodio de intervención del Banco de España sobre las entidades

1 Alejandro López González; Departamento de Geografía y Geología 
Universidad de León -  España.
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más dañadas, y lo más trascendente, la práctica desaparición de las 
antaño pujantes cajas de ahorro.

Este proceso de consolidación del sector bancario implicó el 
cierre masivo de oficinas, tanto para evitar duplicidades en el caso de 
operaciones de concentración bancaria como por causas relaciona­
das con la necesidad de reducir costes. Por otra parte, hay que tener 
en cuenta que las entidades más dañadas por las consecuencias de la 
crisis fueron las cajas de ahorros, quienes en los 1990 y 2000 habían 
comenzado estrategias ambiciosas de expansión territorial más allá 
de los marcos territoriales donde habían nacido, al luchar por captar 
crédito hipotecario en los nuevos mercados donde se implantaron. 
El problema es que en los primeros años de los 2010 la mayoría de 
estas cajas desaparecieron, voluntaria o forzosamente, al pasar a ser 
sus redes administradas por ejecutivos menos comprometidos con 
los territorios con los que se identificaban tradicionalmente estas 
entidades. La consecuencia fue que bastantes oficinas radicadas en 
las localidades de menor talla fueron cerradas y en bastantes ocasio­
nes, dejaron tras de sí municipios sin prestación de servicios banca- 
rios o, en el mejor de los casos, con la sustitución de estos servicios 
presenciales por terminales ATM (cajeros automáticos), por sucur­
sales abiertas en días contados de la semana, o por oficinas móviles 
itinerantes. Todo esto coincide con una creciente implantación de 
la banca online, de difícil implantación en el espacio rural por sus 
carencias en conectividad o por la baja cultura digital derivada del 
fuerte envejecimiento en muchos territorios rurales. La conclusión 
de todo este ajuste es que, en 2021, se ha vuelto a los niveles de 
partida de 1976, con la diferencia de que la concentración en los 
territorios urbanos es mucho más acusada que en aquel entonces.

Lo mencionado hasta ahora nos lleva a plantear una reflexión 
sobre el binomio accesibilidad / exclusión financiera. En principio 
se puede pensar que ambos polos son complementarios, si bien no 
existe una equivalencia completa entre ellos (Maudos, 2017).
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Únicamente mantienen una relación más o menos estrecha 
modulada por la pluralidad de canales financieros existentes hoy en 
día: las oficinas físicas son cada vez menos relevantes, en su lugar 
se expanden medios de relación virtuales en base a la acelerada 
expansión de las nuevas tecnologías (Toloba y del Río, 2020). Lo 
hasta aquí mencionado nos lleva a la consideración de la exclusión 
financiera como un fenómeno complejo y resultado de motivacio­
nes heterogéneas (Llórente, 2019; Padilla y Sanchis, 2021), abar­
cando un rango que va desde: la autoexclusión por parte de indi­
viduos recelosos ante las entidades financieras, la discriminación 
de determinados colectivos por parte de las entidades financieros 
(Cruz-Ayuso, 2016), la digital por la ya comentada expansión de los 
canales virtuales (Barruetabeña, 2020) y la exclusión provocada por 
el cierre de oficinas (Fernández-Olit, 2011 y 2020).

La exclusión financiera es un problema estrechamente vincu­
lado a la exclusión social, la sociedad ha vivido en los últimos años 
un proceso de acusada financierización de las relaciones económi­
cas (Mendizábal et al., 2008) y de las prestaciones sociales (Padilla y 
Sanchis, 2021), por no mencionar el hecho de que en España el uso 
del efectivo como medio de pago ha sido tradicionalmente mucho 
mayor que en otros países (Jiménez y Tejero, 2018). Todos estos 
hechos han significado dificultades para la población residente en 
las áreas rurales y en los barrios más humildes de nuestras ciuda­
des. Una de las consecuencias más perniciosas de la crisis financiera 
española es la práctica desaparición de las cajas de ahorro, entidades 
con una fuerte vocación social, sustituidas por la banca comercial. 
Las consecuencias de este cambio en las instituciones financieras 
tuvieron como principal damnificado los barrios de menor renta 
(Alonso, López-Escolano y Postigo, 2021; Fernández-Olit, 2020) y 
las áreas rurales. En ambos entornos se detecta una creciente exclu­
sión de base territorial, combinada con las otras exclusiones ya vis­
tas, pudiendo distinguir dos grados:
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—  Disminución de la competitividad bancaria: se reduce el 
número de oficinas y de entidades en concurrencia, si bien 
no desaparece totalmente la presencia de sucursales. Situa­
ción común en barrios de ciudades y en localidades no urba­
nas de cierta talla. El impacto no es tanto territorial como 
sobre el funcionamiento del mercado, expresado en térmi­
nos de reducción de opciones para el consumidor.

—  Atenuación de la prestación de servicios bancarios. En este 
caso se pueden encontrar varias situaciones intermedias: la 
primera consiste en reducir los días de atención al público 
(una variante consiste en recurrir a corresponsales banca­
rios, autónomos que gestionan asesorías o negocios simila­
res y que, a la vez, realizan algunas operaciones en nombre 
de la banca de las que son corresponsales); la segunda, crear 
un sistema de banca itinerante donde una oficina móvil 
recorre distintas localidades; finalmente, desaparece la pre­
sencia física de agentes de banca sustituido por un cajero 
automático. En este caso, el impacto es sobre la fluidez en 
la relación entre banco y cliente, que ve mermada tanto la 
cartera de servicios como la disponibilidad horaria.

—  Desaparición total de oficinas bancarias, lo que ha provo­
cado desplazamientos a otras localidades si se quiere seguir 
disfrutando de la presencialidad en trámites bancarios. Suele 
observarse en localidades relativamente pequeñas y aisladas. 
Las repercusiones son claramente territoriales, más allá de 
que la accesibilidad al servicio desaparezca, las localidades 
que se quedan sin este servicio pierden centralidad y atrac­
tivo para su entorno inmediato.

Este esquema se ajusta a la banca comercial, cuyas redes de oficinas 
obedecen a criterios de rentabilidad, recurriendo a cierres en cuanto 
surge la necesidad de reducir costes o por razones estrictamente 
operativas. Es lo que suele ocurrir cuando se consuma una fusión 
o absorción entre entidades, momento en el que no es extraña las
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duplicidades entre oficinas. En áreas rurales donde operan coopera­
tivas de crédito (las cajas rurales) se ha observado una mayor soli­
dez en la dotación bancaria, tanto por su mayor vocación social 
como por su compromiso con los territorios a los que prestan sus 
servicios (Carchano, Carrasco y Soler, 2021a y 2021b; Belmonte, 
Cortés y Molina, 2016).

En este capítulo se pretende evaluar la cuestión de la exclusión 
financiera desde varios puntos de vista: en primer lugar, se analiza 
la evolución cuantitativa de la red financiera en el largo plazo, al 
distinguirse entre las provincias que se pueden etiquetar como rura­
les de las que se pueden calificar como urbanas. En segundo lugar, 
se analizan los distintos grados de marginación financiera, pues se 
parte del supuesto que no tienen las mismas implicaciones la reduc­
ción de la oferta de entidades bancarias (reducción de alternativas 
y, por lo tanto, merma del poder de negociación del depositario) 
que la lisa y llana extinción de la prestación de servicios banca- 
rios. En este caso se opera con datos provinciales, limitando el estu­
dio a los últimos ocho años, en el que la crisis de 2008 ya queda 
lejos, pero que siguen caracterizándose por los ecos de ese año en 
forma de operaciones de fusión y ajustes aplazados. Por último, 
se ha tomado como ejemplo territorial del ajuste en este periodo 
final la comunidad autónoma de Castilla y León, donde se aúnan 
la amplia extensión superficial de vacíos demográficos, una estruc­
tura administrativa en la que proliferan numerosos municipios de 
escasa talla y un mapa financiero donde el mapa financiero se ha 
transformado drásticamente desde inicios del presente siglo (López 
González, 2009). Para alcanzar estos objetivos se ha recurrido a las 
estadísticas sobre entidades financieras supervisadas publicada por 
el Banco de España, obteniendo de esta fuente datos generales sobre 
los montantes provinciales de oficinas para el período 1999-2021, y 
datos particularizados a nivel municipio y entidad financiera desde 
el año 2015.
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2. Evolución en el largo plazo de la red de sucursales es­
pañolas
En la actualidad la red de oficinas bancarias, grosso modo, no llegan 
a la mitad del stock de sucursales existente del máximo histórico y 
se está aproximando al tamaño que poseía en el primer cuatrimestre 
de 1975, momento en el que el banco de España ofrece informa­
ción sobre esta variable (figura 1). En el largo plazo se contemplan 
tres etapas: rápido crecimiento hasta mediados de los 1980 debido 
a la liberalización del sector bajo el ministerio de Fuentes Quin­
tana, crecimiento moderado pero constante hasta 2010 y, desde 
esa última fecha, desplome que lleva a que en apenas una década 
prácticamente se volatilice el crecimiento acumulado en 35 años. 
El retroceso del sector en la segunda década del presente siglo es la 
suma de varias causas: por una parte, la interiorización de la crisis 
de 2008 al implosionar el sector inmobiliario que significó fallidos 
multimillonarios a la banca, la fuerte concentración registrada con 
el sector y que castigo severamente a las cajas de ahorro, entidades 
con una gran capitalidad geográfica, desembocando en cierres por 
las frecuentes duplicidades de puntos de venta; política de control 
de costes operativos, con consecuencias en el recorte de personal y 
de oficinas; finalmente, las nuevas tecnologías coadyuvaron al cie­
rre de oficinas físicas, trasladando buena parte de la intermediación 
minorista a canales online.

Internet y la generalización del uso de dispositivos telefónicos 
inteligentes se han unido a otros elementos, tales como los caje­
ros automáticos, en la relativización de las oficinas bancarias den­
tro del canal bancario: representan innovaciones fruto de la elevada 
digitalización del sector y que conlleva un coste de oportunidad, 
el de mantener empleo en las sucursales físicas frente a la ausencia 
de costes laborales, que implica la intermediación utilizando cana­
les digitales. Este es un proceso general, con consecuencias sobre 
el incremento de la marginación financiera, no sólo geográfica (la 
merma de servicios por el cierre de oficinas en un lugar dado), sino
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porque establece una barrera para aquellos que, por la razón que 
sea, no poseen habilidades digitales, principalmente la población 
mayor.

Figura 1: Evolución del número de oficinas bancadas entre 1975-2021

El estallido de la burbuja inmobiliaria castigó a todas las industrias 
que tenían relación con el mercado de la vivienda, entre ellas en 
una posición destacada a los bancos por la elevada exposición a la 
financiación de la promoción y adquisición de viviendas. Las quie­
bras rondaron a muchas entidades, especialmente a las cajas de aho­
rro, interviniéndose algunas de ellas en un proceso que desembocó 
en fusiones o absorciones de las más débiles por parte de las más 
potentes. Institucionalmente, el principal efecto fue la desaparición 
de las cajas de ahorros, convertidas en bancos y perdiendo la tradi­
cional asociación con el territorio de muchos de sus herederos. Los 
procesos de concentración, tal y como se diseñaron, significaron
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cierres, no sólo de oficinas duplicadas, sino de otras muchas a la 
luz de parámetros de estricta rentabilidad económica. En el último 
quinquenio, a menor ritmo en comparación con lo que ocurrió 
entre 2008 y 2012, estas concentraciones siguen (por lo general 
fusiones y/o absorciones de sociedades ya fusionadas en estos años), 
por lo que los cierres de oficinas por este capítulo aún prosiguen. Es 
este caso encontramos dos manifestaciones de la marginación finan­
ciera: por una parte se sustrae al consumidor su capacidad de elegir 
vía recorte de la competitividad financiera (oligopolio cada vez más 
patente, cuando no avance del monopolio en la base de la red de 
asentamientos); por otra parte, la marginación absoluta prosigue, 
pues entidades concentradas aprovechan los cambios operativos 
fruto de la integración de redes distintas no sólo para terminar con 
la duplicidad de oficinas que puedan producirse, sino para cerrar 
aquellas sucursales que consideran poco atractivas, muchas de ellas 
en localidades de escasa talla.

Finalmente, las exigencias en torno a la calidad del capital 
(marco de Basilea III de 2010, nuevas reformas propuestas desde 
este en 2017; vid. https://www.bis.org/bcbs/basel3_es.htm) tienen 
consecuencias en su política de costes. Como se ha visto en el 
párrafo anterior, una de los efectos de las fusiones es la racionaliza­
ción de la red de oficinas resultante, reduciendo costes operativos. 
Pues bien, la política de minoración de estos costes sigue vigente 
en las entidades no sujetas a este tipo de operaciones empresariales 
que, recurrentemente, aplican expedientes de regulación de empleo 
que conllevan la desaparición de las oficinas menos rentables.

3. El impacto de la consolidación de la red bancaria a es­
cala provincial
Entre 2015 y 2021 se ha registrado una reducción generalizada 
del número de entidades a nivel provincial, cifras que habitual­
mente reflejan el panorama en el municipio de mayor tamaño de 
cada provincia, pues a nivel local estas cifras son drásticamente

https://www.bis.org/bcbs/basel3_es.htm
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decrecientes según disminuyen los umbrales demográficos. 
Obviamente, las opciones son ostensiblemente diferentes según 
consideremos una provincia poblada y netamente urbana, o bien 
otra de menor dimensión y acusadamente rural, unas tienen más 
opciones que las otras; pero, en términos de tendencias, en todo 
el territorio hay una clara disminución del número de entidades 
operativas en cada territorio.

En tan sólo siete años el promedio de entidades por provincia 
ha retrocedido desde 23,37 en 2015 a 17,90 en 2021. Posiblemente, 
sea más ilustrativo la evolución por intervalos: en 2015 existían diez 
provincias con 30 o más entidades presentes en el territorio, del 
mismo modo sólo seis contaban con menos de quince, incluyendo 
los casos particulares de Ceuta y Melilla. En 2021, tan solo cuatro 
entraban dentro del colectivo de los territorios con 30 o más enti­
dades (Madrid, Valencia, Castellón y Barcelona, entre las que desta­
can las provincias levantinas por la resiliencia de sus cajas rurales), 
mientras que ya son 16 las que no llegan a las quince entidades. 
Estas variaciones son más importantes de lo que aparentan en orden 
magnitud, por el reflejo de dinámicas de reestructuración arrastra­
das desde 2008-2010 y que visualizan un sector financiero dañado, 
inestable y con una clara trayectoria hacia un oligopolio aún más 
limitado, y que se acompaña de una contracción aún mayor del 
número de oficinas.

En las figuras 2 a 5 se comparan cuatro parámetros expresados 
en sendos gráficos de dispersión. La misión de estos es visuali­
zar el cambio en la dotación bancaria en relación al crecimiento 
demográfico a escala provincial, así como apreciar la mutación en 
el estatus de cada provincia teniendo presente la población resi­
dente en municipios ajenos a la presencia de, al menos, una enti­
dad financiera.

La figura 2 incluye en el eje de abscisas el incremento (decre­
mento) de la población de cada provincia entre 2015 y 2021, mien­
tras en ordenadas incluye la tasa de variación del stock de oficinas
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bancarias en este periodo. Se han añadido dos rectas que represen­
tan las tasas de variación promedio para ambas variables (-0,03% 
en población, -31,22% en oficinas), líneas de referencia que divi­
den en cuatro cuadrantes la región del gráfico. Por una parte, están 
las provincias que incrementaron sus efectivos demográficos más 
que la media, al dividirse entre aquellas que no pierden tantas ofi­
cinas como el promedio y aquellas otras que si pierden más que 
ese umbral; por la otra, aquellas que no ganan (y pierden) tanta 
población como dicta su promedio, al volver a dividirse en dos 
partes en función de si merma más o menos su red de sucursales. 
El cuadrante, que se podría señalar como «positivo» incluye once 
provincias: Cádiz, Girona, Granada, Huelva, Murcia, Navarra, Las 
Palmas de Gran Canaria, La Rioja, Santa Cruz de Tenerife, Toledo y 
Vizcaya; el de peores prestaciones, alcanza un total de once, situadas 
en gran medida en la denominada España vaciada, y destaca la con­
centración de estas en Castilla y León: Asturias, Burgos, Cáceres, 
Cantabria, A Coruña, León, Palencia, Pontevedra, Salamanca, Valla- 
dolid y Zamora. De entre todas ellas, las que ofrecen las cifras más 
deprimentes son las provincias pertenecientes a Castilla y León, que 
viven el peor de los mundos posibles: se despueblan y acumulan 
cierres que bordean o superan decididamente el 40 %de su stock 
de partida (las tres provincias del oeste de la Comunidad, León, 
Zamora y Salamanca son el auténtico furgón de cola de la dotación 
bancaria en términos de oficinas). De todos modos, no existe una 
relación lineal entre variación de población y del número de ofici­
nas. De hecho, el coeficiente de correlación entre ambas variables es 
de -0.2337, obviamente no se puede extraer ninguna relación causal 
de este parámetro, pero sirve para descartar que sea la población 
una de las motivaciones más relevantes. Al menos cuando se habla 
de entornos que trascienden lo meramente local, posiblemente 
entran consideraciones operativas de las mismas entidades que si 
un territorio crece más o menos.
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La figura 3 repite la comparación utilizando esta vez el número 
de entidades financieras. Se reproduce la estructura en cuadrantes 
tomando como parámetros la media de variación demográfica y el 
de entidades financieras (-22,77%). El último promedio es menor 
que el correspondiente al número de oficinas, relación esperable 
por que la última es una variable más elástica que la segunda: 
es más fácil cerrar una oficina, por poner un ejemplo, que una 
entidad decida cesar su actividad en un territorio dado. De todos 
modos, para un periodo de seis años en un contexto relativamente 
bonancible, es muy significativo que se obtenga un valor prome­
dio tan elevado y que en la totalidad de las provincias haya hoy 
menos entidades que en 2015. Estas cifras implican dos realidades 
nefastas: se avanza decididamente hacia una situación marcada­
mente oligopolista (no fue suficiente con la ronda de fusiones/ 
absorciones de lo peor de la crisis bancarias, entre 2010 y 2014, 
sino que ha proseguido en estos último años) y sigue avanzando 
una marginación financiera relativa en forma de limitación de la 
competencia y de reducción de las posibilidades de elección por 
parte del consumidor de servicios bancarios: cada vez son más 
abundantes las localidades donde el impositor puede encontrar 
sólo a una entidad bancaria. Este indicador es una síntesis de la 
merma de competitividad, reflejando a esta escala dos fenómenos 
propios de estos años: por una parte, manifiesta la última ola de 
fusiones en la que aún se ha reducido más si cabe el corto número 
de entidades tras las fusiones que siguieron a la crisis y al colapso 
de las cajas de ahorro (en el caso de Castilla y León se verán ejem­
plos elocuentes, pero también hubo más fusiones/absorciones en 
otras Comunidades); el segundo fenómeno es la desaparición de 
algunas entidades de los principales centros urbanos, posible­
mente por la reversión de procesos de expansión previa de marcas 
con sede en otras comunidades autónomas, o por el cierre de ofi­
cinas de bancos con negocio altamente especializado que dejan de 
encontrar rentabilidad fuera de los grandes centros financieros.
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Figura 2: Variación porcentual de oficinas frente el de la población 2015-2021

Fuente: Elaboración propia a partir del registro de oficinas de entidades supervisadas del 
Banco de España y la explotación estadística del Padrón continuo.

Si se centra la atención de nuevo en las provincias con mejores 
prestaciones (mayor crecimiento demográfico que la media, menor 
decremento que el promedio en el grado de competencia banca- 
ria) se encuentran diez provincias: Álava, Almería, Cádiz, Caste­
llón, Girona, Guadalajara, Lleida, La Rioja, Santa Cruz de Tenerife 
y Toledo , que no coinciden con las menos voraces en cierres de 
oficinas, por lo que se puede intuir que una causa probable de los 
cierres venga de la mano de concentraciones en curso. En el caso de 
las que tienen peores registros se recuentan ocho provincias: Alba­
cete, Ávila, Badajoz, Ciudad Real, Cuenca, Ourense, Falencia, Pon­
tevedra, Soria y Valladolid. De nuevo, se detecta falta de sintonía 
entre gravedad de los recortes de la red y del número de agentes que 
prestan servicios de intermediación bancaria. Sigue sin apreciarse,
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tampoco, una correspondencia clara entre recortes de entidades 
y mermas de población, detectando un coeficiente de correlación 
lineal del -0 ,2555; siendo aún más tibia la coincidencia entre varia­
ción de entidades y el de sucursales (-0,0954). Este es un indicador 
que ya alude al impacto territorial de los cierres de oficinas, al refle­
jar indirectamente el abandono de municipios poco atractivos para 
la actividad bancaria.

Figura 3: Variación porcentual de entidades financieras frente el de la población
2015-2021

Fuente: Elaboración propia a partir del registro de oficinas de entidades supervisadas del 
Banco de España y la explotación estadística del Padrón continuo.
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Figura 4: Variación porcentual de municipios con dotación bancada frente el de 
la población 2015-2021
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Fuente: Elaboración propia a partir del registro de oficinas de entidades supervisadas del 
Banco de España y la explotación estadística del Padrón continuo

El tercer parámetro es la comparación entre cambio demográfico y 
el número de municipios por provincia donde existe al menos una 
sucursal bancaria (figura 4). Se retoma la estrategia de dividir la 
región del gráfico en cuadrantes configurados por la media de varia­
ción del padrón de cada provincia y del número de municipios con 
prestación física de servicios de intermediación bancaria (-11,48%). 
Las cifras en lo tocante a los municipios siguen siendo en promedio 
negativas, pero no tanto como en las otras dos magnitudes. Esto, 
influye primero, a que por lo general, es el resultado de una deci­
sión que suele castigar a los municipios que cuentan con una única 
oficina; segundo, a que las resistencias por parte de los residentes en 
algunos casos disuade de medidas de este tipo; y, finalmente, porque
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en algunas provincias se ha asistido, a pesar del balance negativo 
en los anteriores parámetros, a una limitada expansión geográfica 
(caso de la mayor parte de las provincias de Castilla-La Mancha 
-Albacete, Ciudad Real y Cuenca- y de Granada).

A pesar de lo mencionado en el párrafo anterior, siguen domi­
nando las provincias en las que prima la contracción geográfica 
frente a la expansión territorial. Entre las provincias por encima del 
promedio, léase: no desaparecen de tantos municipios como la pro­
vincia tipo y suman mayor número de residentes que el promedio 
de variación poblacional, aparecen 16 provincias (Álava, Baleares, 
Barcelona, Girona, Granada, Huelva, Lleida, Madrid, Murcia, Nava­
rra, Las Palmas de Gran Canaria, Santa Cruz de Tenerife, Sevilla, 
Toledo, Vizcaya y Zaragoza), entre las que no figuran ninguna de 
las que tuvieron incrementos netos en razón a su peor comporta­
miento poblacional. En el cuadrante de las que tienen peores mag­
nitudes en las dos series de datos se tienen a ocho provincias, esta 
vez coincidentes en buena medida con las que tuvieron un mayor 
recorte en el número de oficinas (Burgos, Cáceres, Cantabria, León, 
Palencia, Salamanca, Vallado lid y Zamora), por lo que corresponde 
un lugar de nuevo destacado a Castilla y León, en especial a las 
provincias situadas en el tercio occidental de la Comunidad. Esta 
última relación, de las provincias situadas en el cuadrante con peo­
res prestaciones, nos lleva a que quién se lleva la peor parte de este 
capítulo son aquellas demarcaciones con una base municipal más 
frágil, donde abundan localidades con una única sucursal y con un 
escaso poder frente a reestructuraciones por motivos corporativos 
(como se verá más adelante, la absorción de Caja España por parte 
de Unicaja ha tenido un efecto demoledor en Castilla y León).

Por último, merece la pena parar en la correspondencia entre 
las magnitudes diferenciales sobre dotación (oficinas) y compe­
tencia (entidades) en relación con la presencia sobre el territorio 
(municipios), así como entre la última y el cambio demográfico. La 
correlación entre territorio y variación de la población es, al igual
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que los casos vistos en los párrafos anteriores, inexistente (0,1044). 
Los resultados cambian en lo que hace referencia a las primeras, así 
existe una correlación moderada y positiva entre el cambio experi­
mentado por las oficinas y el de municipios con dotación (0,5778). 
Por lo que, la caída de la red de sucursales se acompaña en buena 
medida del retroceso en el número de municipios con este tipo de 
servicio. En lo que hace referencia a la correlación entre variación 
de entidades y el de municipios con presencia bancaria, esta es 
negativa, aunque no tan importante cuantitativamente (-0,4014), 
por lo que el retroceso en la competencia no tiene su correlato en 
una desaparición equivalente de la presencia bancaria en el mapa. 
Lo que de nuevo se puede pensar en que quién ha castigado a los 
municipios con una mayor marginación financiera ha sido una con­
fluencia entre reajuste territorial consecuencia de operaciones de 
concentración y/o una decisión de entidades asentadas en el territo­
rio para reducir costes operativos.

La figura 5 abandona el enfoque asentado en stocks y lo susti­
tuye por otro que toma como referencia el porcentaje de población 
residente en municipios sin dotación bancaria en 2015 y en 2021. 
Para facilitar la interpretación de los datos se ha incluido una recta 
diagonal que parte del origen, lo que permite separar aquellos que 
empeoraron su posición relativa (por encima de la recta) de aque­
llos otros que la mejoraron (por debajo de la recta). En la situación 
de unos y otros influye principalmente la variación del número de 
municipios con presencia física de sucursales entre 2015 y 2021, 
pues el principal motivo de aumento (descenso) de la porción de 
población residente en territorios sin entidades bancarias fue las 
decisiones de retirarse o de entrar de los mercados locales. Dado 
que se trata de municipios casi siempre muy pequeños (en ningún 
caso se supera el 25 % de la población provincial en 2015 y el 30 % 
en 2021) las desviaciones respecto a la diagonal no son excesivas, 
pero si destacables en algunos casos, como es son Málaga, Valen­
cia, La Rioja, Castellón, Cantabria, Valladolid, Tarragona, Cáceres
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Figura 5 : Porcentaje de población de las provincias españolas residentes en 
municipios sin dotación bancaria, 2015  y 2021

Fuente: Elaboración propia a partir del registro de oficinas de entidades supervisadas del 
Banco de España y la explotación estadística del Padrón continuo

o León, entre los que empeoraron su posición relativa; o Cuenca y 
Soria entre los que mejoraron su posición relativa. En este punto 
se debe hacer notar que mejorar o empeorar la posición relativa 
no significa que no hayan perdido o ganados efectivos dentro del 
stock de municipios ajenos a la presencia de agencias de inter­
mediación bancaria, simplemente que en la actualidad están peor 
(mejor) que en 2015. En la secuenciación de estos datos se debe 
tener presente las notables diferencias en la estructura adminis­
trativa de las provincias españolas, donde conviven modelos con­
trastados: en las provincias situadas en la mitad norte proliferan 
los municipios de escasa talla, en cambio en la mitad sur lo más
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frecuente son provincias con un número relativamente pequeño 
de ayuntamientos de tamaño ostensiblemente superior a sus pares 
septentrionales. Por tanto, no es para nada raro que en la parte 
del gráfico más cercano al origen abunden territorios situados en 
la mitad sur y en los más alejados de aquel nos encontremos con 
un predominio de los situados en la mitad norte peninsular (en 
especial en aquellas situadas en el interior): en los municipios más 
pequeños se encuentra el grueso de las ausencias de la banca sobre 
el terreno y como son más numerosos en estas provincias septen­
trionales, les toca un mayor porcentaje de población en situación 
de marginación financiera absoluta.

4. La marginación financiera absoluta: el caso de Castilla 
y León
En estos años desparecieron cinco entidades financieras en la comu­
nidad por procesos de concentración empresarial. Alguna de estas 
operaciones tiene un impacto menor, como ocurre con la compra 
de la red de Caixa Geral por Abanca, por lo que desde 2020 solo 
figura esta última e integra siete oficinas en su red, tras adjudicarla 
el gobierno portugués en 2018 tras su quiebra. Más trascendencia 
tuvieron las absorciones protagonizadas por Unicaja, Banco Santan­
der y Caixabank: la primera tuvo hasta 2015 una presencia marginal 
en la región, pero retorna en 2018 con fuerza al absorber las oficinas 
de Caja España, situándose en una posición destacada en siete de 
las nueve provincias (las excepciones fueron Ávila y Segovia); en 
el mismo año, el Banco de Santander integró en su red las oficinas 
del Banco Popular, con una presencia robusta en el territorio desde 
los tiempos del antaño Banco de Castilla. El último evento lo pro­
tagoniza Caixabank que, en la última fecha de la serie, añade las 
sucursales de Bankia, quien en la primera ronda de fusiones tras 
las crisis de 2008 había absorbido a Caja Ávila y Caja Segovia (a su 
vez, en ese mismo proceso, Caixabank se había quedado con la red
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que en su momento había pertenecido a Caja Burgos, integrada en 
ese momento en la efímera Banca Cívica). En este proceso de sim­
plificación del paisaje financiero regional se unieron cuatro institu­
ciones que abandonaron la región por razones operativas (Wizink 
solo figura en 2015, al igual que ocurre con el Banco de Madrid; 
Evo Bank deja de estar presente en 2017 y el Banco de Castilla-La 
Mancha en 2018).

Estos eventos implican una reducción de la competencia en el 
plano financiero, en especial en el caso de las absorciones llevadas 
a cabo por Caixabank y Banco Santander, tanto porque las entida­
des absorbentes y absorbidas tenían una gran capilaridad, lo que 
revierte en la abundancia de duplicidades tras el proceso de integra­
ción, inclusive en localidades pequeñas, que se saldaron, o salda­
rán en el caso de Caixanbank, con cierres. Comienza este apartado 
con el relato de las operaciones de concentración y de las salidas 
del mercado por el mero hecho de que los ajustes en las redes de 
sucursales bancarias están motivados en esencia por dos razones: 
la primera es el cierre por falta de rentabilidad, esto ocurre a aque­
llas entidades que deciden clausurar oficinas porque el volumen de 
negocio de estas no asegura la rentabilidad exigida, en caso de enti­
dades con presencia limitada en algunos casos llevó a la salida del 
mercado regional; cuando se produce una integración de redes de 
distintas entidades -sean fusiones, sean absorciones como es el caso 
de todas las registradas en este trabajo- confluyen la rentabilidad 
de las oficinas, los procesos de reacomodo de equipos procedentes 
de ambos bancos y las eventuales duplicidades (disfuncionalidades 
frecuentes cuando ambas entidades operan en los mismos ámbitos 
geográficos, por lo que no es raro que cuenten con oficinas prácti­
camente colindantes).

Lo comentado más arriba lleva a analizar el proceso de contrac­
ción de la red bancaria en Castilla y León en dos niveles. El primero, 
a nivel de Comunidad, estudiar cómo se comporta la red de las enti­
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dades ajenas a procesos de concentración y qué ocurre con aquellas 
otras que viven en este periodo operaciones de absorción. En líneas 
generales, la mayor parte de la red estuvo implicada en procesos de 
concentración (figura 6), observándose como todas las absorciones 
aceleraron la consolidación de la red de las entidades implicadas 
(figura 7).

Figura 6: Ajuste de la red bancada en entidades financieras en Castilla y León

No concentración Concentración
ÍOO-

2021

Fuente: Elaboración propia a partir del registro de oficinas de entidades supervisadas del 
Banco de España y la explotación estadística del Padrón continuo

En la figura 6 se han distinguido las entidades financieras 
que no vivieron procesos de concentración de las que si lo experi­
mentaron; también se ha representado el número de oficinas por 
banco en 2015 y 2021. Un rápido visionado permite apreciar qué 
el proceso de concentración ha sido extenso, el grueso de la red de
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oficinas en Castilla y León así lo atestigua y sobre todo intenso, al 
verse muchas oficinas incursas en estos eventos que se han extin­
guido definitivamente marcas con gran raigambre en la región, en 
especial Caja España. La figura 7 representa la evolución de la red 
de oficinas de las entidades absorbidas y absorbentes. Las prime­
ras (Banco Popular, Popular Banca Privada, Caixa Geral, Bankia 
y Caja España) presentan una línea truncada en el año en que 
se integran en la red absorbente, y se observa una tendencia a la 
baja en la red de oficinas previa a la fusión. En la red de la enti­
dad absorbente, salvo en el muy particular caso de Unicaja, se 
aprecia también como en los años previos a la concentración se 
comprueba la lenta y constante disminución (llamativa la caída 
en la red de Caixabank justo el año anterior a la integración de 
Bankia), un brusco incremento del número de sucursales al inte­
grar la sociedad absorbida y posteriormente, una aceleración del 
número de cierres fruto de la depuración de oficinas duplicadas: 
este movimiento es el que presentan fusiones consolidadas (véase 
Banco Santander y Unicaja), y se puede intuir en Caixabank, aun­
que la proximidad temporal en la compra de Bankia impide que se 
vean reflejadas enteramente sus las consecuencias sobre la red. El 
caso de Unicaja, tal y como se ha señalado, es particular: tanto en 
el caso de Santander como Caixabank se trataba de la integración 
de redes densas preexistentes, con un peaje en forma de elimina­
ción de oficinas duplicadas; en el de Unicaja no existe el problema 
señalado, antes de la absorción la entidad andaluza no tenía pre­
sencia en el territorio, por lo que los ajustes de red que siguieron 
a la compra no se deben a corrección de duplicidades, sino a la 
aplicación de una política de recortes por parte de la nueva pro­
pietaria de la entidad (de hecho es lo que ocurrió y éstos fueron 
bastante severos).
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Figura 7 : Cambios en la red de entidades financieras afectadas por procesos de 
concentración en Castilla y León
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Fuente: Elaboración propia a partir del registro de oficinas de entidades supervisadas del 
Banco de España y la explotación estadística del Padrón continuo

Hasta ahora se ha comentado el proceso de ajuste de la oferta ban- 
caria en términos institucionales: que bancos desaparecen y cómo 
afecta a la red de oficinas; en los siguientes párrafos se estudian las 
consecuencias del reajuste de la red de sucursales sobre el territorio. 
La figura 8 cartografía a los municipios en los que los cierres han 
implicado la desaparición de la actividad bancaria, dicho de otro 
modo, ayuntamientos que en 2015 tenían al menos una oficina y en 
2021 ya no poseen nada. En los seis años que abarca este trabajo cesó 
la presencia bancaria en 142 municipios, lo que conlleva que de 516 
municipios con presencia de bancos se haya pasado a sólo 374 en la 
actualidad (en términos relativos implica que, si en 2015 el 22,95 % 
de los municipios de Castilla y León tenían al menos una sucursal
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Figura 8: Municipios de Castilla y León donde ha cesado la presencia de 
sucursales entre 201 5  y 2021

Fuente: Elaboración propia a partir del registro de oficinas de entidades supervisadas del
Banco de España

bancaria, hoy esto ocurre tan sólo en el 16,63 %). Por provincias 
(tabla 1) el proceso de pérdida de presencia de la intermediación 
financiera ha sido desigual: si tomamos el criterio de la cantidad 
de municipios que mantienen dotación bancaria Salamanca, León, 
Burgos y Zamora son las grandes damnificadas, pues las pérdidas se 
cifran en un rango que va desde el mínimo de los 22 territorios para 
la última provincia mencionada hasta los 28 de la indicada en pri­
mer lugar. En términos de incremento de la población afectada por
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esta variante de la exclusión financiera, se detecta una sutil diferen­
cia impuesta por la dimensión de los municipios que han perdido 
dotación: la inclusión de Segovia en este ranking por el hecho de 
que uno de los términos más poblados de esta provincia, Palazuelos 
de Eresma, ha desaparecido en los listados de sucursales publicado 
por el Banco de España (por otra parte, en esta provincia está el 
único ejemplo de aparición de dotación bancaria en un territorio 
donde antes no existía, San Cristóbal de Segovia). También, es sig­
nificativo el ejemplo Burgalés, donde la corta talla de los municipios 
donde se han cerrado oficinas en este período da como resultado 
que el porcentaje de la población residente en ayuntamientos sin 
oficinas sólo haya crecido un 1,6 %, a pesar de que 25 de ellos hayan 
visto clausurada su única sucursal en este lapso temporal.

Tabla 1 : Evolución por provincias de la dotación bancaria

P r o v in c ia

2 0 1 5 2 0 2 1 %  p o b la c ió n  

a fe c ta d a  p o r 

c ie r r e sM u n ic ip io s
% M u n ic ip io s %

Ávila 39 15,73 33 13,31 1,93

Burgos 84 22,64 58 15,63 1,61

León 83 39,34 56 26,54 4,29

Palencia 34 17,80 24 12,57 3,72

Salam anca 73 20.17 45 12,43 4,81

Segovia 46 22,01 40 19,14 5,08

Soria 34 18,58 32 17,49 0,50

Valladolid 60 26,67 45 20,00 3,05

Zam ora 63 25,00 41 16,13 5,46

C a s t i l la  y  L e ó n 516 22,95 374 16,63 3,49

Fuente: Elaboración propia a partir del registro de oficinas de entidades supervisadas del 
Banco de España y la explotación estadística del Padrón Municipal de Habitantes
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Tabla 2 : Caracterización socioeconómica de los municipios según si m an tien en  o

no  su  d o ta c ión  b a n ca d a

M u n ic ip io s  q u e  m a n t ie n e n  la  

d o t a c ió n  b a n c a r ia

M u n ic ip io s  d o n d e  d e s a p a r e c e  l a  

d o t a c ió n  b a n c a r ia

N ú m e r o M e d ia D e s v ia c ió n N ú m e ro M e d ia D e s v ia c ió n

Población 374 5.294,6 21.768,6 142 611,8 701,6

R enta 373 10.519,4 7.516,4 139 10.686,7 1.548,3

D istancia 
a la capital 
provincial

374 42,8 24,5 142 48,3 25,3

Fuente: Elaboración propia a partir del registro de oficinas de entidades supervisadas por
el Banco de España

El perfil de los municipios que mantienen su dotación bancaria, 
siempre menguante dada la política de la banca española de restrin­
gir el número de sucursales, difiere de aquellos que la han perdido 
en el tamaño demográfico (mayor en promedio, pero también en 
dispersión respecto a la media) y en que, por lo general, tienden a 
estar más próximos a los principales centros de cada provincia. En 
cambio, la renta media per cápita es bastante similar en promedio, 
pero con una dispersión mucho menor en los municipios que pier­
den la prestación de servicios bancarios por lo que, a primera vista, 
apunta a una mayor homogeneidad funcional.

En los territorios en los que la exclusión bancaria avanza, por 
lo menos la física (la virtual también, dadas las carencias de conec- 
tividad digital en el rural y el perfil demográfico poco propenso a 
estos canales), la población es muy pequeña y homogénea, pues 
el tamaño medio de estos municipios es poco mayor de los 500 
habitantes y la desviación típica no llega a los 700 habitantes, entre 
aquellos en el que el año de inicio de su exclusión financiera supe­
raban los 1.000 habitantes tenemos a: en 2015 Mombeltrán (Ávila); 
en 2016 Carpió, Matapozuelos y Valdestillas (los tres en Valladolid); 
en 2017 Cabañas Raras y Villamañán (los dos en León), en 2018
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Valdepolo (León), en 2019 Páramo del Sil (León) y Palazuelos de 
Eresma (Segovia), y en 2020 Santa Marina del Rey, Villadangos del 
Páramo (los dos en León), Calvarrasa de Abajo, Fuentes de Oñoro 
y Terradillos (estos tres en Salamanca), Simancas y Viana de Cega 
(ambos en Valladolid).

Tabla 3 : Distribución municipal por cuartil de renta per cápita media (201 5 -2 0 1 8 )

P o b la c ió n M u n ic ip io s  d o n d e  s e  

m a n t ie n e  l a  d o ta c ió n  

b a n c a r ia

M u n ic ip io s  d o n d e  

d e s a p a r e c e  la  d o ta c ió n  

b a n c a r ia

M u n ic ip io s % M u n ic ip io s %

M enor de 436 hab itan tes 65 17,38 73 51,41

E ntre  436 y  832 hab itan tes 86 22,99 43 30,28

E ntre  833 y  1.884 hab itan tes 99 26,47 22 15,49

M ás de  1.885 hab itan tes 124 33,16 4 2,82

R enta m edia M u n ic ip io s  d o n d e  

d e s a p a r e c e  la  d o ta c ió n  

b a n c a r ia

M u n ic ip io s  q u e  

m a n t ie n e n  l a  d o ta c ió n  

b a n c a r ia

M u n ic ip io s % M u n ic ip io s %

M enos de  9.653 euros 85 22,79 42 30,22

E ntre  9 .653 y  10.452 euros 105 28,15 25 17,99

E ntre  10.452 y  11.407 euros 100 26,81 27 19,42

M ás de  11.408 euros 83 22,25 45 32,27

D istancia a la capital provincial M u n ic ip io s  d o n d e  

d e s a p a r e c e  la  d o ta c ió n  

b a n c a r ia

M u n ic ip io s  q u e  

m a n t ie n e n  l a  d o ta c ió n  

b a n c a r ia

M u n ic ip io s % M u n ic ip io s %

M enos de  27 km 110 29,41 33 23,24

E ntre  27 y  40  km 86 22,99 34 23,94

E ntre  41 y  59 km 90 24,06 35 24,65

M ás de  60 km 08 23,53 40 28,17

Fuente: Elaboración propia a partir del Atlas de Distribución de la Renta de los Hogares
Españoles (INE)
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Los datos expresados en medias y desviaciones típicas tienen 
como inconveniente que no reflejan fielmente la distribución esta­
dística de los casos estudiados, los cuartiles siguen sin cumplir ade­
cuadamente este propósito, pero mejoran algo la visualización de 
la heterogeneidad de estos grupos. En la tabla 3 se agrupa ambos 
colectivos en cuartiles para las tres variables contempladas en este 
trabajo: población, renta y distancia a la capital provincial. Los valo­
res de referencia corresponden a la totalidad de los municipios que 
componen Castilla y León, con lo que referencian las muestras a un 
colectivo común y, por una parte, se minoran fenómenos de endoge- 
neidad y, por otra, los datos son comparables. En términos de pobla­
ción, hay un evidente sesgo del factor tamaño para los municipios 
que si poseen dotación bancaria, el 33,16 % pertenecen al cuartil 
superior, desequilibrio que es fácilmente explicable por la abruma­
dora cantidad de pequeños municipios que llevan años sin contar 
con oficina bancaria o la han perdido en estos años: en el cuartil de 
los territorios de menor cuantía demográfica solo está el 17,38 % 
de los que poseen sucursales bancarias, cifra que se dispara hasta 
algo más de la mitad de los que perdieron oficinas; en cambio, solo 
cuatro ayuntamientos que cesaron en la presencia bancaria están 
entre los más poblados, véase la enumeración que se ha realizado 
más arriba.

Ya se ha señalado que las localidades que entraron en exclusión 
bancaria en el periodo tienen una mayor uniformidad en términos 
de renta, pero esto no significa que sean uniformes, sino que se con­
templa una característica un tanto peculiar: escasean en términos 
relativos los municipios de rentas intermedias y abundan tanto los 
de renta alta y renta baja, lo que no ocurre en los ayuntamientos 
que mantienen su dotación bancaria con una distribución estadís­
tica que termina siendo más equilibrada (vid. Tabla 3). Rematando 
este comentario señalar que el municipio más rico que ha perdido 
actividad bancaria ha sido Sargentes de la Lora (localidad burgalesa 
cuya rente media per cápita alcanza los 15.636 euros) y el más pobre
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la localidad zamorana de Aspariegos (7.721 euros). Estas posicio­
nes destacadas, entre las que mantienen su dotación bancaria, las 
ostentan entre los ricos el municipio soriano de Valdeavellano de 
Tera (16.387 euros) y entre los más pobres Hoyo de Pinares (en la 
provincia de Ávila, 7.516 euros).

Finalmente, hay un tercer sesgo en función de la distancia (o 
aislamiento, si se interpreta en escala inversa). Se aprecia como los 
municipios que poseen presencia bancaria tienden a estar más cerca 
(el 29,41 % está a menos de 27 kilómetros de su capital provincial 
respectiva); lo contrario ocurre entre los que la perdieron, donde 
aquellos que están a más de 60 kilómetros son el 28,17 %. Sobre 
este último parámetro se debe indicar que hay un factor diferen­
cial en este indicador: tanto población como renta constituyen una 
serie para toda Castilla y León. En distancias hay que tener presente 
dos elementos que modulan las afirmaciones aquí realizadas: pri­
mero, son nueve distribuciones distintas, tantas como provincias; 
segundo, son distancias euclidianas entre centroides municipales. 
La primera objeción deriva de que son provincias con tamaños dis­
tintos y distintas formas (unas son más alargadas que otras, en unas 
la localización de la capital está centrada dentro de su propia pro­
vincia, en otras no). La segunda, en principio, no debería tener una 
gran incidencia, salvo en Soria, donde la configuración del territorio 
de la capital (alargada y con un eje mayor de bástante longitud y con 
la ciudad en un extremo) conlleva a que su centroide esté bastante 
desplazado respecto a la ubicación de la capital provincial.

Una última cuestión es quién decide el cierre, obviamente esta 
la toman los responsables de las entidades, pero no todas tuvieron 
el mismo peso en el proceso de extinción de la presencia bancaria 
en los distintos municipios que la sufrieron. Con este objetivo, se 
han identificado las entidades que en cada localidad han tomado 
la determinación del cierre, una vez identificados se agruparon en 
tres grupos: entidades que han protagonizado en el periodo proce­
sos significativos de integración, y que han tenido impacto directo 
sobre la dotación en el territorio Castellano y Leonés (lo que excluye
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Abanca, pues aunque como resultado de la absorción de Caixa Geral 
cerró algunas oficinas en la Comunidad, esto no supuso impacto 
sobre la eliminación de la dotación en ayuntamiento alguno); enti­
dades que no han protagonizado fusiones y cajas rurales. El último 
nivel distingue aquellos municipios donde se mantiene la presencia 
bancaria y donde se ha dado por extinguida.

Tabla 4 : Secuencia en la responsabilidad de la extinción de la dotación bancaria

P r im e r

n iv e l

M u n ic ip io s S e g u n d o

n iv e l

M u n ic ip io s T e r c e r  n iv e l M u n ic ip io s

N o cierre 3 7 4 N o cierre 3 7 4 N o cierre 3 7 4

Cierre 1 4 2 Fusión 1 1 1 Santander 4

Popular 1

Bankia 6

C aixabank 2 6

U nicaja 4 7

C. España 2 7

N o fusión 8 BBVA 2

U nicaja 6

Caja ru ral 2 3 C.R. Salam anca 3

C ajam ar 1

C.R. Burgos 3

Eurocaja R. 2

C.R. Zam ora 1 4

Fuente: Elaboración propia a partir del registro de oficinas de entidades supervisadas por
el Banco de España

La tabla 4 es ilustrativa de la secuencia de responsabilidades en los 
tres niveles ya comentados. El primero es que emerge del dilema 
extinción / no extinción, que en esta Comunidad es de una cru­
deza notable, tal y como ya se ha visto en páginas anteriores. El 
siguiente nivel, construido de manera un tanto arbitraria, lleva a



120 Alejandro López González

que una parte sustancial deriva de las consecuencias de las dificul­
tades que encuentran entidades que incurrieron en algún momento 
en un proceso de fusión. Prácticamente, ocho de cada 10 muni­
cipios que perdieron presencia bancaria, fue por consecuencia de 
las tribulaciones de estas entidades (por otra parte, heredaron redes 
densas procedentes de cajas de ahorro y bancos que tenían su mer­
cado natural en Castilla y León, de ahí la capilaridad de sus redes). 
El segundo escalón corresponde a las cajas rurales, a pesar de su 
estrecho vínculo con el mundo rural también tuvieron que realizar 
ajustes y abandonar localidades con escasas perspectivas de gene­
rar negocio bancario (cerca de dos municipios de cada 10), mien­
tras que las entidades distintas de las anteriormente citadas ape­
nas tuvieron impacto en los recortes de dotación. En el colectivo 
de aquellas que estaban incursas en fusiones, destaca el binomio 
Caja España-Unicaja, la primera previamente a la fusión ya expe­
rimentó un ajuste considerable (27 municipios, el 19 % del total), 
pero tras ser absorbida por Unicaja la compactación de su presencia 
en el territorio fue aún más acelerada (47 municipios, un tercio del 
total); tras el Bankia-Caixabank, por su cercanía en el tiempo aún 
no se ha dejado sentir en las estadísticas las previsibles consecuen­
cias de ésta, solo se aprecia las decisiones de Caixabank en la redi­
mensión de la red heredada de la absorción de Caja de Burgos (26 
municipios, un 18 %). En lo relativo a las cajas rurales, estas fueron 
comedidas, excepción hecha de Caja Rural de Zamora que deja a 
14 municipios de su provincia sin sucursal bancaria (prácticamente 
el 10 %). Finalmente, en las entidades ni sujetas a concentración 
ni incluidas en el grupo de las rurales destaca Abanca, lentamente 
va desprendiéndose de los puntos de venta menos atractivos de la 
otrora Caja Rural de León (seis municipios, 4,2 %). 5

5. Conclusiones
La exclusión financiera es un fenómeno que tiene muchas caras, 
la innovación tecnológica genera exclusión entre aquellos no fami­
liarizados con lo digital. La tendencia a la simplificación del mapa
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bancario no excluye en términos absolutos, pero limita la capacidad 
de escoger a los consumidores, incluso algunas prácticas bancarias 
se ha denunciado que excluyen deliberadamente a determinados 
colectivos. Pero también existe una exclusión de naturaleza territo­
rial, dramática en el medio rural, que es la resultante de la desapari­
ción de la dotación bancaria en determinadas localidades.

En este trabajo se ha analizado tres escalas: la nacional, la pro­
vincial y la local. En la primera se estudió el proceso de ida y vuelta 
en la densidad de la red bancaria. En los años 1970, la red estaba 
limitada por una legislación bancaria restrictiva, obligando a las 
entidades de base local a operar únicamente en sus territorios de 
referencia, la liberalización de la banca en la segunda mitad de los 
1970 inicio la expansión del número de sucursales, alimentada ade­
más con el crecimiento de la economía española de las décadas fina­
les del pasado siglo y primeros años del presente. El stock máximo 
de oficinas se alcanza en 2010, momento en el que el inicio de la 
crisis más severa que ha sufrido España en mucho tiempo da paso 
a una caída libre que ha castigado por igual todo el territorio con 
cierres de sucursales hasta niveles poco por encima de un contexto 
tan diferente como el de 1975.

Bajando a la escala provincial se ha apreciado como existen sus­
tanciales diferencias entre los distintos territorios administrativos, 
a pesar de que los cierres han sido generalizados. Se ha visto un 
proceso de merma en la mediación bancaria detallista, pero también 
se nota una menor competitividad, ya sea porque algunas entida­
des abandonan mercados provinciales o, lo que fue más frecuente 
en la segunda década de este siglo, por la proliferación de fusio­
nes y absorciones. También, se aprecia un descenso más o menos 
acusado, aunque existen excepciones significativas, en el número 
que mantiene abierta alguna sucursal bancaria, lo que conlleva un 
aumento del porcentaje de población residente en municipios sin 
prestación de servicios bancarios, además de significar una progre­
sión de la exclusión financiera de base territorial.
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Al observar los datos provinciales se aprecia que destacan aque­
llas que pertenecen a Castilla y León. Esta Comunidad, extensa y 
despoblada, manifiesta un proceso de rápida regresión de la activi­
dad bancaria, que en estos años deja tras de sí a la quinta parte de 
los municipios que en 2016 tenían alguna presencia bancaria huér­
fanos de estos servicios. Las provincias más castigadas por estos cie­
rres son las tres occidentales (León, Salamanca y Zamora) y la de 
Burgos, pues en el resto de la región no se ven castigadas en igual 
medida. La talla geográfica ha influido decisivamente en la decisión 
de abandonar una localidad, no se encuentran evidencias claras en 
el nivel de renta de sus habitantes y cierto sesgo en la distancia, al 
sufrir los cierres en mayor medida las localidades más alejadas de 
las capitales provinciales respectivas. Los responsables de la deci­
sión de dejar una localidad sin presencia bancaria son las entidades 
financieras, destaca el impacto del saneamiento que conllevaron los 
procesos de integración registrados en esta etapa, al resaltar el papel 
en ello de Unicaja, y su antecesora Caja España, y Caixabank. En lo 
relativo a las cajas rurales, con fuerte presencia en algunas provin­
cias de la región, su comportamiento es en parte acorde a las tesis 
de algunos autores sobre su mayor resistencia y compromiso con los 
entornos locales, si bien la Caja Rural de Zamora ha tenido un com­
portamiento asimilable a los ejemplos antes mencionados, al dejar 
sin dotación a 14 municipios de su provincia (un 6 % del total de la 
provincia y el 22,2 % de los que en 2015 tenían dotación bancaria).
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Efectos de la reestructuración bancaria en 
Galicia: el abandono del rural gallego1

M elc h o r  F ern á n d ez1 2, D o lores R iv eir o 3

1. Introducción
Desde la crisis financiera iniciada en 2008, el sector bancario ha 
realizado en España un importante ajuste de su modelo de negocio 
que ha tenido como consecuencia principal un fuerte proceso de 
concentración. En este contexto, el cierre de oficinas y la reducción 
de cajeros automáticos ha sido una estrategia común en búsqueda 
de rentabilidad y adaptación a las nuevas tecnologías. La crisis sani­
taria ha acelerado la transformación del sector hacia canales digita­
les, lo que ha supuesto un nuevo empuje a la reducción de oficinas, 
cajeros y plantillas. La reducción del número de oficinas y cajeros 
contrasta con la necesidad de los ciudadanos de acceder al efectivo, 
ya que este sigue siendo el medio de pago más habitual en España. 
Además, las personas mayores, con menos capacidades digitales, se 
sienten expulsadas de un servicio que siguen necesitando que sea 
personalizado y basado en la confianza, y que no puede ser susti­
tuido por las aplicaciones online como pretende el sector.

1 Agradecemos los comentarios de los participantes en los Seminarios de 
investigación del IDEGA. Este trabajo se ha beneficiado de la financiación proce­
dente del Programa de Axudas para a Consolidación e Estruturación de Unidades 
de Investigación Competitivas do SUG, Xunta de Galicia en la modalidad de Gru­
pos de Referencia Competitiva (ED431C 2021/36). Avda. das Ciencias, Chalet n° 1, 
Campus Vida, CP 15782, Santiago de Compostela.

2 Melchor Fernández, Universidad de Santiago de Compostela - España.
3 Dolores Riveiro, Universidad de Santiago de Compostela - España.
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A 30 de diciembre de 2021, últimos datos publicados por el 
Banco de España, hay en España 19.015 oficinas bancarias, de las 
cuales 1.036 están en Galicia. Entre 2008 y 2021 en el conjunto 
de España se observa una fuerte caída en el número de sucursales 
(-58,3%, ligeramente superior en el caso de Galicia -58,8%). Si en 
2008 cada oficina bancaria en España daba cobertura a algo más 
de mil personas, en 2021 tiene que atender a más de 2.300 perso­
nas. La situación en Galicia es incluso menos favorable, con cerca 
de 2.500 habitantes censados por oficina. Pero además, la situación 
no es homogénea territorialmente, y la posible exclusión financiera 
de una importante parte de la población, al menos para acceder al 
dinero en efectivo, se ha disparado en el mundo rural, de donde 
han desaparecido casi totalmente las Cajas de Ahorro4. La exclusión 
financiera territorial o geográfica es ya una realidad para una impor­
tante parte de la población5. Sin embargo, la preocupación por esta 
situación no alcanza la relevancia (al menos en el plano informa­
tivo) que se le ha dado a la exclusión financiera relacionada con el 
manejo de herramientas digitales6.

Nuestro objetivo con este trabajo es llamar la atención sobre los 
efectos socioeconómicos de las reestructuraciones bancarias conse­

4 Durante 2011 la profunda reestructuración del sistema financiero supuso 
la práctica desaparición de las cajas de ahorros como entidades de crédito con ac­
tividad financiera directa. El proceso se inició con la aprobación del Real Decreto 
Ley 11/2010, que imponía un nuevo modelo organizativo para las cajas de ahorros 
basado en el traspaso de su negocio a un banco. Posteriormente, con la aplicación 
del Real Decreto Ley 2/2011, la mayor parte de las cajas se convirtieron en meros 
accionistas de los bancos, a los que habían cedido su actividad financiera, a la vez 
que mantenían la gestión de la obra social. De las 45 Cajas de Ahorros que existían 
a finales de 2009 solo han sobrevivido 2, ninguna de las cuales tiene oficinas abier­
tas en Galicia.

5 Este tipo de exclusión es una de las manifestaciones de la exclusión terri­
torial (Fernández y Riveiro 2018).

6 La campaña «Soy mayor, no idiota», que busca que la banca preste mayor 
atención a las personas mayores en España y reconsidere el cierre de cientos de 
sucursales físicas, pone el foco en este tipo de exclusión. La campaña, que inició 
Carlos San Juan a principios de 2022, reunió alrededor de 600.000 firmas a través 
de la plataforma de internet «change.org» y logró que el Gobierno se comprome­
tiera a dialogar con el sector financiero para afrontar la problemática.
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cuencia de su impacto en el acceso a servicios financieros, centrán­
donos en el análisis del impacto de la reducción de oficinas sobre la 
cohesión social y territorial en Galicia, una sociedad que se caracte­
riza por contar con una población envejecida que vive dispersa en 
múltiples núcleos de población. Aunque el cierre de oficinas puede 
estar justificado en base a criterios de rentabilidad interna a corto 
plazo, e incluso exigido desde instancias financieras superiores7, 
no por ello debemos dejar a un lado sus posibles externalidades, 
sobre todo en aquellas áreas menos favorecidas económicamente. 
Efectivamente, el coste social del cierre de oficinas puede ser muy 
superior a la reducción de costes privados vinculados a ese ajuste. 
Para la Unión Europea es un derecho básico garantizar el acceso del 
consumidor a los servicios de pago. Sin su inclusión financiera los 
consumidores no pueden aprovechar plenamente las ventajas del 
mercado único y contribuir al buen funcionamiento de este8. Por 
todo ello, es especialmente relevante analizar los niveles de exclu­
sión financiera territorial en Galicia y cuál es el papel de cada una 
de las diferentes entidades de crédito: bancos, cajas de ahorros y 
cooperativas de crédito.

La necesidad de ajustar el tamaño de las redes de oficinas a las 
actuales circunstancias macroeconómicas está suponiendo la des­
aparición de aquellas sucursales «menos» rentables, lo que por el 
momento se está reflejando en el anuncio de cierre de numerosas 
oficinas en municipios pequeños, sobre todo de las antiguas cajas

7 Recordemos que la Comisión Europea exigió a los cuatro bancos naciona­
lizados en España durante la crisis financiera y que recibieron dinero del fondo de 
rescate de la zona euro (Bankia, Catalunya Caixa, Novagalicia y Banco de Valencia) 
reducir hasta un 60% su tamaño, dejar de financiar promociones inmobiliarias y 
restringir a la mitad su red de sucursales.

8 Comisión Europea (2008) Financial Services Provisión and Prevention of 
Financial Exclusión y Comisión Europea (2011) Commission adoption of a Recom- 
mendation on access to a basic payment account, 2011/442/EU. De hecho, desde 
la Comisión Europea se defiende que un sistema financiero es más eficiente y fun­
ciona mejor cuanto más inclusivo es. Cuando el sistema financiero solo es accesi­
ble para segmentos limitados de la población, probablemente la sociedad pierda 
oportunidades de crecimiento.
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de ahorros, ya que la banca tradicional nunca llegó a estar presente 
en estas zonas9. En este contexto, existe verdadero riesgo de que 
los habitantes de pequeños núcleos de población sufran «exclusión 
financiera territorial o geográfica», lo que les obligaría a desplazarse 
hasta núcleos más grandes para hacer gestiones tan rutinarias como 
abrir una cuenta corriente o renovar una tarjeta. Por supuesto que 
muchas de estas operaciones tradicionales se han derivado hacia la 
banca electrónica, accesible desde internet o los teléfonos móviles. 
Sin embargo, estas nuevas tecnologías no están al alcance de los 
grupos susceptibles de quedar en situación de exclusión financiera, 
como son las personas de mayor edad, habitantes de zonas rura­
les sin cobertura suficiente de las nuevas tecnologías o grupos más 
desfavorecidos económicamente que no pueden costearse la com­
pra y uso de estos dispositivos10 11. Por ello, por el momento, para 
una importante parte de la población mayor la banca electrónica 
no es una alternativa real11, lo que obliga a analizar si existen otras 
opciones al cierre de oficinas en áreas rurales envejecidas, donde las 
dificultades de acceso a los servicios financieros eran, ya antes del 
ajuste del sector, muy significativas.

9 Las entidades bancadas comerciales que utilizan criterios de productivi­
dad para seleccionar el mercado a atender tienden a establecerse en los territo­
rios de mayores niveles de renta, alta actividad empresarial y con un volumen de 
población suficiente para garantizar sus objetivos de rentabilidad riesgo (Carbó 
y López del Paso 2002). En la práctica, los barrios marginales, los municipios con 
poca población o amplias zonas rurales no han resultado atractivas para ser aten­
didas por una sucursal bancada y su inclusión financiera ha dependido de las cajas 
de ahorros y las cooperativas de crédito.

10 Según datos de Eurostat e INE (Encuesta sobre equipamiento y uso de tec­
nologías de información y comunicación en los hogares), entre los mayores de 75 
años solo un 9,1% utilizaron servicios de banca electrónica en los últimos 3 meses. 
Como en el resto de la población, el porcentaje de usuarios aumenta con el nivel 
de estudios y los ingresos mensuales del hogar.

11 Incluso teniendo la tecnología al alcance, el uso para según qué gestiones 
(en particular, las del ámbito financiero) no está garantizado, ya que la mayoría 
de los no-natlvos digitales, tal vez por desconocimiento, no tienen la suficiente 
confianza en estas herramientas.
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En el siguiente apartado analizamos el concepto de exclusión 
financiera, los indicadores más comunes para su medición y cuál 
era la situación existente en Galicia antes del inicio del proceso de 
reestructuración bancaria. En el apartado tercero analizamos cuál es 
la situación actual. En la última sección se resumen las principales 
conclusiones del análisis propuesto.

2. El nivel de exclusión financiera territorial en Galicia: 
definición y antecedentes
Existen numerosas definiciones que tratan de captar la naturaleza 
compleja, dinámica y multidimensional de la exclusión financiera, 
tanto desde la academia (Anderloni et a l ,  2008; Beck et a l ,  2009; 
Carbó et a l ,  2005 y 2007; Devlin, 2005; Kempson et a l ,  2000; 
Meadows, 2000; Sinclair, 2001; Sinclair et a l, 2009; Mohan, 2006) 
como desde la administración pública (Treasury Committee, 2006a, 
2006b; Comisión Europea, 2008). Siguiendo estos trabajos, podría­
mos caracterizar la exclusión financiera como la condición que pre­
sentan determinados individuos o colectivos desfavorecidos a los 
que su situación económica o social les genera una incapacidad o 
dificultad para poder acceder a la adquisición y contratación de los 
productos y servicios comercializados por los diferentes interme­
diarios financieros. Esta definición es de difícil aplicación práctica, 
ya que las dificultades de acceso a los servicios financieros forma­
les, aunque siempre estarán vinculadas a la aparición de barreras 
de acceso, pueden tener un origen muy diferente (restricciones en 
los procesos de gestión de riesgo, incumplimiento por parte de los 
demandantes de los requisitos mínimos que aseguran la obtención 
de una rentabilidad mínima, fijación de precios por encima de un 
determinado umbral o, simplemente, por la inexistencia de la oferta 
de estos servicios en el entorno próximo). Por ello, una vez defi­
nida, su cuantificación es extraordinariamente difícil de obtener de 
forma global. Uno de los indicadores más utilizados es la proporción 
de familias/personas sin una cuenta corriente o sin ningún tipo de 
cuenta bancaria (Kempson y Whyley, 1998; Kempson et a l ,  2000;
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Meadows, 2000; Carbó y López del Paso, 2005; Kearton, 2005; 
Corr, 2006). Desafortunadamente existe poca información directa, 
lo que hace necesario la elaboración de encuestas que, o bien no 
están disponibles para todos los entornos geográficos, o bien no son 
comparables. Además, aunque es un indicador relevante, la titula­
ridad de una cuenta corriente no asegura la inclusión financiera. Se 
puede tener cuenta bancaria y tener problemas para su utilización, 
por ejemplo, por limitaciones de acceso físico. De hecho, la expre­
sión «exclusión financiera» comenzó a utilizarse a principios de los 
años noventa por los geógrafos, relacionándolo con las limitaciones 
de acceso físico a los servicios financieros como resultado del cie­
rre de sucursales bancarias (Leyshon y Thrift, 1995). Esta será la 
aproximación seguida en este trabajo, es decir, nos centraremos en 
el estudio de la denominada exclusión financiera geográfica o terri­
torial. En este contexto, el principal indicador utilizado es indirecto, 
la proximidad geográfica a la entidad bancaria (Carbó et a l ,  2000; 
Dayson, 2004; French et a l,  2008), que tiene relación, pero no mide 
exactamente el acceso12. En su versión más sencilla, la cuantifica- 
ción de la exclusión financiera parte de identificar unidades territo­
riales (administrativas) donde no existan servicios financieros ofre­
cidos a través de, al menos, una sucursal bancaria.

Aunque el grado de bancarización de la población en España 
es muy alto, y se puede considerar casi una cobertura plena13,

12 Por supuesto, el acceso a los servicios financieros no solo depende de la 
cercanía a una entidad bancaria, pero, sin duda, la presencia física de las oficinas 
y sucursales bancarias es importante para resolver problemas de exclusión finan­
ciera, tanto de oferta (servicios adaptados a la población local), como de deman­
da (autoexclusión financiera por desconocimiento o desconfianza).

13 Según la Encuesta Financiera de las Familias (EPF) 2017, el 93% de los ho­
gares españoles cuentan con una cuenta bancaria, lo que permitirá concluir que 
la exclusión financiera, desde este punto de vista, no es un problema grave en Es­
paña. Sin embargo, la concentración de la exclusión según este criterio en ciertos 
colectivos, especialmente población extranjera en situación irregular, está siendo 
una importante barrera para la aplicación de muchos de los avances en ayudas a 
la inclusión social desarrollados en los últimos años.
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algunos estudios reflejan que el número de personas que han que­
dado fuera del circuito bancario está creciendo, sobre todo, en las 
áreas rurales. La existencia de un elevado nivel de acceso agre­
gado no elimina importantes diferencias potenciales entre territo­
rios, debido a la retirada de bancos y cajas de ahorros de las áreas 
menos pobladas y de las zonas urbanas con dificultades económi­
cas (Peachey y Roe, 2004). Preocupados por las consecuencias de 
la desregulación del sistema bancario español en los años ochenta, 
Carbó et a l ,  (2002) estimaban para el año 1999 en un 3,2% la 
población excluida financieramente por razones geográficas o 
territoriales. En 2008, casi una década después, el sistema finan­
ciero español alcanza su máxima expansión en número de ofici­
nas bancarias (Gráfico 1). Utilizando una metodología similar a la 
empleada por Carbo et a l ,  (2002), Fernández-Olit (2012) estima 
que en España el 0,35% de la población en municipios de más de 
1.000 habitantes estaba excluida financieramente. Uniendo a toda 
la población en municipios de menos de 1.000 habitantes y a los 
que viven en municipios mayores pero con solo una sucursal, cal­
cula que aproximadamente un 6% de la población española estaría 
en riesgo de exclusión financiera. Desde entonces, el número de 
oficinas bancarias no ha dejado de disminuir, como muestra el 
Gráfico 1. De hecho, durante las dos primeras décadas del siglo 
XXI la reducción es muy significativa, aproximadamente un 56% 
menos de sucursales bancarias en el caso concreto de Galicia (una 
reducción algo más intensa que en el conjunto de España), lo que 
en números absolutos supuso el cierre de más de 1.430 oficinas 
entre 2000 y 2021. Destaca especialmente la negativa evolución 
del número de oficinas en la provincia de Ourense, que alcanzó 
una reducción en este periodo superior al 65%. Además, la evo­
lución de los dos últimos años no permite predecir que el ajuste 
esté ya finalizado.
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Gráfico 1 : Evolución normalizada del número de oficinas (1999= 100%)
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Banco de España (Anuario Estadístico)

Utilizando la información disponible a escala municipal, podemos 
calcular un «índice de exclusión directa» (falta de oficina bancaria) 
y un «indicador del volumen de población en riesgo de exclusión», 
sumando a la población anterior aquella que vive en municipios que 
solo cuentan con una oficina (Cuadro 1).

Cuadro 1 : Exclusión financiera en Galicia, año 2008

M U N IC IP IO S P O B L A C IÓ N  ( %  S O B R E  T O T A L )

SIN

O F IC IN A

C O N  U N A  

O F IC IN A

S IN

O F IC IN A

C O N  UNA 

O F IC IN A

U N A O

C E R O

GALICIA 25 56 1,4% 4,6% 6,0%

A CORUÑA 9 12 1,7% 3,5% 5,2%

LUGO 4 16 1,1% 9,4% 10,5%

OI IRF.NSF. 11 1 8 8,7% 8,0% 11,7%

PONTEVEDRA 1 10 0,2% 3,1% 3,3%

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Instituto Galego de Estatística (Padrón 
municipal de habitantes) e información suministrada directamente por el Banco de España
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La población en riesgo de exclusión financiera era en 2008 
aproximadamente un 6% de la población total gallega, valor similar 
al estimado para el conjunto de España por Fernández-Olit, (2012), 
pero este dato oculta importantes diferencias territoriales (Mapa 1 y 
Cuadro 1). El porcentaje de población en riesgo de exclusión finan­
ciera en Ourense casi cuadriplicaba al observado en Pontevedra. 
Pero, lo que es aún más significativo, también en términos absolutos 
la población en riesgo de exclusión en Ourense superaba a la que 
estaba en la misma situación en Pontevedra, cuando en población 
total Pontevedra contaba con casi el triple.

Por otra parte, eran las cajas de ahorros las que mayoritaria- 
mente mantenían la inclusión financiera de los municipios más 
pequeños. La única oficina bancaria existente en 49 de los 56 muni­
cipios en riesgo de exclusión pertenecía a una Caja de Ahorros.

Mapa 1 . Riesgo de exclusión financiera en 2008
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Gráfico 2 : índice de Penetración Bancada en 200 8  (número de oficinas porcada 
mil habitantes); provincias de España con los valores máximos
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Instituto Nacional de Estadística (Padrón 
municipal de habitantes) y del Anuario Estadístico del Banco de España

Para finalizar, comparamos la situación en Galicia con la exis­
tente en el resto de España, utilizando el índice de Penetración 
Bancaria (IPB), calculado como número de oficinas por cada mil 
habitantes. En España, en 2008, el valor de este índice se mante­
nía en 1 oficina por cada mil habitantes. Galicia estaba claramente 
por debajo de la media española y solo Ourense superaba, con 1,12 
oficinas por cada mil habitantes, esa media. Por lo tanto, Ourense, 
aunque tenía un número de oficinas relativamente importante para 
su tamaño poblacional, presentaba una distribución territorial de 
las mismas inadecuada, dado que, con valores claramente inferiores 
en el resto de Galicia, la cobertura territorial era en A Coruña, Lugo 
y Pontevedra muy superior. Este resultado muestra claramente las 
deficiencias que presenta este índice para medir la exclusión finan­
ciera territorial. Podemos tener un número alto de oficinas respecto 
al total de población, pero para evitar la exclusión territorial deben, 
además, estar distribuidas geográficamente de forma adecuada. Al 
no tener en cuenta la distribución de la población en el Lerriloriu, el
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índice de penetración bancaria puede darnos una visión incorrecta 
del acceso a servicios financieros. Como puede observarse (Gráfico 
2), los mayores valores del índice en España se correspondían con 
provincias caracterizadas por su baja densidad poblacional, lo que 
impide aprovechar las economías de escala «justificando» nuevos 
cierres de oficinas.

3. Efectos de la reestructuración bancaria en Galicia: el 
abandono del rural
Pasados catorce años del inicio de la crisis financiera mundial y tras 
un fuerte proceso de reestructuración, ¿cuál es la situación actual 
de la exclusión financiera territorial en Galicia? Utilizando la infor­
mación disponible en el Registro de oficinas de entidades supervisadas 
del Banco de España, el que ofrece datos sobre la localización de 
todas las oficinas abiertas al público de todos los bancos, cajas de 
ahorro y cooperativas de crédito, podemos calcular la población que 
vive en municipios con una o ninguna oficina bancaria a diciem­
bre de 2021. Los cálculos realizados muestran un fuerte incremento 
del riesgo de exclusión financiera, especialmente significativo en 
Ourense, donde uno de cada tres habitantes está en riesgo de exclu­
sión según la definición propuesta. De forma general, se ha más 
que duplicado la incidencia territorial y poblacional de la exclusión 
financiera.

La probabilidad de estar potencialmente excluido desde el 
punto de vista financiero aumenta a medida que uno fija su resi­
dencia en municipios poco poblados, de baja densidad y alejados de 
las áreas urbanas. En definitiva, son las zonas económicamente más 
deprimidas las que están en peligro de exclusión. La situación es 
mucho más compleja en el interior que en el litoral (mapa 2) y puede 
apreciarse, también, como dentro del interior el norte (provincia de 
Lugo) difiere del sur (provincia de Ourense), donde la incidencia de 
la exclusión financiera territorial es mucho más intensa.
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Cuadro 2: Exclusión financiera en Galicia, año 2021

M U N IC IP IO S P O B L A C IO N  ( %  S O B R E  T O T A L )

S IN

O F IC IN A

C O N  U N A  

O F IC IN A

S IN

O F IC IN A

C O N  U N A  

O F IC IN A

U N A  O  

C E R O

GALICIA 54 129 2,5% 11,7% 14,1%
A CORUÑA 13 33 2,3% 9,6% 11,9%
LUGO 8 24 2,3% 15,8% 18,1%
OURENSE 30 47 9,7% 2 2 ,0% 31,7%
PONTEVEDRA 3 25 0,4% 9,4% 9,7%

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Instituto Galego de Estatística (Padrón 
municipal de habitantes) e Información suministrada directamente por el Banco de España

Mapa 2. Riesgo de exclusión financiera en 2021
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En cualquier caso, se trata de municipios envejecidos (el 35,4% 
de la población en riesgo de exclusión tiene más de 65 años, lo 
que supone cerca del 20,6% de la población gallega en ese tramo 
de edad), con dificultades de movilidad individual (en la mayoría
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de los casos sin medios privados de transporte) y con poco o nulo 
conocimiento y utilización de canales no presenciales. La situación 
es especialmente compleja en Ourense, donde casi la mitad de los 
mayores de 65 años (en concreto el 43,6%) están en riesgo de exclu­
sión financiera. En Lugo la situación también es complicada, pero 
la incidencia es muy inferior (el 23,6% de los mayores de 65 años 
están en riesgo de exclusión).

Cuadro 3: Exclusión financiera en Galicia año 2021. Mayores de 65 años

P e s o  d e  l o s  m a y o r e s  d e  

6 5  a ñ o s  e n  e l  t o t a l  d e  

p o b la c ió n  e n  e x c lu s ió n

P e s o  e n  e l  t o t a l  d e  p o b la c ió n  m a y o r  d e  

6 5  a ñ o s

S IN

O F IC IN A

C O N  U N A  

O F IC IN A

S IN

O F IC IN A

C O N  U N A  

O F IC IN A

U N A  O  

C E R O

GALICIA 43,5% 33,8% 4,2% 16,4% 20,6%

A CORUÑA 35,0% 31,2% 3,3% 13,4% 16,6%

LUGO 39,9% 36,9% 3,1% 20,5% 23,6%

OURENSE 42,9% 42,3% 13,2% 30,5% 43,6%

PONTEVEDRA 34,1% 29,0% 0,5% 12,4% 12,9%

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Instituto Galego de Estatística (Padrón 
municipal de habitantes) e información suministrada directamente por el Banco de España

El análisis de la información ofrecida confirma cuantitativamente 
la población en riesgo de exclusión financiera y la localiza territo­
rialmente. Un hecho relevante es la marcada diferencia entre las dos 
provincias orientales (Lugo y Ourense), que por factores demográ­
ficos y territoriales no parece poder explicarse.

En este punto, debemos destacar un importante elemento dife- 
renciador entre ambas provincias en relación con la tipología de 
entidades de depósito existentes. El 20% de las sucursales banca- 
rias en Lugo pertenecen a Cooperativas de Crédito, mientras que en 
Ourense solo el 6% pertenecen a esta tipología. El análisis realizado 
confirma el relevante papel de las Cajas de Ahorro y de las Coope­
rativas de Crédito en la inclusión financiera de la población rural
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y de mayor edad. La Caixa Rural Galega, la única entidad que no 
ha cerrado oficinas en Galicia en el periodo analizado (ha sumado 
dos sucursales más), es la única entidad en tres municipios de Lugo 
y en el 75% de los municipios con solo dos entidades en esta pro­
vincia una pertenece a Caixa Rural. Un dato más, la gran mayoría 
de los municipios en riesgo de exclusión financiera dependen de 
las oficinas de Abanca, que adquirió el negocio de las fusionadas 
cajas de ahorro gallegas, siendo esta la única entidad en 126 de los 
129 municipios con una sola oficina a finales de 2021. Una última 
observación es que de los 24 municipios que entre 2013 y 2022 
dejan de tener oficina bancaria, en 21 la última oficina pertenecía a 
Abanca, en dos al desaparecido Banco Pastor y en el último caso al 
también desaparecido Bañesto.

4. La concentración bancaria en Galicia
La profunda transformación y reestructuración del sector banca- 
rio desde el estallido de la crisis financiera global del año 2008 ha 
impuesto importantes procesos de concentración entre las entidades 
del sector que operan en Galicia, reduciendo de manera importante 
su número. El impacto más visible de este proceso de concentración 
es el cierre de sucursales14, lo que, como hemos mostrado, se está 
notando con mayor intensidad en las áreas rurales de baja densidad, 
donde los residentes se ven obligados a recorrer importantes distan­
cias para acudir a una sucursal a retirar efectivo o realizar cualquier 
trámite. Pero, además, este proceso supone una reducción de la nece­
saria competencia que propiciaba la existencia de muchas entidades 
bancarias. Si las condiciones ofrecidas no eran ventajosas en una enti­
dad, podríamos cambiamos a otra que nos ofreciera mejores condi­
ciones15. En la actualidad esta posibilidad está muy limitada en Gali­

14  Un segundo impacto económico muy relevante es la pérdida de más de 
10 0 .0 0 0  empleos en el sector en España desde 2008 , algo más de 6.000  en Galicia 
(casi el 50% del empleo existente).

15 En los diferentes procesos de fusiones y adquisiciones de entidades ban­
carias analizados por ei Tribunal de Defensa de la Competencia en el periodo
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cia por la falta de sucursales físicas (el cliente solo sustituye entre las 
entidades bancarias que tiene en su zona) para una gran parte de los 
residentes rurales que, en muchos casos, ni tienen ni saben utilizar las 
nuevas tecnologías para acceder a la banca online.

A nivel local no disponemos de información pública sobre 
variables proxy del negocio bancario a nivel de entidad, por lo que 
no es posible calcular índices de concentración en base a variables 
como el activo, los créditos o los depósitos. Por ello, utilizamos el 
número de oficinas como indicador de actividad, ya que es la única 
información pública disponible a nivel de entidad/provincia, enti- 
dad/municipio. Así, en base a la distribución de la red de oficinas de 
las entidades de depósitos (bancos, cajas y cooperativas de crédito) 
por provincias, el análisis de concentración bancaria en Galicia, y 
sus cuatro provincias, se basa en dos indicadores de concentración 
habitualmente utilizados16:

19 9 9 -20 0 9 , siempre se consideró como mercado relevante el de la banca minoris­
ta (particulares y PYMES), que se caracteriza por un gran número de operaciones 
de una cuantía relativamente baja. Por este motivo, estos servicios requieren de 
una extensa red de oficinas y sucursales, por entenderse que la proximidad y el 
trato determinaban la demanda. Además, en el caso español, los consumidores 
tenían claras preferencias por la proximidad y la atención presencial personali­
zada, lo que suponía poner el foco del análisis en un ámbito territorial provincial 
o regional. Desde 2 0 0 9 , y con la digitalización del sector, se ha utilizado como 
ámbito geográfico relevante el nacional, pero analizando en todos los casos 
segmentos geográficos más estrechos (provinciales) para no perder de vista los 
efectos sobre la competencia en los territorios naturales de las entidades inte­
gradas. Además, no debe olvidarse que la banca online y telefónica es un com­
plemento de la cuenta abierta en una sucursal, no un sustituto de la misma, al 
menos por el momento.

16 Los límites de los índices de concentración como indicadores de competen­
cia son sobradamente conocidos. Por ejemplo, estamos asumiendo que si una enti­
dad tiene más oficinas tendrá mayor cuota de mercado de negocio y que todas las 
oficinas tienen el mismo tamaño. Pese a todo ello, es el indicador base utilizado por 
las autoridades de defensa de la competencia, tanto en España como en Europa.
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—  CR-5: La cuota de mercado conjunta de las cinco entidades 
con más cuota de mercado, en términos de número de ofici­
nas bancarias.

—  IHH: El índice Herfindahl-Hirshman, que se calcula como la 
suma de los cuadrados de las cuotas de mercado de todas las 
entidades presentes en cada ámbito geográfico analizado.

Cuadro 4: Concentración Bancaria en Galicia (2015-2021). 
Oficinas Bancarias

2015 20 21

CR-5 IHH CR-5 IHH
GALICIA 79,9% 1676,8 89,4% 2408,7
A CORUÑA 82,2% 1676,9 92,8% 2284,7
LUGO 79,3% 1647,0 89,8% 2431,4
OURENSE 79,3% 2089,0 90,0% 3511,2
PONTEVEDRA 80,4% 1670,9 92,1% 2423,9

Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada directamente 
por el Banco de España

En términos de CR-5 (cuota de mercado de las cinco mayores enti­
dades, medido en términos de sucursales), de 2015 a 2021 la con­
centración ha aumentado en las cuatro provincias algo más de 10 
puntos porcentuales (Cuadro 4). La concentración es elevadísima, 
las 5 principales entidades acaparan aproximadamente el 90% del 
mercado.

Más interés tiene el análisis de la concentración del mercado uti­
lizando el índice de Herfindahl-Hirschman, ya que tiene en cuenta 
a la totalidad de los competidores y es el indicador que se usa como 
referencia en los análisis de la competencia. .Según los expertos, la 
barrera en la que se puede hablar de un mercado altamente concen­
trado está en los 1.800 puntos, y se empieza a hablar de oligopolio 
y monopolio a partir de los 2.500 puntos.
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En Galicia la situación es de muy alta concentración. En la 
actualidad, en el territorio gallego, la concentración en términos 
de oficinas bancarias se sitúa claramente por encima de los 2.000 
puntos del IHH, superando el nivel de concentración moderado. De 
hecho, las 5 primeras entidades concentran más del 89% del total de 
la cuota de mercado de oficinas bancarias. Ourense supera el umbral 
del monopolio y el resto de provincias están relativamente cerca 
de esa situación, superando ampliamente el nivel de concentración 
moderado. Por supuesto, es lo esperable que al reducir el ámbito 
geográfico (el tamaño del mercado) la concentración aumente, 
resultado que se observa de forma general (Gráfico 3); pero, en 
cualquier caso, las cifras de Galicia son preocupantes17, superando 
ampliamente la media española y los valores de casi todas las pro­
vincias de España18.

Por último, podemos analizar la concentración utilizando los 
códigos postales de las oficinas y sucursales. Este fue uno de los 
criterios utilizados por la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia cuando estudió la fusión entre CaixaBank y Ban- 
kia. En Galicia, en el 51% de los códigos postales que cuentan con 
sucursal bancaria solo existe una (en España esta situación se da en 
el 32,7%), según los datos que ofrece el Banco de España a cierre de 
2021. Actualmente existen 188 códigos postales en Galicia con una 
sola sucursal bancaria, 170 de estas oficinas pertenecen a Abanca.

17  Tanto la patronal como los propios bancos defienden que el mercado ban- 
cario en España está lejos de situaciones no competitivas, aunque reconocen el 
fuerte proceso de concentración observado en los últimos años. La competencia 
no depende exclusivamente del número de actores y, en ese sentido, apuntan a 
una gran batalla por conseguir captar cada nuevo cliente que se ha vuelto espe­
cialmente dura en los últimos años, debido a los bajos tipos de interés y la presión 
sobre la rentabilidad que venía sufriendo el sector.

18 El índice HH en España alcanza el valor de 1080,1 en diciembre de 2 0 21. 
España ocupa el puesto 18 entre los 27  países de la Unión Europea, lo que signifi­
ca situarse en un mercado moderadamente concentrado. A nivel provincial, solo 
Teruel tiene un índice de concentración superior a Ourense. Pontevedra y Lugo se 
sitúan también entre las 18 provincias con mayor nivel de concentración.
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El mayor número de estos códigos postales está en A Coruña, con 
59 (la segunda provincia de España), Pontevedra es la cuarta (52 
códigos) y Ourense la octava. Por lo tanto, la problemática ya no es 
que no existe oferta, sino que, allí donde existe, esta es cada vez más 
reducida y los bancos tienen menos competencia.

Gráfico 3: Relación entre la población de la provincia y el IHH de concentración 
bancaria. Datos para las provincias españolas 2021 (sin Barcelona y Madrid)
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Fuente: Elaboración propia a partir de Información suministrada directamente 
por el Banco de España

5. Conclusiones
La fuerte reestructuración del sistema financiero en España 
parece que aún no ha finalizado. La disminución del número de 
entidades de depósito ocurrida en los últimos tiempos parece 
previsible que continúe en los próximos años, en un contexto 
económico y competitivo (intensificado por la digitalización del



Efectos de la reestructuración bancaria en Calida:
el abandono del rural gallego 143

sector) cada vez más complejo. Esta evolución afecta al grado de 
competencia en el sector, además de generar problemas de exclu­
sión financiera por accesibilidad geográfica en amplias partes del 
territorio.

Como matices al análisis que hemos ofrecido en este trabajo, 
cabe señalar que el no disponer en el municipio de residencia del 
servicio de atención personal en una sucursal bancaria no implica 
necesariamente que la población afectada se encuentra en una situa­
ción de exclusión financiera. Estos municipios afectados pueden 
estar próximos a otros con sucursal bancaria o cajero automático, 
como muestran los mapas presentados en nuestro análisis. Pero, 
en sentido contrario, hay que destacar que la población de algu­
nos municipios con sucursal bancaria no tiene fácil acceso a los 
servicios financieros, sobre todo en Galicia, debido a la elevada dis­
persión poblacional y la superficie media de los municipios, dado 
que estas sucursales pueden estar a distancias superiores a los 5 
kilómetros en localizaciones donde el transporte público no es una 
alternativa real19.

Esta situación no se da solo en la intermediación financiera. 
La continua pérdida de población en áreas rurales de baja densidad

19 En Fernández et al., (20 13) se argumenta en contra de la utilización como 
indicador de exclusión territorial de la ausencia de sucursal bancaria en el muni­
cipio, sobre todo si estos son extensos y de elevada dispersión de la población. 
Como alternativa de cálculo, el riesgo de exclusión financiera se estima a partir 
de una medida cuantitativa de la proximidad «real» de los servicios financieros 
(oficina bancaria) a los usuarios, evaluada mediante la mínima distancia a recorrer 
desde el lugar de residencia del usuario (entidad singular de población) hasta la 
oficina bancaria más cercana, teniendo en cuenta el transporte privado por carre­
tera. Recientemente, Posada (2021) estima que más de 23.500  gallegos viven en 
municipios con una alta vulnerabilidad, lo que representa el 0 ,9% de la población 
galega. Pero lo que es más llamativo es que el 10 ,2% de la población presenta vul­
nerabilidad media (frente a solo el 2,1% de media en España). Se trata de munici­
pios cuya población debe recorrer más de 3 km para llegar aúna sucursal bancaria. 
Según este estudio, las provincias gallegas de A Coruña, Lugo y Ourense concen­
tran casi el 24% de la población española considerada de vulnerabilidad media.
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compromete el nivel mínimo de demanda necesario para ofrecer 
muchos otros servicios, públicos y privados; y la falta de servicios, a 
su vez, acelera el proceso de despoblación. Como podemos observar 
en el gráfico 4, entre 2015 y 2020 la población que tiene dificulta­
des para acceder a los servicios ha aumentado en Galicia (es decir, 
menos población tiene acceso al servicio sin dificultad), de forma 
muy acusada en los servicios privados y con mucha menor inten­
sidad para los servicios públicos (Correos, Oficinas de Farmacia y, 
sobre todo, Centros de Salud). La evolución es especialmente preo­
cupante en el caso de los servicios bancarios. Y este proceso se está 
produciendo a la vez que se concentra cada vez más la población en 
las áreas urbanas, lo que nos está indicando que el cierre de nego­
cios en las áreas rurales es más intenso que el proceso de concentra­
ción de la población.

Gráfico 4: Porcentaje de la población en Galicia con accesibilidad al servicio en 
menos de 15 minutos andando

85

Centro de Farmacia Oficina de Tienda de Venta de Banco, caja Bar o 
salud público correos comestibles prensa de ahorros, cafetería

cajero

B 201 5  B 2 0 2 0

Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por el IGE. Enquisa 
e s t r u t u r a l a fogares  años 2015 y 2020
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Cabe destacar, por último, la baja accesibilidad a los servicios de 
Correos en Galicia, que contrasta con su situación en otras partes de 
España. Correos y una entidad bancaria llegaron a un acuerdo para 
poner a disposición de los clientes del banco su red de 2.400 ofici­
nas postales para ingresos o retirada de dinero o solicitar el envío 
de efectivo a domicilio. En el caso de Galicia, esta medida no parece 
que pueda mejorar la accesibilidad financiera de los hogares rurales.

Otras entidades financieras también han reaccionado a la situa­
ción de dificultad de acceso a los servicios financieros desarrollando 
canales alternativos para cubrir poblaciones que se han quedado 
sin sucursal, como la introducción de oficinas móviles (ofibuses) 
o agentes financieros que, sin establecimiento permanente, atien­
den a los clientes periódicamente; sin embargo, estas opciones no 
generan la misma relación de confianza con sus clientes de mayor 
edad. Tampoco la localización de cajeros en municipios sin oficinas 
parece ser una alternativa real para este colectivo.

En resumen, la concentración bancaria y el cierre de oficinas 
están provocando una reducción de la competencia en el sector y 
una enorme dificultad de acceso a los servicios financieros por una 
cada vez mayor proporción de la población gallega. El desequili­
brio territorial se intensifica año a año, concentrándose las difi­
cultades de acceso y la falta de competencia entre entidades en un 
amplio conjunto de municipios caracterizados por su baja densidad 
de población y su situación periférica. La intensidad del problema 
seguirá en aumento en los próximos años, y las medidas hasta ahora 
presentadas no parece que tengan el potencial suficiente para rever­
tir la situación. Es necesario pensar en nuevas alternativas de inter­
mediación financiera, si queremos hacer sostenibles los territorios 
en riesgo de exclusión y vigilar el exceso de concentración en el sec­
tor. Elevar la concentración en el sector, en parte favorecido por los 
reguladores, no parece estar obteniendo los resultados esperados, ni 
para los propios bancos que se fusionan, y, además, está suponiendo
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la creación de «macroentidades» que, en caso de una nueva crisis
financiera, resultarían muchísimo más difícil de rescatar.
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El género como determinante para la 
inclusión financiera en el Ecuador para el

año 2017
C ec il ia  N ic o le  C erd a  M o n g e1, H ugo  J á co m e  E strella 1 2

1. Introducción
La inclusión financiera definida, principalmente, como la capacidad 
del sistema financiero formal para incluir a la población adulta en el 
acceso a los servicios financieros formales y regulados, es un tema 
de interés por parte de gobiernos, organismos internacionales e 
investigadores. Lo anterior se suscita porque se considera un factor 
clave para el crecimiento económico; alcanzar los Objetivos para el 
Desarrollo Sostenible (ODS) al brindar los medios necesarios para 
mejorar la calidad de vida de las personas (Klapper, El-Zoghbi y 
Hess, 2016); iniciar un espiral virtuoso en lo social, económico y 
político (Demirguc-Kunt, Klapper y Singer, 2013); fomentar una 
cultura de ahorro (Dupas y Robinson, 2013); promover el empode- 
ramiento femenino (Duflo, 2012); entre otros impactos positivos.

Pitt y Khandker (1998) y Klapper, El-Zoghbi, y Hess (2016) 
concluyen que promover la inclusión financiera en las mujeres es 
de relevancia al tener una estrecha relación con el bienestar fami­
liar. Ashraf, Karlan, Yin (2006); Demirguc-Kunt, Klapper, y Singer 
(2013); Prina (2015) y Klapper; y, El-Zoghbi, y Hess (2016) enfati­
zan en la importancia en el acceso a los servicios financieros por las 
mujeres al ser una herramienta importante para iniciar un espiral 
virtuoso en lo social, económico y político. Sin embargo, las mujeres 
son el segmento de la población mayormente excluido del sistema

1 Cecilia Nicole Cerda Monge, Facultad Latinoamericana de Ciencias Socia­
les (FLACSO) -  Ecuador.

2 Hugo Jácome Estrella, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(FLACSO) -  Ecuador.
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financiero formal, al respecto Demirguc-Kunt et al. (2018) en base 
a los datos recopilados en la encuesta Global Findex señalan que 
la inclusión financiera, tiene un crecimiento en promedio de cua­
tro puntos porcentuales para toda la población. No obstante, para el 
2017 existe una brecha de género de siete puntos porcentuales, la que 
persiste desde el 2011, este escenario se profundiza en las economías 
en desarrollo donde se incrementa a nueve puntos porcentuales.

Es evidente que existe cierto sesgo que favorece a los hombres 
en el acceso a los servicios financieros. En Ecuador este escenario 
no es diferente, a pesar de que la igualdad de género es un derecho 
establecido en el artículo 70 de la Constitución. Adicional, el nume­
ral 9 artículo 36 del Código Orgánico Monetario y Financiero esta­
blece que el Banco Central del Ecuador es la entidad encargada en 
fomentar la inclusión financiera con iniciativas a nivel macro, meso 
y micro para atender a todos los segmentos de la población. Carvajal 
(2018) concluye acorde a la Global Findex (2017) que en el Ecua­
dor, el 51% de las personas adultas tienen una cuenta de ahorros o 
corriente; es decir, alrededor de 5.764.000 (49%) de personas que 
residen en el Ecuador se encuentran excluidos de manera involun­
taria o voluntaria del sistema financiero formal, donde el 58% de la 
población no bancarizada está representada por mujeres.

El Banco Mundial (2015) en el reporte de Women Bussiness and 
the Law señala que en ciertos países todavía persisten leyes y nor­
mas culturales que limitan los derechos económicos y oportunida­
des en las mujeres en el ámbito laboral y financiero. Las Naciones 
Unidas (2015) agrega que las mujeres no tienen poder de decisión 
sobre sus ingresos en efectivo, son discriminadas en el ámbito labo­
ral, como resultado, se intensifica la pobreza en edades avanzadas. 
Estas restricciones y desventajas sistemáticas tienen consecuencias 
directas sobre su independencia económica, toma de decisiones de 
las mujeres en el hogar y limita el acceso a los servicios financieros.

La presente investigación propende analizar las condiciones 
socioeconómicas y geográficas como determinantes en el acceso
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a los servicios financieros para las mujeres ecuatorianas, conside­
rando la información de diciembre del año 2017. Para alcanzar el 
objetivo propuesto se ejecutan tres modelos probabilísticos uno 
general y dos diferenciados por género.

Debido a que existen múltiples servicios financieros, la pre­
sente investigación se centra en el ahorro, específicamente, en la 
propiedad de cuenta de ahorros. Demirguc-Kunt y Klapper (2012) 
mencionan que es la primera aproximación que tienen los agentes 
económicos en el sistema financiero formal. La tenencia de cuen­
tas de depósitos son comparables entre países y son umversalmente 
solicitadas, contrario al crédito que presenta diversos requisitos e 
implicaciones de acceso en los países (Alien et al., 2016).

Además, desde la economía feminista existen críticas sobre 
otros servicios financieros como lo es el microcrédito, el cual es 
fomentado en mayor proporción por parte de los gobiernos y los 
organismos internacionales. Al respecto Hedwige (2000) esgrime 
que el microcrédito refuerza el modelo neoliberal, por ende, profun­
diza las desigualdades sociales y la pobreza en las mujeres. Adicio­
nal, Freiner y Barker (2006) agregan que es erróneo afirmar que el 
microcrédito permite el empoderamiento femenino, ya que éste solo 
incrementa la carga laboral y doméstica en las mujeres, así como, 
normaliza su sobrerrepresentación en el trabajo informal.

En el Ecuador no existen fuentes estadísticas que consoli­
den información periódica desde el lado de la demanda sobre 
inclusión financiera. Sin embargo, en diciembre de 2012 y 
2017 la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo 
(ENEMDU) anexa una sección en relación a inclusión financiera, 
además presenta diversas secciones relativas a las características 
individuales y socioeconómicas del encuestado. Por esta razón, 
es la fuente principal de información para esta investigación y el 
modelo empírico utilizado.

El presente artículo está constituido por cinco secciones: en la 
primera sección se presenta una revisión bibliográfica en alusión al
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impacto positivo de inclusión financiera y describe ciertos determi­
nantes que inciden en la inclusión financiera para las mujeres. La 
segunda sección describe la construcción de la base de datos, fuentes 
secundarias de información y variables consideradas en los modelos 
econométricos probabilísticos de corte transversal para diciembre 
del 2017. La tercera sección presenta de manera formal el modelo 
econométrico; la cuarta sección sintetiza y discute los principales 
resultados obtenidos en los modelos empíricos; y, por último, la 
quinta sección expone conclusiones y recomendaciones derivadas a 
partir del desarrollo del presente trabajo de investigación.

2. La importancia de la inclusión financiera en las mujeres y determi­
nantes que inciden en su exclusión involuntaria

Existe evidencia empírica internacional que corrobora la existencia 
de la brecha de género en el acceso y uso de los servicios financie­
ros formales. Demirguc-Kunt et al. (2018) acorde a los datos de la 
encuesta Global Financial Inclusión datábase (Global Findex)3 en el 
2017, señalan que alrededor de 1.7 billones de adultos en el mundo 
no se encuentran bancarizados4, alrededor del 56% son mujeres. 
Este escenario se profundiza en hogares pobres y economías en 
desarrollo donde persiste una brecha de género de 9 puntos porcen­
tuales. Para el Ecuador el escenario es similar, el 43% de las mujeres 
y 60% de los hombres se encuentran bancarizados.

Dada la evidente brecha de género que existe en el sistema finan­
ciero formal, diversos estudios serán mencionados, a continuación, 
los cuales pretenden demostrar el impacto positivo al incrementar 
los niveles de inclusión en la población femenina. Duflo (2012) con­
cluye, tras una revisión bibliográfica, que el empoderamiento feme­

3 Ld encuesta recopila la información en alrededor de 140 economías en 
los años 20 11, 20 14  y 2017, es aplicada a aproximadamente a 1.000  adultos, ¿  de 15 
años de edad, aleatoriamente en cada país.

4 No bancarizado se refiere a no tener una cuenta de ahorro o crédito en 
una institución financiera formal.
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nino se encuentra estrechamente correlacionado con variables macro- 
económicas como el crecimiento económico y los bajos niveles de 
pobreza. El Instituto Global McKinsey (2015) asegura que promover 
la igualdad de género podría agregar para el año 2025 un estimado de 
12 billones al PIB mundial, si se progresa en cuatro áreas de interés: 
educación, inclusión financiera y digital, derechos legales, y laboral.

Mientras que, a nivel microeconómico investigaciones evalúan 
el impacto de manera cualitativa y cuantitativa para impulsar la 
inclusión financiera en las mujeres y generar debate. En este sen­
tido, Pitt y Khandker (1998) en Bangladesh, encuentran impac­
tos positivos al incrementarse el consumo en los hogares, niveles 
de educación y activos en el hogar; adicional es una herramienta 
importante para iniciar un espiral virtuoso en lo social, lo econó­
mico y lo político (Demirguc-Kunt, Klapper y Singer, 2013).

En lo que refiere a los beneficios obtenidos por la tenencia de 
una cuenta bancaria destinada para el ahorro Ashraf, Karlan y Yin 
(2006) en Filipinas concluyen que el poder de decisión de las muje­
res en los hogares es progresivo y aumenta la adquisición de activos 
duraderos para los hogares. Dupas y Robinson (2013) concluyen 
en un estudio en Kenia que las mujeres incrementan sus niveles 
de ahorros en instituciones financieras formales, mismos que, son 
destinados a la inversión en actividades productivas y gastos rela­
cionados con las necesidades del hogar.

Colateralmente, Prina (2015) agrega que se fomenta el ahorro 
preventivo en las mujeres destinado para cubrir necesidades inespe­
radas relacionadas al hogar e invertir en salud y educación. Klapper, 
El-Zoghbi y Hess (2016) agregan que las cuentas de ahorro propor­
cionan seguridad y autonomía financiera a las mujeres al garantizar 
una plataforma segura y formal para depositar su dinero. Adicional, 
les permite involucrarse de manera más activa en el sistema finan­
ciero formal y posibilita la creación de un historial crediticio favora­
ble para la obtención de futuros créditos.

A partir de la compresión y reconocimiento sobre los benefi­
cios que conlleva la inclusión financiera en la población femenina,



154 Cecilia Nicole Cerda Monge, H ugo de Jesús Jácome Estrella

las investigaciones en torno a conocer sus determinantes son cre­
cientes, se identifica que existen factores por el lado de la demanda 
y oferta que inciden en la inclusión financiera. Entre los múltiples 
factores que inciden en la demanda, la brecha laboral y salarial son 
los principales, lo anterior es el resultado de desigualdades sociales 
que profundizan la división sexual del trabajo y brecha salarial. Al 
respecto, Rodríguez (2010) menciona que para las mujeres existe 
segregación vertical y horizontal en la esfera del trabajo provo­
cando la sobre representación femenina en trabajos informales y 
de tiempo parcial lo que ocasiona que se vulnere y precarice a la 
población femenina.

La Organización Internacional del Trabajo (2017) identifica 
que en países en desarrollo, la participación laboral de las mujeres 
contempla una diferencia en 31 puntos porcentuales con respecto a 
los hombres. La participación laboral es relevante para la inclusión 
financiera en las mujeres, Klapper y Singh (2015) para Turquía con­
cluyen que las mujeres con relación de dependencia e independen­
cia tienen la misma probabilidad que los hombres para acceder al 
sistema financiero formal.

Lo que antecede se refleja en los bajos niveles de inclusión 
financiera en las mujeres, Cámara, Peña y Tuesta (2013), Fungacova 
y Weill (2015) y Cardona Ruiz, Hoyos Alzate y Saavedra-Caballero 
(2018) y Borja Ligua y Sotomayor Campuzano (2018) para el caso 
de Perú, China, Colombia y Ecuador, respectivamente, concluyen 
que el género incide en la inclusión financiera después de contro­
lar por otras variables explicativas referentes a las características 
socioeconómicas, tales como: ingresos, nivel de educación, área de 
residencia y edad. Lo indicado sugiere la existencia de discrimina­
ción de género en los países mencionados.

Los niveles de educación también inciden en la inclusión finan­
ciera femenina, porque durante la formación secundaria existe un 
proceso de compresión y aprendizaje en temas relativos a econo­
mía, finanzas y negocios (Grimes, Rogers, y Campbell, 2010). La 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia 
y la Cultura (2017) señala que en América Latina y el Caribe existe



El género como determinante para la Inclusión financiera en el Ecuador para
el año 2017 155

una diferencia de 0.9 puntos porcentuales en la tasa de alfabetiza­
ción entre hombres y mujeres, siendo la razón de que las mujeres se 
excluyan del sistema financiero formal por desconocimiento.

También se han desarrollado diversas investigaciones compara­
tivas entre países, empero todos coinciden que el género incide en 
la inclusión financiera. Alien et al. (2016) para 123 países conclu­
yen que las mujeres tienen mayor probabilidad de ser excluidas del 
sistema financiero formal. Por otra parte, Aterido, Beck, y Iacovone 
(2013) concluyen para diez países de África que no existe discrimi­
nación entre hombres y mujeres en el acceso a los servicios finan­
cieros formales, sino que la brecha es explicada por diferencias en 
aspectos relativos a la educación, ingreso y empleo.

Es evidente que las características individuales condicionan a 
las mujeres y su participación en el sistema financiero formal, no 
obstante, la discriminación legal y normas de género también tras­
greden. Demirguc-Kunt, Klapper, y Singer (2013) para 98 países en 
desarrollo concluyen que la exclusión financiera en las mujeres es 
provocada de manera directa e indirecta por diferencias existentes 
en los niveles de ingreso, educación, empleo, tenencia de propieda­
des, problemas de acceso y desinterés en ahorrar en una institución 
financiera formal. Además, encuentran que las brechas en el acceso 
y uso en el sistema financiero formal se profundiza en países donde 
existe mayor discriminación económica, social y legal; elevados 
niveles de violencia hacia la mujer; e incidencia de matrimonios 
jóvenes. De manera análoga Ghosh y Vinod (2017), para la India, 
reiteran que existen otros canales de discriminación de género en 
los estados, tales como: sociales, económicos, políticos y laborales 
que acentúan la disparidad de género en el acceso y uso a los servi­
cios financieros formales.

Con lo anterior se evidencia que las normas culturales y legales 
son desfavorables para las mujeres, el reporte de Women, Business 
and the Law elaborado por el Banco Mundial (2015) coincide que 
ciertos países tienen políticas gubernamentales que restringen la 
autonomía de las mujeres, ya que las limita en el ámbito laboral, 
oprimen en el matrimonio, reduce o suprime el control sobre pro­
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piedades y restringe la obtención de documento legales. Teniendo 
así, efectos directos sobre el acceso y uso de los servicios financieros 
formales en las mujeres.

Por el lado de la oferta, existen barreras que pueden ocasio­
nar exclusión financiera involuntaria o voluntaria (autoexclusión), 
siendo la primera problemática porque el sistema financiero inter­
pone obstáculos para así condicionar el acceso a los individuos 
dadas ciertas características individuales; y obstáculos relativos a la 
distancia y costos.

Al respecto Demirguc-Kunt et al. (2018) señalan en base a las 
respuestas, opción múltiple, de los adultos no bancarizados en la 
encuesta Global Findex 2017 que en ALC el 61% de los adultos 
manifiesta que el dinero es insuficiente para tener una cuenta, 52% 
identifica que es costoso la tenencia de una cuenta, 31% revela que 
no la obtienen porque un familiar tiene una. Otros obstáculos per­
cibidos es la desconfianza en el sistema financiero (29%), la distan­
cia en la que se encuentra un intermediario financiero (27%), falta 
de documentación requerida (25%) y tan solo el 4% no tiene una 
cuenta por razones culturales o religiosas.

Se evidencia que el dinero es la barrera más significativa, al res­
pecto Hoyo, Peña y Tuesta (2013) y Tuesta et al. (2015) conclu­
yen para el caso de México y Argentina que las personas con los 
quintiles de ingresos bajos, al igual que las mujeres, consideran que 
es un obstáculo representativo para acceder al sistema financiero 
formal. Además, la desigual distribución de títulos de propiedad o 
activos fijos y altos niveles de analfabetismo en las mujeres provoca 
que incida con mayor frecuencia la pobreza y sea menos probable 
que cuenten con los requerimientos solicitados3 por las entidades 
financieras ocasionando que se profundice su exclusión financiera 
involuntaria (Field y Torero, 2004).

De manera análoga, Alien et al. (2016) encuentran una corre­
lación negativa cuando existen menor proximidad a intermediarios 5

5 Cliente alfabetizado, monto mínimo para la apertura de cuenta, costos 
asumidos por el cliente, exigencia de aval y en ciertos países el permiso del marido 
o familiares varones.
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bancarios, altos costes en los servicios financieros, y mayor cantidad 
de documentación requerida. No obstante, los costos de transacción 
que asumen las mujeres son elevados en comparación a los hom­
bres, por lo que la distancia en la que se encuentra una institución 
financiera es de relevancia para su inclusión financiera. Al respecto 
Field y Torero (2004), mencionan que se vincula con las restriccio­
nes de movilidad y menor disponibilidad relativa del tiempo por 
el desarrollo de actividades relacionadas al cuidado en el hogar. El 
trabajo no remunerado desempeñado por las mujeres en los hogares 
en actividades para la sostenibilidad de la vida, limita su movilidad 
fuera del hogar y condiciona en mayor proporción a las mujeres que 
residen en zonas rurales donde las entidades financieras formales se 
encuentran alejadas.

Así, la dimensión territorial es fundamental para entender las 
barreras a la inclusión financiera. En el estudio de Alvarez, Cabrera y 
Jácome (2021) para Ecuador, encuentran un mayor índice de acceso 
de inclusión financiera en zonas pobladas donde se concentra una 
mayor actividad económica, principalmente zonas urbanas. Por 
otro lado, respecto al índice de uso de inclusión financiera, encon­
traron algunas provincias con elevado uso de servicios financieros, 
sin embargo, la mayor cantidad de provincias del país tiene niveles 
limitados de uso de productos y servicios financieros.

De acuerdo con la información del Banco Central del Ecua­
dor (2022) sobre las estadísticas de inclusión financiera en el 
Ecuador, en el año 2017 se reflejan diferencias importantes entre 
hombres y mujeres en el nivel de bancarización o uso de servi­
cios financieros a nivel cantonal, medida por número de clientes 
que tienen una cuenta de ahorros activa en el sistema financiero 
formal sobre el total de la población adulta. De un total de 221 
cantones existentes en el país, en el 91,4% de ellos el nivel de 
bancarización de los hombres es superior al de las mujeres. Ver 
mapas 1 y 2, y anexo 1.
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Mapa 1. Bancarlzación hombres. Número de cuenta de ahorros activa sobre el 
total de la población adulta cantonal
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Fuente: Elaboración propia. Banco Central del Ecuador: Estadísticas de Inclusión Financiera.
Información Trimestral. Boletín No. 3 año 2017
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Mapa 2. Bancarización mujeres. Número de cuenta de ahorros activa sobre el 
total de la población adulta cantonal
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Fuente: Elaboración propia. Banco Central del Ecuador: Estadísticas de Inclusión Financiera.
Información Trimestral. Boletín No. 3 año 2017
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3. Construcción de base datos y descripción de variables
En la presente investigación se emplean variables a nivel provin­
cial asociadas a posibles canales de discriminación de género, creci­
miento económico y puntos de atención financiera propios de cada 
provincia, las cuales se identifican por el lugar de residencia del 
encuestado; entre las fuentes de información se destaca las siguien­
tes: Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (1NEC), Banco Cen­
tral del Ecuador (BCE), Fiscalía General del Estado (FGE) y Regis­
tro Civil.

No obstante, se emplea, principalmente, la información reca­
bada por el INEC en la Encuesta Nacional de Empleo y Desempleo 
(ENEMDU) para diciembre de 2017 porque detalla características 
individuales y socioeconómicas del encuestado. Se seleccionó el 
año 2017 porque abarca una mayor muestra y corresponde al último 
año en el que se aplica la sección referente a inclusión financiera, 
por tanto, a partir del mencionado se construye la base de datos 
para el modelo economètrico. El diseño muestral de la ENEMDU 
corresponde a un muestreo probabilistico y bietápico, el que se rea­
liza en dos etapas: la primera etapa corresponde a la unidad prima­
ria de muestreo (sectores censales), mientras que, en la segunda 
etapa se seleccionan las viviendas ocupadas (unidad secundaria de 
muestreo) (INEC, 2018).

Para diciembre del 2017 la sección sobre inclusión financiera 
corresponde a la sección 15, la cual comprende de 22 preguntas de 
naturaleza dicotòmica y categórica dirigidas a los jefes de hogar6. 
En este sentido, el tamaño muestral es de 29.964 jefes de hogar 
donde el 72,6% y 27,4% de encuestados corresponden, respectiva­
mente, a hombres y mujeres. A pesar de que gran proporción de la 
muestra está representada por hombres los datos proporcionados

6 Se considera jefe de hogar a una persona que reside habitualmente en 
el hogar y es reconocida de tal manera por los miembros del hogar por razones 
sociales, culturales, etarias, y económicas.
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por la ENEMDU son adecuados para medir la inclusión financiera 
en el Ecuador, ya que también permite identificar características 
socioeconómicas y geográficas de los encuestados en las secciones 
1,2,  3 y 6.

Teniendo en cuenta lo mencionado, la ENEMDU proporciona 
información idónea para investigar los determinantes de la inclu­
sión financiera en las mujeres ecuatorianas. Investigaciones previas 
desarrolladas en otros países utilizan encuestas con características 
similares a la ENEMDU, al contar con representatividad a nivel 
país y permite obtener características específicas por el lado de la 
demanda. En México, a través, de la Encuesta Nacional de Inclusión 
Financiera (Hoyo, Peña y Tuesta, 2013); Perú mediante Encuesta 
Nacional de Hogares (Cámara, Peña y Tuesta, 2013); y en la India 
los investigadores Ghosh y Vinod (2017) por medio de la encuesta 
All Indiati Debí and Investment Survey.

En primer lugar, se identificó en la base de datos los regis­
tros con información incompleta de las variables independientes, 
así como, datos atípicos que se identifican con el código 9999. En 
consecuencia, la muestra final considerada para la presente es de 
28.717 observaciones. En el Anexo 2 se resume y detalla las varia­
bles consideradas.

4. Especificación del modelo: metodología y validación
Dada la naturaleza dicotòmica o de respuesta binaria de la variable 
dependiente para la presente, se estiman modelos de corte transversal 
para el año 2017, acorde a Gujarati y Porter (2010) los modelos eco- 
nométricos probit son utilizados con frecuencia en las ciencias socia­
les, utilizan una función de distribución acumulativa normal, son 
estimados por máxima verosimilitud, y son per se homocedásticos.

De esta manera, el modelo probit siguiendo a Gujarati y Porter 
(2010), se lo especifica de la siguiente manera: la tenencia de cuenta 
de ahorro o no depende del índice de conveniencia no observable 
(variable latente) I¿, el cual está determinado por diversas variables
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explicativas X£, de manera que, mientras mayor sea el valor de /£, 
mayor es la probabilidad de que una persona tenga una cuenta de 
ahorros en el sistema financiero formal. Así, el índice /£ se expresa 
de la siguiente manera:

Donde X£ corresponde al vector de las variables explicativas 
de la i-ésima persona. Sea Y=1 si una persona encuestada es pro­
pietaria de una cuenta de ahorros y Y=0 caso contrario, para cada 
persona existe un umbral del índice (/t*), tal que, si (/£* <  /£) la per­
sona tiene una cuenta de ahorros de lo contrario no tiene. Se debe 
mencionar que el umbral I¡ al igual que Z£ son no observables, pero 
se encuentran bajo el supuesto que poseen una distribución normal 
con media y varianza iguales.

Bajo el supuesto de normalidad es viable la estimación de los 
parámetros de la regresión, así, la probabilidad de que (Z* < /£) se 
obtiene a partir de la función de distribución acumulativa normal 
estándar, la cual se expresa de la siguiente manera:

Pt =  P(Y  = 1|X) = P(/£* < h) =  P(Zi < & + p2X¿) = F Offa + /?2X£)

donde P (Y =  1|X) representa la probabilidad de que un suceso ocu­
rra dado los valores de las variables explicativas (X), Z£ es la variable 
normal estándar {Z~N(_0, cr2)) y F simboliza la función de distribu­
ción acumulada normal estándar, misma que, de manera explícita al 
reemplazar Z£ = /?i +  se representa como:

De esta manera, la representación formal del modelo propuesto es 
la que antecede:
P(Y =  1|X) =  &  + S£Y£ + /?2 PAFhab + p3 InVABper +  PÉ0 ¿ +  u£

h = ^  + P2Xi

Donde:
/?r: representa la constante.
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Y¿: corresponde al coeficiente asociado a las variables indivi­
duales y socioeconómicas descritas, las variables mencionadas se 
encuentran representadas por el signo S¿.

/?2: representa a los puntos de atención financiera por cada 
100.000 habitantes (densidad financiera).

/?3: pertenece al logaritmo natural del Valor Agregado Bruto per 
cápita a precios constantes.

0¿: es el coeficiente asociado a las variables que corresponden a 
los canales referentes a discriminación de género, las variables están 
representadas por el signo

u{. representa al término de error del modelo, es decir, captura 
principalmente el efecto de las variables no observadas y errores de 
medición.

Siguiendo el modelo descrito, se evalúan tres modelos probit 
con las variables mencionadas, pero en primera instancia se esti­
man los determinantes referentes a inclusión financiera a nivel 
general, es decir, indistinto el sexo (hombres y mujeres); conse­
cuentemente para analizar las posibles diferencias se realiza por 
cada género para evidenciar la incidencia de las variables descritas 
entre hombres y mujeres.

En términos generales, en el Anexo 3 se observa que la prue­
bas de bondad de ajuste sugeridas por Colín y Trivedi (2009) y 
Gujarati y Porter (2010) son aceptables, el grado de ajuste del 
modelo, representado por Pseudo R2, en los modelos empíricos se 
encuentra entre 0.2230 y 0.2083 el valor mencionado determina 
en qué medida las variables independientes explican a la variable 
dependiente. Los estudios mencionados en la sección 2 muestran 
un ajuste entre el 0.031 y 0.1971 (Cardona Ruiz, Hoyos Alzate y 
Saavedra-Caballero, 2018). Lo antedicho se suscita porque en los 
modelos de regresión binaria, la bondad de ajuste no es particular­
mente significativa, por tanto tiene importancia secundaria. Lo que 
interesa son los signos esperados de los coeficientes de la regresión 
(Gujarati y Porter 2010).
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Colateralmente, el porcentaje de observaciones correctamente 
clasificadas para el modelo general es del 73.30%, para mujeres 
73.37% y hombres 73.32%; y, por último, se presenta el valor corres­
pondiente a la curva Receiver Operating Characteristic (ROC) para 
el modelo general es de 0.7975, mientras que, 0.8057 y 0.7945 para 
el modelo considerando mujeres y hombres, respectivamente. En 
definitiva, el modelo prohit general y sus dos variaciones presentan 
estimadores confiables que permiten explicar los determinantes de 
inclusión financiera.

5. Presentación y análisis de resultados
Mediante tres regresiones probabilísticas se identifican los determi­
nantes socioeconómicos y geográficos que inciden en la inclusión 
financiera para el año 2017 de manera general y diferenciada por 
género. Por lo consiguiente, para una correcta y sencilla interpreta­
ción de los resultados en la siguiente subsección, acorde al Anexo 
3, se presentan los efectos marginales de cada variable explicativa y 
asume la condición de ceteñs paribus. Adicional, se evidencia que la 
mayoría de las variables independientes consideradas en el modelo 
son significativas a un nivel del 99% de confianza.

En el modelo econométrico, ser mujer incrementa el 3.32% la 
probabilidad de tener una cuenta de ahorros con respecto a los hom­
bres. Lo anterior puede suscitarse porque la ENEMDU es dirigida 
a los jefes de hogar, así las mujeres tienen mayor necesidad para 
acceder al sistema financiero formal mediante una cuenta ahorros 
para atender a las necesidades en los hogares y obtener autonomía 
económica, financiera y personal.

Con respecto a la edad existe un comportamiento decreciente 
con la variable independiente mencionada, por tanto, se acepta la 
hipótesis del ciclo de vida de Modigliani (Allen et a l ,  2016) y efecto 
generacional (Fungacova y Weill, 2015). Lo anterior, podría atri­
buirse debido a que las personas en la juventud y madurez tienden 
a vincularse con el sistema financiero formal, pero, a cierta edad no
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es necesario por diversas razones vinculadas al desinterés con los 
servicios financieros ofertados.

La literatura revisada corrobora que el ingreso juega un papel 
fundamental en la inclusión financiera. En la presente investigación 
se evidencia que los quintiles cuatro y cinco con respecto al quin­
til tres tienen mayor probabilidad de acceder al sistema financiero 
formal. Al respecto, Cardona Ruiz, Hoyos y Saavedra-Caballero 
(2018) aluden que las personas que se encuentran en los quintiles 
de ingresos superiores tienen más probabilidad de acceder a pro­
ductos financieros complejos, ya que cumplen con gran parte de 
los requerimientos solicitados. Sin embargo, pertenecer al quintil 
uno condiciona en mayor proporción a las mujeres (-19.10%), lo 
contrario sucede con las mujeres que se encuentran quintil cinco, 
ya que incrementa la probabilidad de tener una cuenta de ahorros 
en 14.06%. En cuanto a los hombres pertenecer a los quintiles uno 
reduce 17.82% y el quintil cinco incrementa 14.72% la probabilidad 
de ser propietario de una cuenta de ahorros.

Es evidente que los niveles de ingresos son de relevancia para 
la inclusión financiera en la población ecuatoriana, pero, el nivel de 
educación también contribuye a la existencia de una mejor relación 
entre el individuo e instituciones financieras (Fungacova y Weill, 
2015). Tal es el caso de los resultados obtenidos en personas con 
un nivel superior de educación que presentan mayor probabilidad 
de su inclusión financiera (10.15%) con respecto de encontrarse en 
los niveles de educación secundaria; por el contrario, las personas 
que no tienen instrucción tienen menor probabilidad (-25.72%). 
De manera colateral, se evidencia que la educación tiene mayor 
incidencia en las mujeres, puesto que, al no tener ningún nivel de 
instrucción se reduce 27.69% la probabilidad de tener una cuenta 
de ahorros e incrementa 11.83% su probabilidad al tener nivel de 
instrucción superior. Similar sucede en la población masculina, 
en menor proporción, los niveles más bajos de educación reducen 
23.72% la probabilidad de tener una cuenta de ahorros y los niveles 
de educación superior incrementan 9.17% la probabilidad.
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En lo que refiere a la relación laboral dependiente e indepen­
diente, se presenta una mayor correlación negativa entre empleo 
independiente e inclusión financiera puesto que una persona con 
relación laboral independiente disminuye su probabilidad de tener 
una cuenta de ahorros en 13.47% con respecto a los trabajadores 
no remunerados. Lo anterior es mayor en los hombres que en las 
mujeres, con respecto a los hombres que tienen una relación laboral 
independiente, se representa una disminución del 17.12% de proba­
bilidad de estar incluidos en el sistema financiero formal, mientras 
que para las mujeres representa una disminución del 9.90%.

En las personas que tienen una relación laboral de dependen­
cia también disminuye la probabilidad de ser propietarios de una 
cuenta de ahorros en -11.12%, mujeres -7.48% y hombres 14.83%. 
Sin embargo, al comparar los encuestados con relación laboral 
de independencia es evidente que estos últimos se encuentran en 
desventaja; por otro lado, trabajar con relación de dependencia 
o independencia condiciona en menor proporción a la población 
femenina, siendo la segunda variable más relevante obtenida en el 
estudio. Estos hallazgos son similares a los presentados por Ate­
rido, Beck y Iacovone (2013) para 10 países de África. Al ser los 
encuestados empleados dependientes incrementa la probabilidad 
en el acceso y uso de servicios financieros formales, mientras que, 
los trabajadores independientes en países como Bostwana, Malawi, 
Tanzania y Sudáfrica mantienen una correlación negativa.

Los resultados obtenidos con respecto al área en donde reside el 
encuestado, muestran que las personas que residen en zonas rurales 
tienen -2.41% probabilidad de acceder al sistema financiero formal 
con respecto a zonas urbanas, lo cual es esperado. En zonas rurales 
los puntos de atención financiera son escasos porque en su mayoría 
se concentran en áreas urbanas al tener mayor densidad poblado- 
nal. En zonas rurales existe, generalmente, acceso limitado al sis­
tema financiero formal porque las instituciones financieras aprove­
chan las economías de escala para ubicar sus matrices, sucursales
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o agencias bancarias (Cámara, Peña y Tuesta 2013). Analizando en 
relación al género, residir en zonas rurales para las mujeres repre­
senta una leve desventaja con respecto a los hombres, siendo el coe­
ficiente marginal de -2.59% en mujeres y -2.27% en hombres.

En relación con la variable independiente mencionada, que 
refiere al área en la que vive el encuestado, se encuentra la densidad 
financiera representada por puntos de atención financiera por cada 
100.000 habitantes. En modelo general se incrementa 3% la proba­
bilidad de inclusión financiera cuando existe mayor densidad finan­
ciera, pero existe una diferencia entre hombres y mujeres, al incre­
mentarse en mayor proporción en hombres (3.1%) la probabilidad 
de tener una cuenta de ahorros con respecto a las mujeres (2.55%).

La inclusión financiera fomenta la cultura de ahorro en la pobla­
ción, se constata una correlación positiva, las personas que ahorran 
incrementan 19.43% la probabilidad de tener una cuenta de ahorros. 
El ahorro tiene mayor relevancia en las mujeres correspondiendo el 
aumento del 19.35% de probabilidad frente al 19.04% en los hom­
bres, a partir de ello se puede concluir que la inclusión financiera 
tiene más impacto en las mujeres para generar una cultura de ahorro 
destinado principalmente para cubrir gastos a corto o largo plazo 
relacionados con eventos fortuitos que pueden afectar su bienestar.

En lo que respecta al crecimiento económico en cada provincia, 
representado por el logaritmo natural del VAB per cápita a precios 
constantes, se puede evidenciar que existe una correlación positiva 
con la inclusión financiera porque incrementa 8.07% la probabili­
dad de tener una cuenta de ahorros, teniendo un mayor impacto 
en los hombres (8.41%) que en las mujeres (6.78%). Lo anterior se 
asemeja a los hallazgos de Alien et al. (2016), donde concluyen que 
a nivel país, el PIB per cápita es un factor relevante para explicar la 
inclusión financiera porque los países con mayores ingresos son los 
que presentan menores niveles de exclusión financiera.

Los canales de discriminación de género, violencia de género 
y matrimonios en mujeres jóvenes, presentan una correlación
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negativa con la propiedad de cuentas de ahorros. La violencia de 
género disminuye la probabilidad de inclusión financiera en 4.67%, 
pero existe una leve diferencia entre hombres (-4.66%) y muje­
res (-4.71%). No obstante, la incidencia de matrimonios jóvenes 
es significativa al 90% de confianza. En las mujeres presenta una 
correlación negativa, pero en los hombres tiene una mayor inciden­
cia porque disminuye 4.09% la probabilidad de acceder al sistema 
financiero formal. Lo anterior es acorde a los hallazgos de Demir- 
guc-Kunt, Klapper y Singer (2013) y Ghosh y Vinod (2017), ya que 
los países con mayores niveles de violencia de género e incidencia 
de matrimonios precoz son significativos para el acceso y uso de los 
servicios financieros en las mujeres. Además, presentan una corre­
lación negativa para las dos variables explicativas.

Los resultados obtenidos mediante la regresión probabilística 
son consistentes con la teoría expuesta en la presente investigación. 
Es menester indicar que otras variables fueron analizadas, pero 
resultaron no significativas, entre las cuales se destacan: índice de 
feminidad, tasa de bruta de matriculación primaria de niñas y niños, 
estado civil, etnia, socio de una cooperativa o asociación, dominio 
geográfico territorial (Quito, Guayaquil, Ambato, Cuenca y Loja); 
entre otras variables independientes. Lo cual significa que para el 
Ecuador las variables mencionadas no influyeron en la probabilidad 
de tener una cuenta de ahorro para el año 2017.

6. Conclusiones y recomendaciones
El sistema financiero es transcendental para el crecimiento eco­
nómico y desarrollo social en los países, por tanto, el acceso a 
los servicios financiero a diferentes segmentos de la población es 
fundamental para su inclusión socioeconómica. La relevancia de 
inclusión financiera para los hacedores de políticas y académicos 
a lo largo de las últimas dos décadas ha contribuido a la identifi­
cación de barreras de acceso, segmentos y territorios excluidos; 
así como, al levantamiento de encuestas y fuentes de información
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sobre esta temática que han permitido desarrollar estudios basa­
dos en modelos cada vez más robustos que consideran las dife­
rentes características económicas, sociales, políticas y culturales 
propias de cada país.

Como se mencionó, los resultados de los modelos empíricos 
varían por país, por tanto, los resultados obtenidos en otros países 
de la región no pueden generalizarse para el caso del Ecuador. De 
esta manera, con la presente investigación se contribuye a la discu­
sión sobre inclusión financiera y determinantes que condicionan a 
la población ecuatoriana, mediante el uso de la información de la 
ENEMDU, que caracteriza a la población incluida y excluida del sis­
tema financiero formal. Esto, con la finalidad de analizar el impacto 
de ciertas variables explicativas propuestas sobre la probabilidad de 
tener una cuenta de ahorros. La perspectiva de género en la presente 
investigación es relevante porque permite capturar las diferencias 
entre hombres y mujeres que prexisten por razones económicas, 
sociales, biológicas y culturales, mismas que, se agencian en el sis­
tema financiero ecuatoriano.

Se debe indicar que los hallazgos en el modelo probabilís- 
tico general presentan sus limitaciones, puesto que, la muestra se 
encuentra sobrerrepresentada por hombres jefes de hogar. Esta limi­
tación se subsana con las estadísticas descriptivas y evidencia empí­
rica de los estudios expuestos de manera sucinta en las secciones 
uno y dos; así como, en los modelos probabilísticos diferenciados 
por género que exponen las características socioeconómicas y geo­
gráficas que determinan en la inclusión financiera los cuales presen­
tan pruebas de bondad de ajuste aceptables.

En el modelo empírico general se encuentra que factores como: 
bajos niveles de ingresos y educación, relación de independencia 
laboral, vivir en áreas rurales, alta incidencia de violencia de género 
y matrimonios jóvenes son, entre los principales, factores que redu­
cen la probabilidad de inclusión financiera en la población. Los 
resultados indican que ser mujer incrementa el 3.3% la probabilidad
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de tener una cuenta de ahorros con respecto a los hombres. Lo ante­
rior puede suscitarse porque la encuesta utilizada, ENEMDU, está 
dirigida a los jefes de hogar, así las mujeres tienen mayor necesidad 
para acceder al sistema financiero formal mediante una cuenta aho­
rros para atender a las necesidades en los hogares y obtener autono­
mía económica, financiera y personal.

Sin embargo, los resultados del modelo econométrico parcial 
sugieren que ciertas características socioeconómicas y geográficas 
condicionan la inclusión financiera en las mujeres en mayor propor­
ción con respecto a los hombres, entre las cuales se destacan: ingre­
sos bajos, nivel educativo bajo, relación de independencia laboral, 
residir en zonas rurales e incidencia de violencia de género en la 
provincia de residencia. Lo mencionado sugiere la no existencia 
explícita de discriminación o menor demanda de servicios finan­
cieros formales, particularmente de cuentas de ahorros utilizadas 
en este estudio, por parte de la población femenina, sino la preva­
lencia de desventajas que, sin ser propias del sector financiero, son 
inherentes de la subordinación social que adjudica privilegios a los 
hombres en detrimento de las mujeres.

Entre las principales desventajas que enfrentan las mujeres se 
atañen la segregación y subordinación laboral, y brechas salariales 
que persisten y profundizan en los países en desarrollo. Por tanto, 
las políticas orientadas a reducir la brecha de género en materia de 
inclusión financiera deben orientarse a equiparar las oportunidades 
laborales y económicas. Adicional, dado los bajos niveles de educa­
ción en la población femenina es necesario desarrollar sus capaci­
dades y habilidades financieras a través de la educación financiera, 
pero con perspectiva de género para el entendimiento de conceptos 
y herramientas necesarios para su acceso efectivo y uso adecuado 
de los servicios financieros formales, Los programas de educación 
financiera deben complementarse con metodologías para evaluar su 
impacto lo cual permitiría adecuar e innovar herramientas en torno 
a la inclusión financiera.
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Por parte de los intermediarios financieros, en general, es nece­
sario el diseño de servicios financieros que permitan suplir las nece­
sidades específicas de las mujeres y no discriminación como con­
secuencia del sistema jerarquizado de género. La incorporación y 
socialización sobre medios digitales en el sistema financiero, es una 
alternativa, para lograr la inclusión financiera y reducir la brecha 
de género al ser la distancia una barrera recurrente de las mujeres 
como consecuencia en la escasez de tiempo dado que desarrollan 
actividades relacionadas con la reproducción biológica y social.

Por último, se debe destacar que el Ecuador no cuenta con una 
encuesta e información especializada en inclusión financiera, por 
tanto, es necesario generar información actualizada y desagregada 
por sexo, para tener una perspectiva más clara sobre las diferen­
cias en el acceso y uso de los servicios financieros formales. Así, los 
servicios financieros ofertados por el sistema financiero formal se 
adaptarían a las necesidades de las mujeres. Sería idóneo y acertado 
el diseño y seguimiento de políticas que permitan evaluar las nece­
sidades de los segmentos de la población de manera diferenciada al 
entender a detalle sus complejidades.
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Anexos
Anexo 1

Tabla 1. Bancarización hombres y mujeres -  Cantones con mayores brechas de 
género en el índice de bancarización. Número de cuenta de ahorros activa sobre 

el total de la población adulta cantonal

P ro v in c ia C a n tó n
B a n c a r iz a c ió n  

h o m b r e s  (A )

B a n c a r iz a c ió n  

m u je re s  (B )

B r e c h a

(A -B )

A zuay Camilo Ponce Enríquez 1 5 ,1 9 % 5 ,9 5 % 9 ,2 4 %

A zuay Cuenca 5 3 ,0 1 % 4 3 ,7 7 % 9 ,2 4 %

A zuay Santa Isabel 4 6 ,4 6 % 3 8 ,9 5 % 7 ,5 1 %

A zuay San F em ando 2 6 ,7 6 % 1 9 ,7 6 % 7 ,0 0 %

A zuay Sevilla de Oro 1 2 ,8 2 % 6 ,3 1 % 6 ,5 1 %

A zuay El Pan 1 5 ,0 6 % 9 ,7 6 % 5 ,3 1 %

Bolívar Calum a 4 0 ,1 9 % 3 0 ,5 9 % 9 ,6 0 %

Bolívar Echeandía 3 1 ,0 2 % 2 5 ,3 9 % 5 ,6 3 %

C añar Biblián 3 9 ,9 2 % 2 6 ,3 3 % 1 3 ,5 9 %

Cañar La Troncal 2 5 ,0 8 % 1 8 ,7 7 % 6 ,3 1 %

Cañar El Tambo 2 7 ,1 8 % 2 0 ,9 2 % 6 ,2 6 %

Carchi M ontúfar 4 7 ,0 0 % 3 7 ,6 8 % 9 ,3 2 %

C him borazo Riobam ba 3 9 ,3 8 % 3 3 ,8 0 % 5 ,5 8 %

C otopaxi Pangua 3 5 ,4 2 % 2 6 ,9 0 % 8 ,5 2 %

C otopaxi Latacunga 4 6 ,0 7 % 3 8 ,0 7 % 8 ,0 0 %

El Oro Zarum a 4 3 ,5 5 % 1 4 ,2 8 % 2 9 ,2 7 %

El Oro A tahualpa 2 7 ,4 3 % 5 ,7 0 % 2 1 ,7 3 %

El Oro Balsas 3 9 ,3 5 % 2 0 ,8 9 % 1 8 ,4 6 %

El Oro Portovelo 2 7 ,2 2 % 8 ,9 7 % 1 8 ,2 5 %

El Oro Piñas 4 6 ,0 9 % 2 8 ,3 5 % 1 7 ,7 4 %

El Oro El Guabo 3 1 ,9 6 % 1 4 ,68% 1 7 ,2 9 %

El Oro M achala 4 1 ,0 2 % 2 6 ,5 6 % ] 4 ,4 6 %

El Oro Arenillas 2 2 ,2 6 % 1 3 ,1 5 % 9 ,1 2 %

El Oro Pasaje 3 1 ,0 3 % 2 2 ,9 7 % 8 ,0 6 %

El Oro Santa Rosa 3 4 ,7 2 % 2 7 ,0 6 % 7 ,6 6 %
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P ro v in c ia C a n tó n
B a n c a r iz a c ió n  

h o m b re s  (A )

B a n c a r iz a c ió n  

m u je re s  (B )

B r e c h a

(A -B )

El Oro H uaquillas 2 3 ,2 6 % 1 7 ,6 1 % 5 ,6 6 %

G uayas Balao 3 8 ,5 0 % 1 2 ,9 1 % 2 5 ,5 9 %

G uayas G eneral A ntonio  Elizalde 6 4 ,1 2 % 3 9 ,2 0 % 2 4 ,9 2 %

G uayas N aranjal 2 5 ,5 7 % 1 2 ,5 5 % 1 3 ,0 2 %

G uayas El Triunfo 2 2 ,2 0 % 1 3 ,7 3 % 8 ,4 8 %

Loja Pindal 3 4 ,6 5 % 2 0 ,5 5 % 1 4 ,1 0 %

Loja Loja 3 5 ,3 8 % 2 4 ,1 4 % 1 1 ,2 4 %

Loja Calvas 2 4 ,5 7 % 1 5 ,5 7 % 9 ,0 0 %

Loja Catam ayo 2 6 ,9 5 % 1 7 ,9 7 % 8 ,9 8 %

Loja Saraguro 1 7 ,2 9 % 9 ,6 2 % 7 ,6 7 %

Loja Puyango 2 2 ,6 5 % 1 5 ,5 5 % 7 ,1 0 %

Los Ríos Puebloviejo 2 5 ,5 2 % 1 2 ,0 2 % 1 3 ,5 0 %

Los Ríos Ventanas 2 7 ,8 5 % 1 8 ,1 2 % 9 ,7 2 %

Los Ríos Q uevedo 3 0 ,6 0 % 2 3 ,1 5 % 7 ,4 5 %

Los Ríos Buena Fé 1 7 ,3 9 % 1 0 ,1 6 % 7 ,2 3 %

Los Ríos Valencia 1 4 ,5 4 % 8 ,7 2 % 5 ,8 3 %

Los Ríos V inces 1 5 ,6 8 % 1 0 ,0 4 % 5 ,6 4 %

Los Ríos Babahoyo 1 7 ,4 2 % 1 1 ,9 9 % 5 ,4 3 %

M orona
Santiago

Santiago 4 9 ,8 8 % 2 3 ,0 5 % 2 6 ,8 3 %

M orona
Santiago

G ualaquiza 3 4 ,2 0 % 2 8 ,9 3 % 5 ,2 7 %

Ñ apo C arlos Ju lio  A rosem ena Tola 3 0 ,4 1 % 2 1 ,0 7 % 9 ,3 4 %

O rellana Francisco  de  O rellana 3 7 ,0 4 % 2 0 ,9 4 % 1 6 ,1 0 %

O rellana La Joya De Los Sachas 2 1 ,9 7 % 1 1 ,6 8 % 1 0 ,2 9 %

O rellana Loreto 1 4 ,9 3 % 8 ,1 7 % 6 ,7 6 %

Pastaza M era 3 4 ,9 8 % 2 3 ,8 7 % 1 1 ,1 2 %

Pichincha Pedro Vicente M aldonado 8 2 ,8 5 % 3 9 ,8 3 % 4 3 ,0 2 %

Pichincha R um iñahui 4 8 ,7 6 % 3 8 ,0 3 % 1 0 ,7 3 %

Pichincha P uerto  Q uito 2 0 ,2 5 % 9 ,9 3 % 1 0 ,3 2 %
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P ro v in cia C a n tó n
B a n c a r iz a r ió n  

h o m b re s  (A )

B a n c a r iz a c ió n  

m u jeres (B )

B re ch a

(A -B )

Pichincha Q uito 40,59% 32,83% 7,76%

Pichincha San M iguel de los Bancos 19,20% 12,20% 7,01%

Pichincha Cayam be 51,30% 44,60% 6,70%

Santo
D om ingo De 
Los Tsáchilas

La Concordia 30,69% 20,26% 10,43%

Sucum bíos Lago Agrio 34,52% 22,11% 12,41%

T ungurahua A m bato 38,72% 32,73% 5,99%

T ungurahua Baños 25,31% 19,54% 5,77%

Zam ora
C hinchipe

Zam ora 44,22% 24,79% 19,43%

Zam ora
C hinchipe

C hinchipe 20,83% 9,66% 11,17%

Zam ora
C hinchipe

Yantzaza 47,33% 39,36% 7,96%

Zam ora
C hinchipe

El Pangui 39,93% 33,75% 6,18%

Fuente: Banco Central del Ecuador: Estadísticas de Inclusión Financiera. Información 
Trimestral. Boletín No. 3 año 2017
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Anexo 2

Tabla 2. Descripción de la variable dependiente y variables explicativas 
consideradas en el modelo econometrico

Variables Obs Media Desv.
Estd.

Min Max

ACCESO A U NA CUENTA DE AHORROS 

Descripción: D um m y =1 si el je fe  d e  hogar 

m enciona la tenencia  de  u n a  cu en ta  de ah o ­

rros, d e  otro m odo cero 

Código: in c l_ finan

Fuente de información: ENEMDU, 1NEC

29,964 0,5846 0,4928 0 1

SEXO

Descripción: D u m m y  =1 s i e l je fe  de hogar es 

m ujer, d e  o tro  m o d o  cero 

Código: m u je r

Fuente de información: ENEMDU, INEC

29,964 0,274 0,446 0 1

EDAD

Descripción: Variable num érica: corresponde 

a  la edad  del encuestado  

Código: edad

Fuente de información: ENEMDU, INEC

29,964 49,901 16,229 18 99

EDADA2

Descripción: Variable num érica: co rresponde 

a la ed a d  d e l encuestado  elevado a l cuadrado 

Código: edad2

Fuente de información: ENEM DU, IN EC

29,964 0,7025 1745,867 324 9801

INGRESO

Descripción: Variable categórica:

Q uin til 1, d u m m y = l si e l je fe  de hogar perten- 

ce al q u in til 1, de o tro  m odo 0 

Código: q l

Fuente de información: ENEM DU, INEC

28,717 0,2033 0,4025 0 1

INGRESO

Descripción: Q u in til 2 , d u m m y = l si e l je fe  de 

hogar p e rten ce  a l q u in til 2 , de  o tro  m o d o  0 

Código: q2

Fnente de información: EN EM D U, IN EC

28,717 0,1985 0,3989 0 1

INGRESO
Descripción: Q u in til 3 , d u m m y = l si el je fe  de 

hog ar p e rten ce  a l q u in til 3 , d e  o tro  m odo  0 

Código: q3

Fnente de información: ENEM DU, IN EC

28,717 0,2001 0,4001 0 1
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Variables Obs Media Desv.
Estd,

Min Max

INGRESO

Descripción: Q u in til 4 , d u m m y = l si e l je fe  de 

hogar p e rten ce  al q u in til 4 , d e  o tro  m odo 0 
Código: q4
Fuente de información: ENEM DU, 1NEC

28,717 0,1982 0,3986 0 1

INGRESO

Descripción: Q u in til 5 , d u m m y = l si e l je fe  de 

hogar p e rten ce  al q u in til 5 , d e  o tro  m odo 0 
Código: q5
Fuente de información: ENEM DU, 1NEC

28,717 0,1998 0,3999 0 1

NIVEL D E INSTRUCCIÓN 
Descripción: Variable categórica: Sin in s tru c ­

ción , d u m m y = l si n o  tiene n in g ú n  año de  ins­
trucción , asistió  a  u n  centro  de alfabetización 
o ja rd ín  de  infantes, d e  o tro  m odo 0.
Código: s i n j n s t r

Fuente de información: ENEM DU, 1NEC

29,964 0,0657 0,2478 0 1

NIVEL D E INSTRUCCIÓN 
Descripción: In s tru cc ió n  p rim aria , d u m m y= l 
si e l n ive l de in s tru c c ió n  alcanzado fue educa­

ción  básica o  p rim aria , d e  o tro  m odo 0. 
Código: in str_prim aria  

Fuente de información: ENEM DU, 1NEC

29,964 0,4315 0,4953 0 1

NIVEL D E INSTRUCCIÓN 
Descripción: In s tru cc ió n  secundaria, 

d u m m y = l si e l n ive l de in s tru cc ió n  alcanzado 
fue edu cac ió n  secundaria  o m edia, de otro 
m odo 0.

Código: in s tr_secundaria
Fuente de información: ENEM DU, 1NEC

29,964 0,3257 0,4686 0 1

NIVEL D E INSTRUCCIÓN 
Descripción: In s tru cc ió n  superior, d u m m y= l 

si el n ive l de  in s tru cc ió n  alcanzado fue técni­
co, un iversitario  o postg rado , de o tro  m odo 0. 

Código: in s tr_ su p erio r 
Fuente de información: ENEM DU, 1NEC

29,964 0,1771 0,38177 0 1

RELACIÓN LABORAL 

Descripción: Variable categórica: 
D ependiente , d u m m y = l si e l je fe d e  h ogar 

co rresponde e n  algunas de las categorías de 
ocupación  consideradas dependientes, de otro 
m odo 0.

Código: em pl_depend ien te
Fuente de información: ENEM DU, IN EC

29,964 0,4188 0,4934 0 1
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Variables Obs Media

1 1 Min Max

RELACIÓN LABORAL 
Descripción: In d ep en d ien te , d u m m y = l si 

el je fe  de  hog ar co rresp o n d e  e n  algunas de 

las ca tegorías d e  o cu p ac ió n  consideradas 

in d ep en d ien tes , d e  o tro  m odo 0.
Código: e m p ljn d e p e n d ie n te  

Fuente de información: ENEM DU, IN EC

29,964 0,4172 0,4931 0 1

ÁREA RURAL
Descripción: D um m y =1 si e l jefe de hogar 

vive e n  u n a  zona ru ra l, de o tro  m odo cero 

Código: ru ra l
Fuente de información: ENEM DU, INEC

29,964 0,3796 0,4853 0 1

AHORRA
Descripción: D um m y =1 s i  el je fe de hogar 
m e n cio n a  q ue aho rra , de o tro  m odo cero 

Código: aho rra
Fuente de información: ENEM DU, INEC

29,964 0,3769 0,4846 0 1

PRESENCIA D EL SECTO R FINANCIERO 

FORM AL
Descripción: Ind ica el n ú m ero  d e  p u n to s  de 
a ten c ió n  financiero  q u e  existe e n  la p rovincia 

d e l encuestado .
Código: PAF_hb
Fuente de información: In c lu sió n  financiera, 

BCE

29,964 3,2998 1,5173 0,9891 7,7418

VALOR AGREGADO BRUTO 
Descripción: E stá rep resen tado  p o r  el 

loga ritm o  n a tu ra l d e l V alor A gregado B ruto 

p e r  cáp ita  identificado p o r  p rovinc ia  e n  la que 

res id e  el encuestado .

Código: InVABper
Fuente de información: C uen tas p rovinc ia­

les, BCE

29,964 1,5762 0,4146 0,8998 3,2314

V IOLENCIA DE GÉNERO 
Descripción: Es la p roporción  de casos de 

vio lencia de género d enunciados p o r  p rov in ­

cia sobre  el total nacional.
Código: v io lenciapto ta l 

Fuente de información: FGE

29,964 0,0575 0,0749 0,0022 0,2718

IN C ID E N C IA  D E M ATRIMONIOS JÓVENES 

Descripción: Refiere a la p ro p o rc ió n  de 
m a trim o n io s  jó v en es  e n  m ujeres en tre  15 a 

17 añ o s d e  ed a d  sobre  e l to ta l d e  m a trim onios 

p o r  p rovinc ia .
Código: m atrim onios
Fuente de información: R egistro Civil

29,964 0,1039 0,03814 0,0484 0,2014
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Anexo 3

Tabla 3. Coeficientes marginales obtenidos del modelo general y por sexo

General Mujeres Hombres

dy/dx
Error

estándar
dy/dx

Error
estándar

dy/dx
Error

estándar

m ujer 0,03315*** 0,00602

edad 0,00621*** 0,00093 0,00621*** 0,00167 0,00657*** 0,00112

edad2 -0,00006*** 0,00001 -0,00005*** 0,00002 -0,00006*** 0,00001

d q l -0,18622*** 0,00837 -0,19104*** 0,01555 -0,17824*** 0,01013

dq2 -0,076145*** 0,00772 -0,06015*** 0 ,01516 -0,08522*** 0,00908

dq4 0,08794*** 0,00780 0,09124*** 0,01878 0,08819*** 0,00859

dq5 0,14388*** 0,00881 0,14061*** 0,02133 0,14725*** 0,00973

s i n jn s t -0,25719*** 0,01202 -0,27687*** 0 ,01969 -0,23716*** 0,01532

in st_ p rim -0,11082*** 0,00602 -0,10448*** 0,01183 -0,11198*** 0,00700

ínst_sup 0,10156*** 0,00855 0,11828*** 0,01652 0,09173*** 0,01006

e m p ljn d e p e n d -0,13466*** 0,00916 -0,09896*** 0,01396 -0,17118*** 0,01251

em pl_depend -0,11198*** 0,01007 -0,07481*** 0,01628 -0,14834*** 0,01342

ru ra l -0,024122*** 0,00577 -0,02592** 0,01148 -0,02274*** 0,00669

ah o rra 0,19425*** 0,00506 0,19353*** 0,01003 0,19014*** 0,00586

PAF_hb 0,03004*** 0,00195 0,02553*** 0,00376 0,03095*** 0,00228

InVABper 0,08073*** 0,00667 0,06784*** 0,01390 0,08408*** 0,00761

v io lenciapto ta l -0,46704*** 0,04471 -0,47070*** 0,08239 -0,46601*** 0,05327

m atrim onios -0,37361*** 0,07752 -0,28861* 0,15017 -0,40905*** 0,09061

O bservaciones 28,717 7,706 21,011

Log likelihood -15403,975 -4103,861 -11280,256

LR chi2 8105,65 2356,16 5759,73

P seudo R2 0,2083 0,2230 0,2034

Lroc 0,7975 0.8057 0.7945

Porcentaje de 

clasificación
73,30% 73,37% 73,32%

* p < 0 ,l, ** p<0,05 , *** p<0,01

Fuente: Banco Central del Ecuador, FGE e INEC
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1. Introducción
La economía popular y solidaria en el Ecuador (EPS), a partir del 
fortalecimiento de la institucionalidad y la implementación de polí­
ticas públicas desde aproximadamente el año 2010, se ha conver­
tido en un sector clave dentro de las finanzas a nivel nacional para 
la lucha contra la pobreza (Peñafiel Torres, Fierro López, y Alonso 
Alemán 2017). Las cifras de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria (SEPS) muestran que para el año 2019 el total 
registrado en esta entidad fue aproximadamente de $16 millones de 
dólares, de los cuales el 45% correspondió a créditos para consu­
mos prioritarios, el 36% a microcrédito, el 10% a crédito inmobilia­
rio y el restante, a créditos comerciales, productivos, de viviendas 
de interés público y sector educativo (SEPS 2019). Para el mismo 
año, 15.004 organizaciones conformaron el sector de la Economía 
Popular y Solidaria, dentro de las cuales 14.438 eran del sector real 
(no financiero) y 566 del sector financiero, correspondiente a 561 
cooperativas de ahorro y crédito, 4 mutualistas y una caja central. 
Estas organizaciones manejaron un saldo de aproximadamente 
$15.429 millones; y mantuvieron 3.351 puntos de atención distri­
buidos en áreas rurales y cantones con niveles de pobreza superior 
al 50% (SEPS 2019).

1 Wendy Santos Saavedra, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(FLACSO) -  Ecuador.

2 María Fernanda López, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(FLACSO) -  Ecuador.
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El acceso al microcrédito, a los servicios financieros a través 
de las microfinanzas podría ser considerados como una de las cla­
ves de éxito del enfoque de desarrollo territorial rural (Fletschner 
y Kenney, 2014). En el marco de la Economía Popular y Solidaria 
(EPS) el acceso a capital es un elemento central de su aproxima­
ción teórica y práctica. En estos dos contextos las microfinanzas 
se definen como una vía alterna para la reducción de la pobreza y 
se consideran como un mecanismo para contrarrestar la exclusión 
generada por la banca tradicional (García-Horta y Zapata-Martelo, 
2012). El crédito ha permitido mejorar la calidad de vida, convir­
tiéndose en una herramienta de financiamiento de la población en 
condiciones económicas vulnerables a lo largo del tiempo (Auma y 
Mensah, 2014). El acceso recursos monetarios, por ejemplo, a tra­
vés de las microfinanzas se ve influenciado por contextos políticos 
a escala nacional, condiciones socioeconómicas específicas de la 
población y de los usuarios; además de variables de índole territo­
rial como la localización de los intermediarios financieros o condi­
ciones ambientales que determinan la productividad, sobre todo, 
agrícola (Kahn y Rabani, 2015).

En América Latina, y particularmente en las áreas rurales, la 
condición de género femenino es un elemento que aparece como 
limitante al acceso al microcrédito y a servicios financieros en 
general. La población femenina rural tiene las mayores barreras 
crediticias (Fletschner y Kenney, 2014), a pesar de que las muje­
res ocupan un rol primordial dentro de la economía rural y de 
que su contribución es fundamental en la producción agrícola, la 
soberanía alimentaria y la alimentación (Deere y Doss, 2006). A 
la limitación de acceso a servicios financieros por la condición de 
género, en el caso ecuatoriano, se suman a la marginación de la 
mujer, una serie de elementos restrictivos relacionados a la polí­
tica pública, inversión, infraestructura y servicios básicos (Jáco- 
me-Estrella, 2019). La superación de esta limitación apoyaría a 
que las microfinanzas se conviertan en una estrategia eficaz para
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atenuar la pobreza de las mujeres (García-Horta y Zapata-Martelo, 
2012), y, podría coadyuvar a mejorar las condiciones de vida de 
la población rural. Esto es fundamental al momento de de consi­
derar los los objetivos del desarrollo territorial rural (Fletschner 
y Kenney, 2014).

En este contexto, la EPS con su principio fundamental de la 
prelación del trabajo sobre el capital, reconoce la igualdad en toda 
forma de trabajo productivo y reproductivo. Esta igualdad consi­
dera la inclusión y la no discriminación por género, los derechos 
reproductivos en el espacio laboral así como el trabajo reproductivo 
no remunerado de las mujeres (Coraggio, 2011); por lo mismo, los 
mecanismos de acción de la EPS pueden ser vías para promover la 
inclusión de mujeres, también en el acceso a servicios financieros. 
Sin embargo, existen todavía muchas restricciones para esta inclu­
sión financiera.

El género como limitante al acceso de microfinanzas es un ele­
mento conocido de discusión en el Sur Global; forma parte de un 
debate más amplio alrededor del análisis de los factores que deter­
minan el acceso y la demanda a crédito, desde los hogares rurales. 
Así, por ejemplo, para Etiopía, Auma y Mensah (2014) identifican 
que el acceso al crédito depende tanto de la demanda, es decir, de las 
características individuales y de los hogares que consideran varia­
bles sociales de renta, sexo, edad y educación; así como de la oferta 
de las instituciones financieras (ej. tasas de interés, condiciones 
del crédito y la distancia o cercanía del solicitante). La evidencia 
de casos en África, Asia y América Latina indican que el acceso a 
crédito por parte de mujeres rurales aumenta la productividad de 
las unidades familiares agrícolas, lo cual aporta a generar procesos 
de empoderamiento, en contextos socio económicos y culturales 
estructuralmente excluyentes (Ganle, et. al, 2015; García Horta, 
et.al, 2014; Castro Fernández, 2010)

En el Ecuador, la participación de la mujer en el acceso a ser­
vicios financieros hasta septiembre del 2019 fue del 39%, lo que
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evidencia un desbalance en el número hombres y mujeres que 
acceden a este tipo de servicios; aún menor acceso tienen las muje­
res de mayor edad y menor nivel de instrucción, lo que indica que 
estas variables, profundizan las desigualdades en el acceso (SEPS, 
2019). Para el año 2020 el porcentaje de mujeres que tuvo acceso 
a servicios considerando el saldo de sus activos fue del 42%; mien­
tras que, de acuerdo a la estructura de volumen de crédito, la par­
ticipación era la siguiente: en el segmento 1 (más de 80 millones 
USD) las mujeres tenían una participación del 39,3%, en el seg­
mento 2 (de 20 a 80 millones USD) del 43,2% y en el segmento 
3 (5 a 20 millones USD) del 46,6% (SEPS 2020). Tanto por el 
número absoluto de personas que acceden a créditos, como por el 
volumen financiero, se evidencia desigualdad para las mujeres en 
el caso ecuatoriano.

En este contexto, las cooperativas de ahorro y crédito (COAC) 
se originan como entidades financieras para satisfacer las necesi­
dades de sus socios y socias, personas que voluntariamente y de 
forma autónoma se agrupan con fines económicos y sociales comu­
nes en una empresa colectiva (Bastidas-Delgado y Richer, 2001). 
En el Ecuador, la historia del sistema de cooperativas de ahorro y 
crédito inicia en el siglo XIX; en la actualidad es la Superintendencia 
de Economía Popular y Solidaria el ente regulador de las COAC en 
el país; éstas se rigen por principios de autoayuda, autogerencia y 
autorresponsabilidad de sus socios miembros; bajo estas premisas el 
sistema cooperativo demanda la copropiedad - afiliación del socio a 
la cooperativa-. Si bien en la actualidad existen COACs que operan 
en todo el país, originalmente éstas funcionaban en áreas limitadas, 
que permitía un mejor acercamiento tanto a los socios y como a la 
situación local de los diferentes sectores productivos. Esta caracte­
rística ha permitido elevar los niveles de cercanía y confianza de los 
socios en las COAC. Éstas proveen dos formas de financiamiento 
que ocupan la mayor proporción del crédito, para consumo y el 
microcrédito, que para el 2017 se definió como promedio en 5.100 
USD (Jácome-Estrella 2019).
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En el Ecuador, dentro de la EPS las COAC cumplen un rol fun­
damental en los procesos de inclusión financiera, por la oferta de 
servicios financieros que pueden proveer a población vulnerable, o 
bien sea por condiciones de pobreza, o por la localización marginal 
de sus hogares sobre todo en áreas rurales (Vaca-Enríquez, Jácome 
Estrella y López Sandoval, 2021). Por otro lado, en el sector no 
financiero de las EPS se encuentran las asociaciones que producen, 
comercializan y consumen bienes. Se conforman por personas que 
desarrollan autogestión para actividades productivas colectivas o 
complementarias (Ramírez Granda et a l ,  2016; Elernández y Coro­
nado, 2020).

A partir de estos elementos, este artículo analiza a través de 
una investigación cualitativa territorializada, cómo se manifiestan 
localmente las limitaciones de acceso al crédito que tienen las muje­
res rurales andinas. Para esto se abordan tres aspectos: la forma de 
operación y las características de los actores financieros, ej. coo­
perativas de ahorro y crédito y asociaciones de mujeres; limitantes 
de acceso a crédito; e inconsistencias entre distintas variables que 
componen la oferta de servicios financieros entre estos actores. Se 
focaliza en los casos de cuatro actores financieros territoriales (dos 
cooperativas y dos asociaciones) en el cantón Sigchos en los Andes 
centrales del Ecuador.

2. Contexto territorial
Según datos del 2016, en la sierra del Ecuador, Chimborazo y Coto­
paxi, eran las provincias con economías agrícolas campesinas con 
mayor número de cooperativas registras den la SEPS. En el caso 
de Cotopaxi, en ese año se registraron 65 COACs (Jácome-Estre- 
11a 2019). El cantón Sigchos (figura 1) pertenece a la provincia de 
Cotopaxi y se ubica la región noroccidental de la misma. Para el año 
2010 (INEC 2010) en este cantón el 42,77% del total de mujeres 
era población económicamente activa (PEA) y de este porcentaje, 
el el 42% se encontraba en el área rural. Cifras del censo evidencian
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también que la proporción de mujeres que contaban con un salario 
era 12% del total de la PEA a nivel del cantón y en las áreas rurales 
el 10,38%, mientras que en la zona urbana correspondía al 31,37%. 
Del total de la población femenina asalariada, las mujeres que se 
dedicaban a actividades primarias como la agricultura y ganadería 
correspondían al 5.21%, en las actividades de manufactura el 0.53% 
y el sector público el 4,09%. En aspectos relacionados con educa­
ción, la tasa de analfabetismo femenina era del 29,75% y para los 
hombres era de 19,33%. La tasa neta de asistencia a la educación 
disminuye en la medida que aumenta el nivel de estudios, es decir, 
educación básica 92,25; educación secundaria 55,69; educación 
superior 6.62%, reflejando porcentajes similares en las áreas rura­
les. En cuanto a la pobreza por necesidades básicas insatisfechas en 
el año 2010 en el cantón Sigchos se reporta que a nivel de hogares 
es del 91.65%; en el área rural fue del 95,98% y 57,12% en la zona 
urbana (INEC 2010).

El cantón tiene una superficie total de aproximadamente 
135.779 ha., de las cuales el 76,9% presentan pendientes de hasta 
el 70% y quebradas profundas (SIGTIERRAS, 2015). La cober­
tura vegetal relacionada a bosques nativos ocupa el 45,19%, la 
vegetación arbustiva 2,34% y los páramos representan el 3,29% 
del total del cantón. Adicional, la superficie bajo conservación 
del Parque Nacional Los Illinizas es de 61633 ha que represen­
tan el 45,39% del cantón (MAE, 2018). Según el Ministerio del 
Ambiente (2018), el 46,87% de superficie del cantón Sigchos tiene 
tierras agrícolas. Las principales actividades de la población son la 
agricultura y la ganadería, de acuerdo con el Censo de Población y 
Vivienda (INEC, 2010). Para el año 2010, la población económica 
activa ocupó un 74% en actividades agropecuarias; mientras que 
la población asalariada agrícola fue del 9.5.3%. En este sentido, los 
microcréditos otorgados por las cooperativas son dirigidos a estas 
actividades.
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Figura 1. Localización del área de estudio
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Figura 2. Distancia de Sigchos a ciudades principales
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En este contexto territorial, la investigación se centró en el aná­
lisis de las estrategias territorializadas de operación de cuatro acto­
res financieros, dos cooperativas de ahorro y crédito «San Miguel» 
y «Unidad y Progreso» de las Asociaciones de Mujeres Artesanas 
«Unión y Progreso» de la parroquia de Chugchilán, y de la Asocia­
ción de Mujeres «Marianita de Jesús» de la parroquia las Pampas. 
Según información proporcionada por los miembros de las coope­
rativas, las condiciones y características físicas y de localización 
del cantón Sigchos han sido determinantes para el surgimiento del 
cooperativismo. La distancia a ciudades y centros financieros como 
Latacunga, Quito, o Santo Domingo (figura 2), implicaba aproxima­
damente tres o más horas de viajes dada la distancia y condiciones 
viales. Es por esto por lo que, según los miembros de las COAC, 
hasta finales de los años 1990, la ausencia de entidades financieras 
en el cantón generó problemas de acceso a servicios financieros y 
esto motivó a la organización de cooperativas de ahorro y crédito. 
El emplazamiento actual de estas entidades en el centro del cantón 
proporciona mayor seguridad en la población de acceder a servicios 
financieros.

3 . M étodos
La investigación que se presenta en este artículo corresponde al 
estudio de caso de los actores financieros antes mencionados. La 
selección de este territorio y de las cooperativas y asociaciones, 
se derivó de una primera parte de la investigación en la cual se 
analizó patrones de asociación espacial de la concentración de 
microcréditos en el año 2020 en los cantones de las provincias de 
Manabí, Bolívar, Cotopaxi, Los Ríos, Chimborazo y Cañar. En estos 
territorios se identificó que los montos de microcréditos otorgados 
por las cooperativas de ahorro y crédito tienden a concentrarse en 
cantones específicos, comportamiento que se observa también en 
sus cantones vecinos. En el caso del cantón Sigchos, presentó un 
comportamiento distinto, pues es un cantón donde los montos de
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microcréditos otorgados por las entidades financieras de la EPS son 
bajos respecto de sus cantones vecinos, como Latacunga, Saquisilí 
y Pujilí (Santos Saavedra, 2022). Además, en un cantón con predo­
minio de actividad agropecuaria.

La investigación empírica cualitativa se realizó en el año 2021, 
todavía bajo los problemas de movilización y aislamiento, ocasio­
nados por la pandemia covidl9. La investigación se hizo en tres 
etapas: a) recopilación de información secundaria sobre condicio­
nes socioeconómicas de las mujeres a partir de las bases de datos 
como el Censo de Población y Vivienda del Instituto Nacional de 
Estadística y Censos (2010), y datos financieros del Banco Central 
del Ecuador y la Superintendencia de Economía Popular y Solida­
ria (2018); b) identificación de actores locales claves relacionados 
con el sector financiero y no financiero de la Economía Popular 
y Solidaria en mayo 2021 y levantamiento de información entre 
junio y julio de 2021: entrevistas semiestructuradas individuales 
a los gerentes y otros funcionarios de las cooperativas de ahorro 
y crédito (N=5); se realizó una entrevista grupal en una de las 
asociaciones de mujeres (10 participantes); c) análisis de los datos 
cualitativos.

El análisis de información cualitativa se realizó a través de un 
análisis temático (Flick, 2014) que se hizo en base a la transcripción 
resumida de la información cualitativa. El primer análisis para defi­
nir la forma de operación y las características de los actores finan­
cieros abordó tres dominios temáticos: la operación de las entidades 
financieras del territorio diferenciadas en a) cooperativas y b) aso­
ciaciones, además de c) los limitantes de acceso a crédito. Se asig­
naron códigos de acuerdo a los cuales se organizó la información 
narrativa para profundizar en la comprensión de los códigos y las 
categorías. Se utilizó el software Nvivo para este análisis.
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Tabla 1. Dominios temáticos, categorías y códigos utilizados en el análisis
cualitativo, 20 21

D o m in io s
te m á tic o s

C ateg o rías C ódigos

C ooperativas

a) Pertenencia y  cercanía ■ Socio com o «razón de  ser» de  las 
cooperativas

* Invo lucram ien to  en  gestión  y  
d irección

b) C apacidad y  disposición  de 
adaptación  a requerim ien tos 
de  los socios

* A daptación territo ria l 
■ Servicios com plem entarios no  

financieros

c) Confianza • "Ser conocido"
■ Cercanía con la com unidad

A sociaciones

a) R econocim iento legal y  
fortalecim iento organizacional

■ Posib ilidad  de  acceso a proyecto  de 
desarrollo

■ D em anda de  trabajo colectivo a 
m ás del dom éstico

b) Facilitar el acceso a créditos 
y  a  proyectos p roductivos

* C réditos 
■ Ingresos
" Ventajas frente  a bancos

L im itantes al 
credito

a) C ondiciones socio 
económ icas (dem anda)

* Ingresos y  p roductiv idad  
" E ducación financiera y  

capacitación
■ Tiem po de  dedicación a actividades 

de  la asociación

b) C ondiciones y  
requerim ien tos (oferta)

* D ocum entos
* M ovilización

Fuente: Elaboración propia en base a información de campo 2021

Para el análisis de las limitaciones de la oferta de servicios financie­
ros entre éstos actores revisó los testimonios en las entrevistas que 
mencionan las diferencias entre oferta y demanda en relación de 
variables fundamentales del acceso revisadas en la literatura (Jáco- 
me-Estrella 2019; Vaca-Enríquez et al., 2021; Kahn y Rabani, 2015). 
En este caso, se identificó información narrativa que aborde estas
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variables: condiciones y requerimiento para acceder a productos 
financieros, condiciones socioeconómicas de las mujeres (ej. tra­
bajo doméstico y nivel de educación); educación y capacitación 
financiera; patrimonio y garantías; tenencia de tierra, ubicación y 
distancia; sentimientos de pertenencia y cercanía; montos de micro- 
créditos, capacitaciones y generación de capacidades; e integración 
de las mujeres en las microfinanzas. Los resultados se encuentran 
la tabla 2.

4. Resultados
4.1. Actores financieros en el territorio: cooperativas de ahorro y cré­
dito y ¿isociaciones

La base de datos de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria (SEPS, 2020) sobre el sector financiero del cantón Sig- 
chos indica que existen dos cooperativas de ahorro y crédito «San 
Miguel» y «Unidad y Progreso». Estas se encuentran dentro del 
segmento3 3 y 4 de la clasificación de la SEPS. Por otro lado, 42 
entidades del sector no financiero se ubican en el cantón, de las 
cuales 88% corresponden a asociaciones, 5% a organizaciones 
comunitarias, 5% a cooperativas de transporte y 2% a cooperativas 
agrícolas (figura 3a). Del total de asociaciones, el 95% incluyen a 
hombres y mujeres, y el 5% (figura 3b) son asociaciones confor­
madas únicamente por mujeres. Dentro de éstas se encuentran la 
Asociación de Mujeres Artesanas Unión y Progreso de la parroquia 
de Chugchilán y la Asociación de Mujeres Marianita de Jesús de la 
parroquia las Pampas.

3 La Superintendencia de la Economía Popular y Solidaría, establece los seg­
mentos de las entidades del sector financiero popular y solidario de acuerdo al 
saldo de sus activos, categorizándolos en 5 segmentos. El segmento 4 de acuerdo 
al tipo y saldo de los activos se encuentran las que tienen mayor de i'ooo.ooo 
hasta 5 'ooo.ooo y el segmento 3 mayor a s'ooo.ooo hasta 20'ooo.ooo.
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Figura 3. Actores clave del sector no financiero de la EPS: (a) Organizaciones 
del sector no financiero de la Economía Popular y Solidarla; (b) Asociaciones del

sector no financiero

C ooperativas Cooperativa A sociaciones

95%

(a) (b)

Fuente: SEPS 2 0 2 0 .  Elaborado por: W. Santos, 2022

4.1 .1 . LA OFERTA: OPERACIÓN Y CARACTERÍSTICAS DE LAS
COOPERATIVAS DE AHORRO Y CRÉDITO

En las zonas rurales, las COACs son claves para atender nece­
sidades de financiamiento de los productores agrícolas de pequeña 
escala, por ejemplo, para la compra de insumos y/o herramientas. El 
análisis de las transcripciones de las entrevistas semi-estructuradas 
y de los grupos de discusión con personas relacionadas a las coo­
perativas de ahorro y crédito, sobre sus características y formas de 
operación resultó en tres categorías principales: a) la noción de per­
tenencia y de cercanía; b) la capacidad y disposición a la adaptación 
de sus servicios; c) la confianza en el comportamiento financiero de 
los socios.

a) Pertenencia y cercanía
Desde el origen de las cooperativas, la idea de la pertenencia y 

la cercanía a y de los socios ha sido clave para su funcionamiento. 
Varios informantes coinciden que la «razón de ser» de las coopera­
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tivas en Sigchos es «el socio» (expresado por los participantes de la 
investigación en masculino); tanto el funcionamiento y la organi­
zación de las COAC se definen según las necesidades de los socios 
quienes se involucran en la gestión y dirección, en las decisiones a 
través de la asamblea y consejos administrativos, de vigilancia y la 
estructura de gerencia; en el mismo equipo de trabajo participan los 
socios y una parte representativa del personal son mujeres. Las coo­
perativas Unidad y Progreso y San Miguel de Sigchos se fundaron en 
1997 y 1998 respectivamente por pobladores locales preocupados 
por la falta de entidades financieras en el territorio, con el fin de 
«promover el desarrollo y los emprendimientos» individuales y de 
las comunidades, como lo manifiesta un funcionario de una de las 
cooperativas. Los años de creación de estas cooperativas a la tempo­
ralidad de la crisis nacional financiera, que dio origen a la dolariza- 
ción del país. En la actualidad la cooperativa San Miguel de Sigchos 
cuenta con aproximadamente 3890 socios (16.7% del total de pobla­
ción) , mientras que la cooperativa Unidad y Progreso alcanza 5863 
socios (25.20% del total de población), de los cuales 3.157 son hom­
bres y 2.691 son mujeres y 15 son asociaciones. Al igual que otras 
entidades financieras de este tipo, las dos COAC fueron inicialmente 
reguladas por el Ministerio del Bienestar Social y actualmente por la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria.

b) Capacidad y disposición de adaptación a requerimientos de 
los/as socios

Uno de los énfasis que hacen los participantes de la investi­
gación es la capacidad y disposición a la adaptación de sus servi­
cios. Considerando que las COAC son entidades de intermediación 
financiera, al igual que la banca formal, es la particularidad de sus 
servicios los que evidencian adaptaciones territorializadas. Los ser­
vicios financieros que ofrecen las dos COAC más comunes en la EPS 
son: microcrédito, apertura y manejo de cuentas de ahorro e inver­
siones a plazo fijo. De manera particular para los microcréditos pro­
ductivos en la agricultura y ganadería, se consideran con detalle las
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condiciones físicas del territorio. Para otorgar el crédito, la COAC 
analiza características ambientales y físicas de las zonas donde rea­
lizará la inversión; evalúa uso del suelo (ej. tipo de cultivos) y la 
productividad. De estas características dependerá la rentabilidad de 
la inversión y, por lo mismo, los cultivos que pueden producirse en 
función las condiciones de su territorio.

Los montos y plazos de los créditos son definidos por el tipo de 
sector productivo (ej. primario o terciario), por el tipo de producto 
en el que se invierte, considerando los ciclos productivos de los 
mismos (ej. ciclo de producción de zapallo es diferente al del ciclo 
ganadero). También se ha concedido créditos a las asociaciones para 
actividades de protección ambiental e hídrica, por ejemplo, para la 
protección de páramos o para agricultura orgánica manejada por 
mujeres, como indica un funcionario de la COAC Unidad y Pro­
greso. Se diferencia entre microcréditos individuales para agriculto­
res o ganaderos y microcréditos con condiciones particulares para 
las asociaciones. Por ejemplo, la COAC San Miguel de Sigchos pro­
mueve el «crediemprendimiento», un tipo de crédito que además 
del capital, incluye un seguro médico para los socios beneficiarios 
y desgravamen para respaldar el crédito otorgado. La COAC Uni­
dad y Progreso promueve «proyectos de inclusión financiera», que 
son microcréditos para asociaciones con bajas tasas de interés en 
parroquias identificadas como pobres dentro del cantón, como son 
Chugchilán e Insilivín.

Los informantes hacen énfasis en los servicios complementarios 
a los financieros, que permiten que la atención al cliente sea más 
particularizada. Estos servicios complementarios también respon­
den a realidad territorial e incluyen: horarios de atención, trámites 
y procedimientos simplificados. Además, se enfatiza en la capaci­
tación, la asesoría técnica y la educación financiera, como condi­
ción para acceder a microcréditos. Esto, con el fin de disminuir los 
riesgos asociados al endeudamiento y la morosidad. Los horarios y 
calendarios de atención se adaptan, por ejemplo, a la movilidad de
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los productores familiares en relación a las ferias semanales y nece­
sidad inmediata de liquidez. Un testimonio de una de las socias de 
las COAC indica:

«Los días sábados y domingos se realiza la feria; se usaba 
un trám ite que iniciaba el día miércoles de como la apertura 
de cuentas, la presentación de los requisitos el día jueves, 
el estudio viernes, la aprobación el sábado y el domingo el 
desembolso del microcrédito que ya servía para la comer­
cialización y la com pra de los ejemplares de las vaquitas ya 
ese mismo día».

Esta narrativa explica otro factor clave de estos servicios comple­
mentarios, propios del cooperativismo, que es la diferenciación del 
proceso para la solicitud de microcréditos con la banca tradicional; 
mientras que en la banca privada se requieren referencias pesona- 
les, y/o crediticias de fuentes legales de información, o garantías de 
solvencia financiera o patrimonio, el principal requisito es la identi­
ficación del socio/a con dos documentos cédula y papeleta de vota­
ción. Se procura disminuir tiempo en los trámites, lo que implica 
también reducción de costos. Otras estrategias complementarias 
son la simplificación de los requisitos para acceder a créditos. En 
particular, en las asesorías técnicas, se analiza previamente la situa­
ción productiva del socio o asociación, considerando la ubicación 
de predio, sector, el tipo de cultivo, ciclos de producción, cosecha, 
post-cosecha, la capacidad de carga animal, para orientar al socio 
sobre su potencial rentabilidad; la capacitación en servicios finan­
cieros, gestión y manejo de recursos, fortalecimiento organizativo y 
de motivación son otras estrategias clave. El conocimiento del terri­
torio y el funcionamiento desde las entidades financieras del sector 
financiero popular y solidario, así como, la relación cercana física 
-territorial y de confianza con la comunidad, son otros elementos 
que determinan un adecuado otorgamiento de microcréditos que 
considera factores físicos del territorio.
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c) Confianza
Tanto la adaptación de los servicios financieros de la COAC en 

Sigchos, como los servicios complementarios que ofrecen las coope­
rativas o la reducción de los trámites para acceso a crédito, se fun­
damentan en el principio sustancial de la confianza. Aquí, el ser un 
«conocido» es fundamental para acceder a los servicios financieros. 
Esto viene de los lazos de vecindad, comunidad o parentesco, base 
del capital social del territorio. Sin embargo, las COAC al ser enti­
dades financieras reguladas y controladas por organismos estatales, 
el manejo de las garantías es un requisito indispensable para los 
créditos. Si bien, se requieren garantes para préstamos de consumos 
o respaldos de propiedad de tierras para un microcrédito produc­
tivo, las redes de confianza son fundamentales en las COAC, como 
lo indica un gerente de una de ellas: «cuando una persona es cum­
plida, viene de familia cumplida..., yo te presto mi garantía y vamos 
para que te den el crédito». Así mismo, frente a incumplimientos de 
pago se plantean estrategias de renegociación o ampliación de los 
plazos en función de la situación en la que se encuentre el socio y se 
trata de evitar procesos de cobro de índole legal.

A parte de estas características que se manifiestan con cierta 
particularidad en Sigchos, se identifican otras especificidades de la 
operación cooperativa: a) gestión de intereses: actualmente los inte­
reses de crédito oscilan entre 15 y 17% dependiendo también del 
tipo de crédito (ej. consumo, productivo, vivienda, etc.), mientras 
que ahorros en cuentas o plazos fijos existen tasas de hasta 12%;
b) facilitación de pago los servicios básicos de agua, luz y teléfono;
c) gestión de convenio interinstitucionales (ej. ministerios, gobier­
nos subnacionales) para capacitación en temas productivos, ges­
tión ambiental, producción agrícola y ganadera; d) donaciones (ej. 
mejora de vías e infraestructura, a centros educativos, a gremios de 
mujeres para huertos familiares). Si bien la tasa de interés de crédito 
que otorgan las COAC para el año de la investigación, no variaba 
significativamente de aquella de la banca tradicional, los intereses 
en ahorros a plazo fijo tenían sí eran más altos.
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De acuerdo con la información entregada por las cooperati­
vas durante el trabajo de campo, éstas se encuentran dentro de los 
segmentos 3 (COAC Unidad y Progreso) y 4 (COAC San Miguel 
de Sigchos) de la SEPS; los segmentos consideran los montos de 
dinero que se encuentran en cartera, que les permiten prestar servi­
cios financieros de ahorro y crédito. Para el año 2021, el patrimonio 
de las dos cooperativas oscilaba entre 2'000.500 USD y $4'800.000 
USD evidenciando solidez en ambas entidades financieras. En el 
caso de la COAC Unidad y Progreso, esta solidez les ha permitido 
otorgar microcréditos que alcanzan un monto total de 10'948.980 
USD en el año 2021, según el gerente de dicha entidad financiera. 
De estos, aproximadamente el 40% son entregados a mujeres. Sin 
embargo, los montos tanto de cartera del microcrédito y de patrimo­
nio todavía son insuficientes para las demandas de la población, por 
lo que se buscan servicios financieros o medios de financiamiento 
en otras localidades.

En el cantón, el sector financiero trabaja de manera articulada, 
es decir que existen relaciones de intercambio entre las entidades 
financieras. Por ejemplo, BanEcuador, el banco público con enfo­
que en impulso al desarrollo productivo, ha sido soporte para las 
cooperativas de ahorro y crédito analizadas, tanto como respaldo y 
seguridad de las cuentas de las cooperativas y como para mantener 
de liquidez.

4 .1 .2 . LA DEMANDA: LAS ASOCIACIONES DE MUJERES

Las cooperativas del cantón promueven la asociatividad, pues 
la participación de asociaciones mejora los beneficios al momento 
de acceder a microcréditos. Tanto para cooperativas como para aso­
ciaciones socias, se genera un respaldo y seguridad para cumplir los 
compromisos financieros; la asociatividad es un mecanismo tam­
bién para acceder a montos más elevados de créditos, que también 
demanda mayores capacidades colectivas de manejo e inversión del 
dinero. Los datos de la investigación de campo demuestran que el
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interés de asociarse desde los pobladores fue en primera instancia 
el acceso a proyectos de desarrollo y de producción, que también 
demandaban el acceso a servicios financieros. Como se indicó, 
se trabajó con dos asociaciones: Mujeres Mañanita de Jesús de la 
parroquia Las Pampas (AMMJP) y Mujeres Artesanas de la parro­
quia de Chugchilán (AMACH). La edad de las socias oscila entre 38 
y 70 años y son de estado civil diverso, la mayor parte tienen hijos 
de edades distintas, entre infantes y adultos. El promedio de socias 
cuenta con educación primaria; se promueve que quienes tienen 
mayor nivel educativo ocupen d puestos de liderazgo y de gestión 
dentro de las asociaciones. Ellas indican que son mujeres con esca­
sos recursos, que han encontrado en la asociatividad una vía para 
acceder a beneficios de diferentes proyectos y programas producti­
vos que se desarrollan en la zona.

El objetivo asociativo de AMACH, fundada en el año 2000 y 
con personería jurídica desde el 2004, es la elaboración artesanías 
de tejido como: gorras, bufandas, guantes, sacos para los turistas 
y proyectos productivos de alimentos enfocados en la siembra de: 
chocho, legumbres, fréjol, así como la crianza de animales como 
cuyes y pollo. La asociación inició con 16 socias y en la actualidad 
tiene 21. La AMMJP, creada en el año 2008, inició con el fomento 
a la agricultura (ej. naranjilla y caña) y luego también inició con 
actividades de ganadería y crianza, aves de corral, chanchos, ganado 
de carne y comercialización de sus derivados. Inició con 22 socias, 
ahora existen 15, quienes mantienen sus actividades familiares 
como, la agricultura y la crianza de animales, junto con el trabajo 
doméstico y de cuidado familiar, actividades que ocupan la mayor 
parte del tiempo laboral de las socias.

El análisis de la información cualitativa sugiere que el rol de las 
asociaciones en el acceso a servicios financieros de mujeres en el 
cantón tiene dos aspectos principales de la asociatividad: a) es una 
opción de reconocimiento legal y fortalecimiento organizacional; b) 
es un mecanismo para facilitar el acceso a créditos y a proyectos 
productivos
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a) Reconocimiento legal y fortalecimiento organizacional 
Los proyectos de desarrollo promovidos por organismos no 

gubernamentales y por grupos religiosos que han trabajado en la 
zona, ha motivado también la asociatividad entre mujeres. Es decir, 
la asociatividad para algunos de estos proyectos ha sido una con­
dición para que las mujeres puedan participar en los mismos. El 
apoyo a la regularización de las asociaciones ha sido promovido por 
autoridades locales cercanas a las socias. En general, en los grupos 
consultados se ve a las dos asociaciones de mujeres como herra­
mientas que permiten la incorporación de sus socias en mercados de 
trabajo, la generación de ingresos y medio de sustento para la fami­
lia. La participación en directivas en cargos de presidenta, secreta­
ria y la representante legal, como puestos rotativos anules, motiva 
también a la capacitación y la educación. Por ejemplo, como indica 
una de las socias en la AMMJP, el nivel de educación y la visión 
prospectiva de la representante legal han sido determinantes para 
que la asociación funcione bien, para agilitar la gestión de trámites 
en entidades gubernamentales y entidades financieras, para el acer­
camiento y negociación con productores.

d) Facilitar el acceso a créditos y a proyectos productivos 
La participación en las asociaciones comparte beneficios y res­

ponsabilidades, por lo mismo, las socias requieren un mínimo de 
condiciones financieras para enfrentar los compromisos de la orga­
nización, así como en las responsabilidades frente a los créditos. 
Por ejemplo, la disminución de socias en la AMMJP se debe la falta 
de recursos para cubrir las inversiones individuales que deben rea­
lizar para cumplir con los créditos, o por cambio de domicilio. La 
solicitud de un crédito es una decisión colectiva. Si bien la directiva 
evalúa, gestiona y ejecuta el proyecto planteado por las socias que 
requieren crédito, la decisión de solicitarlo es colectiva, se decide en 
una reunión, con el acta y firmas de responsabilidad de todas.

Las asociaciones han sido efectivas en el acceso a ayudas para 
proyectos productivos. La AMACH de Chugchilán han recibido
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insumos o materia prima como lana para la elaboración de arte­
sanías por parte del Ministerio de Inclusión Económica y Social, y 
semillas de chocho por parte del Ministerio de Agricultura y Gana­
dería desde el gobierno central. Mientras que desde los gobiernos 
seccionales han sido integradas en los proyectos productivos de 
entrega de semillas de legumbres y animales desde el municipio. 
La prefectura otorgó la sede para elaborar sus tejidos y recibieron 
donaciones, por ejemplo, para instalar la cafetería de esta. En el 
caso de la AMACH, entre el año 2020 hasta la fecha del trabajo de 
campo en agosto 2021, sus ingresos han disminuido por completo 
puesto que dependían principalmente de la venta de artesanías a 
turistas. El turismo fue gravemente afectado por la pandemia, por 
lo que había la intensión de entre todas las socias plantear nuevos 
proyecto o actividades que les permitan continuar trabajando de 
manera organizada. A nivel general, la asociación se ha mantenido 
por la intervención de gobiernos locales, provinciales y parroquia­
les, al proporcionarles infraestructura y materiales.

En el caso de AMMJP, en el 2008 ya organizadas, accedieron a 
proyectos no reembolsables conocidos como capital semilla para 
que emprendan en la crianza y comercialización de animales. Pos­
teriormente través del Ministerio de Agricultura y Ganadería y 
su agencia Agrocalidad lograron instalar un centro de pesaje de 
ganado, para esto la asociación compró con un crédito 4 hectá­
reas de terreno, con miras a instalar un silo y organizar un centro 
de acopio. A pesar de las dificultades técnicas y de capacitación 
para desarrollar un proyecto así, que incluso ha llevado a pérdidas 
financieras, en la actualidad el centro de pesaje de ganado y la renta 
del terreno para pastoreo, son fuentes de ingreso para la asociación. 
El costo de pesaje y pastoreo del ganado es de un dólar por animal y 
se permite el funcionamiento tres días a la semana. Se reconoce que 
la falta de conocimiento sobre el manejo de herramientas donadas 
por los proyectos, o del tiempo necesario para dedicar a la actividad
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prevista, constituyen limitantes para que estos proyectos cumplan 
sus objetivos.

De acuerdo con el boletín de inclusión financiera del Banco 
Central (2018) los beneficiarios de productos financieros en el can­
tón fueron alrededor de 4450, de los cuales 2.329 eran hombres 
y 2.121 eran mujeres. En lo concerniente a créditos, los interme­
diarios financieros han otorgado el 8,11% de créditos a hombres 
y 5,74% a mujeres. Los resultados de la investigación indican que 
la selección de los intermediarios financieros para la solicitud de 
crédito depende de los montos a solicitarse: montos superiores a 
los 10.000 USD se piden a bancos (ej Codesarrollo y BanEcuador); 
entre 1.000 USD y 5.000 USD a las COAC. Intervienen en la deci­
sión sobre a quien solicitar el préstamo, variables como tasas de 
interés y urgencia para recibir el crédito. Si bien los bancos tienen 
mayores demandas de documentación para solicitar créditos como 
asociación, cuando se acceden a créditos en bancos, la deuda se 
reparte entre las socias de manera igualitaria.

En este contexto se resalta que las cooperativas tienen procesos 
más ágiles para entregar los créditos y solicitan menos documenta­
ción, como se indicó anteriormente. Su presencia en los territorios 
fomenta esta cercanía institucional con la población de las parro­
quias. La respuesta de las COAC es calificada como «rápida y opor­
tuna», como lo indica una de las socias de la AMMJP. Además, se 
resalta la capacitación como un mecanismo adecuado para fomentar 
el ahorro.

4.2. Limitantes del acceso al crédito

Los datos de campo revelan que, desde la perspectiva de las mujeres 
de las asociaciones estudiadas, existen limitantes para acceder a ser­
vicios financieros relacionadas a: a) la situación socioeconómica de 
las socias y b) los condicionamientos para el crédito y la necesidad 
de movilización.
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4 .2 .1 . LA OFERTA: CONDICIONES Y REQUERIMIENTOS PARA
ACCEDER A PRODUCTOS FINANCIEROS

Existen varios tipos de condicionamientos que se evalúan desde 
las COAC antes de otorgar el crédito. Se mencionó la evaluación 
que se hace de las condiciones físicas y productivas de los terrenos, 
que pueden ser un limitante para obtener el capital de los crédi­
tos, debido a que se observan las posibilidades reales de producción 
considerando las condiciones de suelo, erosión y pendiente, lo cual 
influye en el monto del crédito a obtenerse. Estas condiciones están 
relacionadas con la índole de patrimonio y requerimiento de garan­
tías, muchas veces asociada a la propiedad de la tierra. Un requisito 
para el crédito es estar al día en las obligaciones de la asociación.

Las solicitudes de créditos como asociación en los bancos son 
procedimientos más largos; se estima que el otorgamiento de un 
crédito en un banco puede tomar entre 3 a 4 semanas adicionales 
al tiempo, que se demorarían con una cooperativa de ahorro y cré­
dito. El obtener la documentación requerida implica movilización 
intensa a ciudades como Latacunga y, en ciertos casos, a Quito. El 
análisis de la solicitud lo realizan personas especializadas en aso­
ciaciones, que no se encuentran en las parroquias; las consultas 
en las sucursales bancarias implican también «viajes constantes». 
En las cooperativas, la movilización puede ser más corta, ya que 
están en el territorio o sus delegados llegan a las socias. Un relato 
de AMMJP comenta la experiencia con la COAC Unidad y Progreso 
sobre la solicitud del crédito: «muy ágil, muy oportuna, los papeles 
que nosotros presentamos son el nombramiento {de la directiva}, 
el RUC, la copia del acta donde nosotros estamos de acuerdo para 
solicitar el crédito»

La cercanía y condiciones de movilización a los prestadores de 
servicios financieros puede ser una limitación para acceder al cré­
dito, por ejemplo, en el caso de Chugchilán, la ausencia de entida­
des financieras o corresponsales de cooperativas dentro de la parro­
quia les obliga a viajar (2 a 3 horas aproximadamente) a la ciudad 
más cercana para acceder a un servicio. En la parroquia Las Pampas
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se encuentra una corresponsal de la cooperativa de ahorros y crédito 
Unidad y Progreso, esto ha facilitado fortalecer la confianza y la cre­
dibilidad sobre créditos en la comunidad.

4.2 .2 . DEMANDA: SITUACIÓN SOCIO ECONÓMICA DE LAS SOCIAS

La rentabilidad baja de la actividad económica que tienen las 
socias y los ingresos bajos de la asociación pueden llevar a que el 
cumplimiento de pagos con las COAC sea a través del uso de aho­
rros de las socias y no de la rentabilidad de la inversión, esto para 
cumplir el pago de la deuda y evitar la morosidad. También, el cré­
dito a través de la asociación se utiliza para suplir necesidades de 
gasto doméstico. Es decir, las socias deben tener un ingreso mínimo 
para poder correr el riesgo del crédito como personas. Esto consti­
tuye no solo un limitante al microcrédito, sino también un riesgo de 
la asociatividad que en algunos casos ha llevado a la salida de socias 
del grupo y pérdida definitiva de miembros, como en el caso de 
AMMJP, que ha reducido el número de las socias desde su creación 
en el 2008.

Otra condición limitante es la poca educación financiera y com­
prensión de implicaciones futuras de acceder a un microcrédito. 
Esto es, por ejemplo, conocer las responsabilidades de ser garante, 
plazos, riegos, montos y relación a las tasas de interés, también el 
desconocimiento del manejo y mantenimiento de herramientas 
donadas por instituciones para proyectos productivos y/o adquiri­
das con créditos, son una limitante para la generación de rendimien­
tos de las deudas adquiridas. Todas las socias indican que la gran 
inversión de tiempo que demanda el trabajo doméstico no remu­
nerado deja poca posibilidad para dedicar trabajo a las actividades 
productivas de la asociación. Esto constituye el elemento estructu­
ral que pone a las mujeres en una situación de menores ingresos. 
Si bien los beneficios del reconocimiento legal como grupo se ven 
en el fortalecimiento organizacional, estos demandan inversión de 
tiempo y energía, que frecuentemente son muy limitados, debido a 
las responsabilidades domésticas de las mujeres. Además del trabajo
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individual invertido en el hogar, la asociatividad requiere de tiempo 
para el trabajo colectivo, por ejemplo, a través de mingas en las acti­
vidades productivas comunes.

4.3. Incosistencias entre oferta y demanda de servicios financieros 
para las mujeres rurales

La intervención del cooperativismo y las microfinanzas dentro del 
territorio se fundamentan básicamente en garantizar el acceso a ser­
vicios financieros de la población que generalmente se encuentra 
en condiciones de vulnerabilidad (García-Horta y Zapata-Martelo, 
2012), otros autores como Garza (2005) atribuyen a las microfi­
nanzas como aquella herramienta que influye, tanto en el desarro­
llo económico como en el empoderamiento de las mujeres (García 
Horta et a l ,  2014). Sin embargo, estos principios en la práctica del 
cooperativismo y microfinanzas en los territorios todavía deben ser 
mejorados y corregidos. Esto no implica el desconocimiento del 
importante trabajo que realizan los actores financieros territoriales, 
sino un análisis para propiciar mejoras, por ejemplo, en políticas de 
inclusión financiera.

La explicación cualitativa de las limitaciones existentes entre la 
oferta de servicios financieros de las COAC y la demanda de las aso­
ciaciones de mujeres en el estudio de caso se presenta en la tabla 2.

Tabla 2. Limitaciones entre oferta y demanda de servicios financieros

Variable
Oferta

Cooperativas de ahorro 
y crédito

Incosistencia
Demanda

Asociación de mujeres

C ondiciones y  

requerim ien to  para  

acceder a  p ro d u cto s  

financieros

Im p lem en tan  p rocesos 

p a ra  s im plificar lo s d o cu ­

m en to s  y  tram ites q u e  se 

req u ieren  p a ra  acceder a 

crédito .

E n  e l caso de las asociaciones 

s í  se requiere d ocu m en tac ió n  

específica sobre  p ersonería  

ju ríd ica , declaración  d e  

im puesto

y  análisis  d e  b u ró  crediticio  

de  la  directiva

D eben co n ta r  co n  u n a  

p e rso n ería  ju rid ica , 

e s ta tu to s , dec larac ión  de 

im pu esto s  y  o tros los d o ­

cu m en to s  so lic itados p o r  

en tid ad es  reguladoras
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Variable
Oferta

Cooperativas de ahorro 
y crédito

Incosistencia
Demanda

Asociación de mujeres

C ondiciones 

socioeconóm icas de 

las m ujeres -  trabajo 

dom éstico  y  n ive l de 

ed ucación

R equ ieren  c o n tar co n  res­

paldos d e  las actividades 

p a ra  los análisis crediticios

El trabajo dom éstico no  es 

considerado com o actividad 

rem unerada, p o r lo tan to , no  

son  su jetos de crédito

Su ac tividad principal 

está relacionada al trabajo 

dom éstico y  de cu idado, 

y  e l nivel de educación 

m ayoritariam ente a lcan­

zado es la prim aria

E d ucación  y  capaci­

tación  financiera

Enfatiza capacitación  en  

tem as financieros es parte 

d e l p roceso  para  acceder a 

u n  m icrocrédito

D esconocim iento sobre m a­

nejo de servicios financieros, 

en  especial los créditos (en ­

deudam iento  y  m orosidad)

Reciben capacitación 

en  el caso de acceder al 

m icrocrédito , s ino no  so n  

parte de este proceso

P atrim onio  y  

garantías, tenencia 

de tierra

S o l ic i t a  g a r a n te s  y  r e s p a l­
d o  d e  t í tu lo s  d e  p ro p ie d a d

Para acceder a servicios 

financieros y  proyectos 

productivos deben con tar 

con  tierras para cultivo o 

insta lación de infraestructu ra

C ontar con  u n  títu lo  de 

p ropiedad  les h a  p erm i­

tido acceder a créditos y 

proyectos p roductivos

U bicación  y  d is­

tancia

Dos cooperativas de 

ahorro  y  c rédito  ubicadas 

en  el cen tro  del can tón

Los corresponsales de  las 

en tidades financieras no  

se en cuen tran  en  todas las 

parroquias rurales

Se en cuen tran  localizadas 

en  las parroquias rurales 

del can tón

S entim ientos de per­

tenencia  y  cercanía

P rom ueven la iden tidad  y  

confianza con  los in te rm e­

diarios financieros

La cercanía se ve lim itada 

po r las condiciones físicas 

del can tón

Valoran la p resencia de 

las en tidades financieras 

en  su  en to rno

M ontos d e  m icro- 

créditos

M ayor otorgam iento  de 

m icrocréditos en tre $1000 

y  $2000 p ara  m ujeres

M o n to s  m e n o re s  p ara  
m u je r e s

Los m ontos de créditos 

que so lic itan  son  m eno­

res a $10.000

C apacitaciones 

y  generación  de 

capacidades

Program as enfocados a  las 

capacidades d isponibles 

d e  las m ujeres

Lim itadas las actividades 

tradicionales /ag ricu ltu ra  y 

artesanías) y  m enos rentables

A coplam iento de las 

m ujeres a las capacitacio­

nes que les b rin d an  las 

cooperativas o en tidades 

estatales

In teg ración  de 

las m ujeres e n  las 

m icrofinanzas

O frecen p roductos 

financieros enfocados 

a em prend im ien to  de 

m ujeres

F o c a l iz a c ió n  en  e l ap o y o  a 
m u je r e s  e n  c o n d ic io n e s  d e  
v u ln e ra b ilid a d

L a s  m ic ro f in a n z a s  n o  s o n  
v is ta s  c o m o  u n a  h e r ra ­
m ie n ta  p ara  e m p re n d e ré  
e n  c ie r to s  ca so s

Autor: W. Santos, 2021. Fuente: Elaboración propia a partir del trabajo de campo, 2021
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5. Discusión y conclusión
Los resultados de esta investigación indican que para las mujeres 
rurales andinas las especificidades de la operación territorial de las 
cooperativas de ahorro y créditos son mas favorables para acceder a 
créditos, dada su situación socioeconómica y productiva. En el can­
tón Sigchos el cooperativismo está presente desde hace 24 años y las 
cooperativas son las principales entidades financieras que brindan 
servicios adaptados a las situaciones socioeconómicas, producti­
vas y ambientales de la comunidad; las COAC mantiene estrategias 
territorializadas de servicios financieros, como el emplazamiento de 
corresponsales en las parroquias rurales más distantes, la adaptación 
de los plazos a los ciclos de cosecha de los pequeños productores 
específicos del territorio y microcréditos enfocados en protección 
del medio ambiente.

La investigación también revisa como las asociaciones pueden 
facilitar a las mujeres rurales una forma de organización legal para 
formar parte de las cooperativas y acceder así a créditos producti­
vos, reduciendo el riesgo de morosidad. Esto ha determinado que 
las mujeres busquen estrategias de agrupamiento u organización, 
o como un mecanismo de apoyo y emprendimiento de actividades 
productivas (Karremans y Petry, 2003). Si bien las asociaciones 
pueden crear oportunidades para emprendimiento, inserción en el 
mercado laboral o acceso a proyectos de desarrollo, todavía existen 
algunas inconsistencias entre la oferta financiera de las cooperati­
vas y las demandas de las mujeres rurales, que son vulnerables por 
su situación socioeconómica, situación marcada por bajos ingresos, 
poca educación y la calidad de tierra a la que tienen acceso.

Las inconsistencias entre oferta y demanda de servicios finan­
cieros estarían definidas por condiciones de la oferta (COAC) que la 
demanda (asociaciones) no puede cumplir. Si bien las cooperativas 
de ahorro y crédito y las asociaciones son actores financieros que 
permiten mayor acceso a micro finanzas en a las mujeres rurales, 
se determinó que existen algunas inconsistencias entre la oferta de
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créditos y las demandas de las socias en el cantón de análisis. Estas 
se relacionan con aspectos conocidos, como las demandas de for­
malidad y legalidad en el reconocimiento de la asociación, tenencia 
de la tierra, la necesidad de capacitación financiera y la facilidad de 
acceder a puntos de provisión de servicios financieros. El acceder a 
servicios financieros en grupos de mujeres bien organizadas les per­
mite adquirir bienes y participar en proyectos productivos que gene­
ran procesos de empoderamiento (Ganle, Afriyie y Segbefia, 2015). 
También, pueden permitir la integración de las mujeres a merca­
dos laborales (Papa et al., 2018) o promover emprendimientos. Sin 
embargo, el estudio de caso evidencia todavía el protagonismo de 
las mujeres en el trabajo doméstico, constituye una situación que 
impide acceder a créditos o a oportunidades la laborales o produc­
tivas. El reconocimiento del trabajo reproductivo y de cuidado, que 
tienen las mujeres, sería la base fundamental para abordar las des­
igualdades también en el acceso a crédito. Esta situación solamente 
puede ser abordada con políticas públicas sectoriales y mecanismos 
focalizados de intervención con enfoque de género.

Esta discusión es actualmente fundamental en zonas rurales 
feminizadas en América Latina, particularmente las andinas (Kay, 
2007). En la actualidad son las mujeres rurales las protagonistas 
ocultas del desarrollo territorial y, por lo tanto, omitidas de las polí­
ticas públicas. Esto genera riesgos productivos, sobre todo agrope­
cuarios, a escalas locales y nacionales debido a que el trabajo feme­
nino sostiene dicha producción, a nivel familiar. Se estima que las 
mujeres constituyen alrededor de la mitad de la mano de obra en las 
actividades agrícolas y una mayor proporción en actividades agroin- 
dustriales (Deere y Doss, 2006).

En conclusión, tanto las políticas generales como las interven­
ciones focalizadas (ej. subsidios, subvenciones) en el desarrollo 
rural y en el acceso a servicios de microfinanzas, requieren enfoque 
de género; pero además una forma de operación territorializada. Las 
cooperativas y asociaciones, como actores financieros territoriales,
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están demostrando una mayor capacidad de adaptación territoriali- 
zada, como en el caso de Sigchos, Ecuador. Sin embargo, se requiere 
un mayor apoyo desde el diseño de políticas generales para abor­
dar, entre otros aspectos de las microfinanzas, las inconsistencias de 
acceso a servicios financieros por parte de las mujeres.
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Interconexión crediticia en Ecuador: un 
análisis de redes
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1. Introducción
La función que desempeñan los intermediarios financieros al cana­
lizar recursos económicos de los sectores superavitarios hacia los 
sectores deficitarios es fundamental para el desarrollo y creci­
miento económico de un país. Las cooperativas de ahorro y crédito 
(COAC), son entidades financieras con misión social y controladas 
democráticamente por sus socios que cumplen un rol fundamental 
en los sistemas financieros de países en desarrollo, profundizan el 
alcance de los servicios financieros a través de nodos y flujos de 
capital que se interconectan entre territorios procurando una mayor 
inclusión financiera.

Analizar las redes de interconexión crediticia del entorno coo­
perativo ecuatoriano, resulta relevante para comprender la comple­
jidad que da lugar al origen de los créditos (nodos) y sus destinos 
(flujos), que surgen por las dinámicas económicas en los territorios 
y la presencia de las COAC en los mismos. Desde una perspectiva 
de desarrollo territorial del flujo de capitales, como es el crédito, a 
través de las entidades cooperativas que contribuyen a dinamizar 
las estructuras económicas locales, entre ellas las micro, pequeñas y 
medianas empresas y la de los hogares. Identificar las dinámicas de 
estos flujos financieros a nivel provincial permite entender cómo las

1 Dennys Andrade Suárez, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(FLACSO) -  Ecuador.

2 Hugo Jácome Estrella, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(FLACSO) -  Ecuador.

3 Javier Álvarez Gamboa, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(FLACSO) -  Ecuador.
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COAC y las provincias se relacionan de manera estratégica unas con 
otras y establecen regiones (redes) naturales de saldos de crédito en 
el territorio ecuatoriano.

En este sentido, el presente estudio tiene como objetivo iden­
tificar los principales nodos y sus distintos flujos de crédito. De 
tal manera, que se pueda observar las regiones naturales de con­
centración de saldos de crédito de las COAC, desde una perspec­
tiva descriptiva y desde la aplicación de un modelo matemático de 
redes de interconexión a nivel provincial. La importancia de esta 
investigación radica en la identificación de los nodos de interco­
nexión crediticia y la dinámica que se genera en el territorio ecua­
toriano. Los hallazgos muestran la importancia de las COAC en 
el territorio y el rol de intermediarios financieros al momento de 
movilizar recursos en el territorio nacional reflejado a través de la 
conformación de redes de interconexión de crédito identificadas en 
esta investigación.

Este estudio contribuye a la literatura existente sobre los inter­
mediarios financieros y el rol clave que desempeñan en la sociedad 
en la asignación de recursos desde los sectores superavitarios hacia 
los deficitarios con especial énfasis en el sistema financiero popular 
y solidario y el enfoque social que desempeñan en los territorios 
(Artis, 2017; Mendell y Nogales, 2011; Haida y Jaad, 2021). En 
primer lugar, se presenta un análisis estadístico descriptivo que per­
mite visibilizar el rol del sector cooperativista en las provincias del 
Ecuador y su evolución en el periodo 2016-2019. Segundo, a través 
de la metodología de análisis de redes se establece la interconexión 
provincial a través de las entidades cooperativistas y como el sector 
mueve recursos de acuerdo con las necesidades de cada territorio, 
así se establece lo que hemos denominado las regiones naturales 
del crédito.

En tercer lugar, hasta donde sabemos no existen estudios simila­
res donde se aplique la metodología de redes para analizar la impor­
tancia de los intermediarios financieros y las dinámicas económi­
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cas territoriales que conforman para redistribuir los recursos en los 
territorios. En este sentido, consideramos que nuestra investigación 
es inédita, ya que no se ha aplicado un análisis similar para eviden­
ciar la importancia del sector financiero cooperativista del Ecuador. 
Así la metodología de redes muestra ser la adecuada para alcanzar 
el objetivo de esta investigación, lo cual se refleja a través de los 
resultados obtenidos donde se identifican las provincias estratégicas 
que se constituyen como principales canalizadoras de recursos. Así 
apoyados de la evidencia empírica obtenida en este documento es 
relevante para el diseño de estrategias y políticas públicas para una 
mayor inclusión financiera y fortalecimiento del sector cooperativo 
ahorro y crédito ecuatoriano.

La estructura de nuestro documento es la siguiente: En la sec­
ción 2, se presenta la revisión de la literatura en torno al rol de los 
intermediarios financieros en el territorio con énfasis en el sector 
cooperativo; en la sección 3 se describe el método y los datos utili­
zados; en la sección 4 se presentan los resultados y su análisis; en la 
sección 5 se resumen las conclusiones del estudio.

2. Revisión de la literatura
El sistema financiero cumple un rol fundamental en el proceso de 
asignación de recursos en la economía de un país. La función de las 
entidades que se desempeñan como intermediarios financieros, es 
la de canalizar recursos económicos de los sectores superavitarios 
hacia los sectores deficitarios. Cuando esta función no se desarrolla 
de manera adecuada, teniendo en cuenta aspectos de eficiencia y 
eficacia, se tiene efectos negativos sobre el desarrollo socioeconó­
mico y se desencadenan condiciones de desigualdad, exclusión e 
inequidades sociales (Jácome, 2021). Roa (2015) argumenta que la 
actividad básica y razón de los intermediarios financieros es prestar 
y pedir presados fondos, así como transformar activos, ya que de 
esta manera adquieren títulos primarios de los prestatarios y venden 
títulos secundarios a los prestamistas, es decir, emiten pasivos finan­
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cieros indirectos para obtener los fondos que precisan para otorgar 
financiación a otros agentes mediante la adquisición de préstamos.

Por otro lado, en relación al acceso a crédito, existe la eviden­
cia empírica en varios estudios, donde se mencionan las restriccio­
nes (racionamiento) de acceso al crédito a grandes segmentos de la 
población y empresas pequeñas, en especial en países en desarrollo. 
En estos estudios se pone de manifiesto la preocupación por enfren­
tar los problemas de racionamiento de crédito en los sectores tradi­
cionalmente excluidos de los mercados de crédito. El desarrollo de 
nuevas metodologías y el cambio de concepción en la asignación 
del crédito, frente a las prácticas del sistema financiero tradicional 
(banca privada), han permitido innovar y mejorar los mecanismos 
de acceso al crédito en las personas pobres y en las micro y pequeñas 
empresas (MYPES). Incluso, han permitido un mayor acercamiento 
del sector financiero tradicional, en esto ha jugado un rol importante 
el enfoque de las microfinanzas (Jácome, 2021). Krugman y Obstelf 
(2006), mencionan la importancia de facilitar la ordenación, provi­
sión y traspaso de recursos de los ahorradores excedentarios de fon­
dos, a aquellos que necesitan financiación, a través de sistemas de 
pagos asociados a la intermediación la gestión de activos, la forma­
ción de mercados o a la mediación y el arbitraje, la infraestructura 
de información, costos de transacción, calificación, análisis, contra­
tación, liquidación y verificación. Por tal motivo, concluyen que el 
sistema financiero depende del desarrollo conjunto y equilibrado de 
esta variedad de tareas, que al final resultan ser complementarias a 
la actividad de intermediar.

De la misma forma, Jácome (2021) argumenta que el acceso al 
crédito ha sido una permanente preocupación de investigadores y 
de los hacedores de política pública. Desde el punto de vista acadé­
mico, en las últimas décadas se ha generado un intenso debate sobre 
el rol que han cumplido los intermediarios financieros en la canali­
zación del dinero hacia la economía y los efectos que su accionar ha 
tenido en la reducción de la pobreza, la desigualdad de ingresos, en
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el fomento de las MYPES, en el desarrollo de regiones geográficas, 
entre otros aspectos, que contribuyen al desarrollo socioeconómico 
de un país.

La intermediación financiera es una actividad sumamente 
importante dentro del contexto de la dinámica y la acción del mer­
cado financiero. Sin embargo, resulta necesario ver a detalle las 
particularidades que presentan tanto bancos como cooperativas, ya 
que, por su naturaleza y desarrollo de su giro de negocio, presentan 
distintos enfoques, bancariay cooperativa. Hernández (2017) men­
ciona que el objetivo del banquero o el banco es el comercio, sobre 
todo, el comercio de mercancías especiales, tales como el dinero, el 
crédito, los activos financieros y todos los servicios relacionados. 
Uno de los aspectos relevantes es la información, ya que les capacita 
para vender los productos financieros orientado a cada cliente.

Los bancos juegan un papel esencial en la distribución de los 
recursos económicos y por ende en el desarrollo de la economía. Así 
ocurre especialmente en América Latina y el Caribe (ALC), donde 
el sector bancario ha dominado históricamente el entorno finan­
ciero de la región. Sin embargo, este sector se ha caracterizado por 
deficiencias significativas como la profundidad limitada y alcance 
de la intermediación bancaria, su escasa eficiencia, la falta de eco­
nomías de escala y diversificación, maximización de la rentabilidad 
y ganancia financiera; factores sobre los cuales el sector coopera­
tivo ha trabajado dentro del engranaje del sistema financiero, pero 
con un enfoque de maximización de la rentabilidad social (Castro y 
Romero, 2011; Ayadi et al, 2010; Ayadi, 2017).

Jácome (2021) argumenta que estos cambios de paradigmas, 
entre las praxis de los bancos versus las presentadas por las coopera­
tivas, han contribuido a un mejor entendimiento de los mecanismos 
de acceso al crédito y otros servicios financieros a los segmentos 
excluidos. El cooperativismo de ahorro y crédito, su historia y sus 
prácticas, han configurado un sector económico que ha coadyuvado 
a mitigar, en parte, los problemas de acceso a servicios financieros
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para muchos segmentos de la población y regiones geográficas en 
muchos países. Las COAC se encuentran socialmente mejor inte­
gradas, donde las relaciones sociales y económicas no están orga­
nizadas por el principio puramente económico de la maximización 
del beneficio financiero (Jácome, 2021).

Pérez y Rodríguez (2012) mencionan la vocación social ori­
ginaria de la banca social y cooperativa, misma que se desarrolló 
durante la mayor parte del siglo XX. Sin embargo, a finales de la 
década de los ochenta se inició un proceso de «bancarización», por 
el cual las cajas de ahorros y una parte de las cooperativas de crédito 
pasaron a desarrollar estrategias empresariales y a competir en el 
mercado tal como lo hace la banca comercial, olvidando su idiosin­
crasia originaria. Las cooperativas de crédito, en especial las cajas 
rurales, evitan la exclusión financiera de las familias y empresas. 
Esto, gracias al mantenimiento de una notable red de sucursales en 
pueblos y zonas rurales, la comercialización de productos bancarios 
diseñados para un perfil de cliente y, por último, la especialización 
en el tercer sector (Vargas, 2015).

Son entidades constituidas originariamente para responder a 
las necesidades crediticias de una determinada localidad o región. 
Las cajas rurales, cooperativas de crédito especializadas en el ámbito 
rural, surgieron para hacer frente a las necesidades crediticias de 
los agricultores y pequeños propietarios asociados en cooperativas 
agrícolas de pueblos y comarcas de marcado carácter rural. Mientras 
que las cooperativas de crédito populares, centradas en el servicio 
bancario a las clases medias y bajas, se crearon también con una vin­
culación evidente con un territorio determinado, en este caso urbes 
(Castro y Romero, 2011).

Históricamente, se puede manifestar que el cooperativismo se 
adentró al ámbito financiero a través de un modelo de banca parro­
quial establecida con la finalidad de alimentar un fondo de caridad. A 
cinco años de la apertura, ya había varias cajas de ahorro a lo largo del 
Reino Unido. Sin embargo, presentaban un problema, carecían de ins-
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titucionalidad, ya que no eran propiedad de nadie, debido a que eran 
administradas como fondos comunes por cualquiera de los miem­
bros, por tal motivo no eran consideradas seguras, hasta que existirá 
cierta normativa legal que asegure su actividad (Birchall, 2014).

Los primeros esfuerzos por crear cooperativismo financiero 
tuvieron características que no permitieron su funcionamiento 
correcto, sea en no tener suficiente control o a su vez credibilidad 
en el mercado de la institución (Rosenthal, 2012). Sin embargo, la 
iniciativa de tener actores en el sector que «compitan» con las ins­
tituciones tradicionales, era la de solucionar los problemas de los 
servicios bancarios para las personas de bajos ingresos, en adición, 
tenían el know how de las bancas tradicionales para el conocimiento 
de solvencia crediticia que hacía que los créditos fueran más segu­
ros La llamada responsabilidad ilimitada, generó en los socios un 
interés genuino de controlarse mutuamente, sin tener un ente que 
los vigilara. La homogeneidad de los miembros originó una presión 
grupal para pagar, además de que existía un sentimiento fuerte de 
solidaridad comunitaria que permitió superar los conflictos de inte­
reses potenciales entre los prestatarios y los ahorradores; y entre los 
aportadores de capital y los administradores (Rosenthal, 2012).

Había una necesidad de encontrar la forma de darle crédito a 
aquellos que no contaban con condiciones de solvencia. Luigi Luz- 
zatti, el gran promotor de los bancos cooperativos italianos, hablaba 
de la necesidad de encontrar una garantía moral, un mecanismo para 
la «capitalización de la honestidad». Existía una urgencia de encon­
trar una vía para liberar todo el potencial productivo que estaba 
latente en los trabajadores con requerimientos de capital. Para que 
esto sucediera los reformadores tuvieron que encontrar una forma 
de aspirar a descender, como lo definió Luzzatti (Wolf, 1894).

Las finanzas tienen características muy particulares en el caso 
de las organizaciones cooperativas, que surgen de la naturaleza 
misma de las cooperativas, donde convergen las dinámicas asocia­
tiva y empresarial como dimensiones constitutivas de este tipo de
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organización. Este enfoque se contrapone a la concepción dual de 
las cooperativas, que considera a éstas como asociación de personas 
y como empresas de propiedad colectiva (Agüero, 2006). La nece­
sidad actual de las sociedades, en el entorno financiero, demanda 
un mayor acceso y uso de servicios financieros, especialmente de 
los hogares de menores ingresos y de las micro y pequeñas empre­
sas, quienes han sido las que presentan mayores dificultades para 
tener cuentas de ahorro a buen interés, uso de medios electrónicos 
(por poco conocimiento), y especialmente poder adquirir financia- 
miento a través de créditos (Mariño et a l ,  2014).

Estas necesidades de mayor apertura e inclusión en el sector 
financiero, por parte de la sociedad, ha sido el espacio principal en 
el cual las cooperativas de ahorro y crédito han realizado esfuerzos 
en las últimas décadas. Con el fin de satisfacer la demanda de aque­
llos que han sido marginados por parte de las instituciones finan­
cieras regionales tradicionales. Sin embargo, en la literatura sobre 
inclusión financiera y la acción de las cooperativas de ahorro y cré­
dito, se ha resaltado que el incluir a aquellas personas que poseen 
ingresos bajos, en los procesos de acceso a crédito y provisión de 
servicios financieros, resulta un proceso complejo, debido a que su 
bajo valor en operaciones implicaría un costo marginal elevado para 
las instituciones, sobre todo cuando no cuentan con diversificación 
en sistemas de evaluación de riesgo o cuando existen límites a las 
tasas de interés y/o a los precios de los servicios, ya que esto reduce 
la capacidad de las instituciones, en especial de las COAC para ofre­
cer variedad de productos a los clientes, de tal manera que limitan 
la posibilidad de recuperar las costos incurridos y de mantener sus 
niveles de solvencia y crecimiento (Mariño et a l, 2014).

Las instituciones financieras tradicionales han realizado esfuer­
zos y desplegado programas con el objetivo de ganar ese espacio de 
mercado, en el cual las COAC se han focalizado y han logrado posi- 
cionarse principalmente en términos de acceso, no obstante, este 
acceso a los servicios financieros no es sinónimo de utilización, ya
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que una inclusión financiera mayor no solo se caracteriza por un 
aumento de la cobertura a través de canales tradicionales y no tra­
dicionales de atención, sino también por un incremento de la oferta 
de productos y servicios financieros que posibiliten una fidelización 
mayor de los clientes hacia instituciones financieras, fundamental­
mente en aquellos estratos sociales y económicos no bancarizados 
(Rojas-Suárez, 2006). Mientras que las dificultades de acceso repre­
sentan una forma observable de restricción que impide el uso de 
servicios financieros, la utilización baja de los mismos por parte de 
un segmento poblacional responde a otro tipo de determinantes, 
entre los cuales se encuentran la educación y la cultura financiera 
(Ortiz y Núñez, 2017).

La inclusión financiera en América Latina y el Caribe ha tenido 
avances importantes en los últimos años. Sin embargo, la mitad de 
la población adulta aún no accede al sistema financiero y existen 
disparidades importantes entre los países y dentro de ellos. Más 
aún, el uso de los servicios que se ofrecen es muy limitado. Los obs­
táculos que no han permitido un mayor progreso incluyen los cos­
tos altos operacionales frente a los márgenes bajos que representa 
atender a los segmentos excluidos. Especialmente, por modelos 
de negocio tradicionales: las limitaciones respecto de la demanda, 
por bajas capacidades financieras de los usuarios o la ausencia de 
productos que se adecúen a las necesidades y aporten valor; y por 
los marcos regulatorios e institucionales poco efectivos para lograr 
los objetivos de política pública propuestos (De Olloqui, Andrade y 
Herrera, 2015). Según estadísticas del Banco Mundial, el Ecuador, 
con relación al proceso de inclusión financiera se ubica en niveles 
de profundización financiera por debajo del promedio de los países 
de la región, ya que las políticas públicas y marcos regulatorios aun 
no sustentan un entorno verídico de alternativa para poder ampliar 
y profundizar las opciones dentro del sistema financiero, mismo que 
estaría a disposición de la población a través de las COAC (Colé, 
Sampson y Zia, 2011).
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3. Materiales y métodos
En esta investigación se utilizó como fuente información las estruc­
turas de cartera de crédito de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria del Ecuador (SEPS), principalmente los saldos 
de crédito, las provincias de origen del crédito y las provincias des- 
tinatarias de dichos créditos. El criterio que define la provincia de 
origen del crédito es su ubicación, la oficina matriz de la cooperativa 
que lo está otorgando, ya que ésta es la que toma las decisiones de: 
dónde se coloca el crédito (en qué provincia), cuánto (el monto 
aproximado por agencia o sucursal - provincia), en qué actividades 
económicas, entre otras.

Esta información está disponible con diferente periodicidad: 
mensual, trimestral y semestralmente. Se escogió trabajar con las 
entidades que pertenecen a los segmentos 1, 2 y 3, de manera semes­
tral, tomando como corte los meses de junio y diciembre durante el 
período 2016 a 2019. Ya que la periodicidad semestral nos permitió 
realizar un análisis detallado de la estructura crediticia del sector 
cooperativista. La cartera bruta de estos tres segmentos a lo largo del 
periodo en análisis representa más del 90% del total de cartera bruta 
de todo del sistema cooperativo.

Tabla 1. Evolución del Número de Cooperativas por Segmento 
-Ju n  2016-D ic  2019

2 0 1 6 2 0 1 7 2 0 1 8 2 0 1 9

S E G M E N T O J u n D ic J u n D ic J u n D ic J u n D ic

1 27 27 27 27 32 32 34 34

2 38 38 38 38 40 40 43 37

3 76 76 82 82 82 79 82 72

T O T A L 141 141 147 147 154 151 159 143

Fuente: Superintendencia de Economía Popular y Solidaria (SEPS)
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Una vez establecida la fuente de información, los segmentos, el 
número de entidades y su periodicidad, se elaboraron las matrices 
cuadradas (provincias de origen en filas y provincias de destino en 
columnas) por fecha, para verificar los saldos de crédito por cada 
emparejamiento, red o flujo, de provincia a provincia. Adicional­
mente, se realizaron matrices, pero esta vez expresadas en porcenta­
jes los saldos otorgados a las provincias destinatarias por cada una 
de las provincias oferentes o generadoras. Esto se realizó para obser­
var la relación existente entre ellas, sin embargo, al graficar dichas 
matrices, se observó que cada gráfico de interconexión estaría muy 
saturado de información, es decir, demasiados flujos. Además, se 
observó que muchos de estos emparejamientos, redes o flujos entre 
las provincias en las fechas analizadas, no superaban el 5%, debido a 
que muchos de los montos de crédito que son otorgados entre unas 
provincias son muy pequeños en comparación a los que se otorgan 
a ellas mismas o a otras. Por tal motivo, se estableció solo graficar 
aquellas redes o flujos que superen el 5% de saldo total de la pro­
vincia de origen.

Tabla 2. Evolución número de cooperativas por provincia -  Jun 2016 -  Dic 2019

2016 2017 2018 2019

PROVINCIAS Jun Dic Jun Dic Jun Dic Jun Dic

AZUAY 16 16 16 16 16 15 15 12

BOLIVAR 5 5 5 5 5 5 6 6

CANAR 3 3 3 3 3 3 3 3

CARCHI 4 4 4 4 4 4 4 4

CHIMBORAZO 8 8 8 8 8 8 9 9

COTOPAXI 9 9 11 11 11 11 13 12

E L O R O 2 2 2 2 2 2 3 3

ESMERALDAS - - - - 1 1 1 1
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2016 2017 2018 2019

PROVINCIAS Jun Die Jun Die Jun Die Jun Die

GUAYAS 6 6 6 6 6 6 6 5

1MBABURA 10 10 11 11 11 11 11 10

LOJA 7 7 7 7 8 8 7 7

LOS RIOS 2 2 2 2 2 2 2 2

MANABI 8 8 8 8 8 8 8 8

M ORONA
SANTIAGO 1 1 1 1 1 1 1 _

ÑAPO 1 1 1 1 1 1 1 1

ORELLANA 1 1 1 1 1 1 1 1

PASTAZA 2 2 2 2 2 2 2 2

PICH INCHA 36 36 38 38 39 38 38 36

SANTA ELENA 1 1 1 1 1

SANTO DO M ING O 
DE LOS TSACHILAS 1 1 1 1 1 1 1 1

SUCUMBIOS 1

TUNGURAHUA 16 16 16 16 20 19 22 18

ZAMORA 
CHIN CHIPE 3 3 3 3 3 3 3 2

TOTAL 141 141 147 147 154 151 159 143

Fuente: Superintendencia de Economía Popular y Solidarla (SEPS)

Como se observa en la Tabla 2, no todas las provincias contaban con 
una cooperativa que tenga su oficina matriz en su territorio, por lo 
que no se constituían en provincias generadoras sino solo recepto­
ras de crédito, como es el caso de Esmeraldas entre junio de 2016 
y diciembre de 2017; Santa Elena en junio y diciembre de 2016 y
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diciembre de 2019; Sucumbíos entre junio de 2016 y diciembre de 
2018 y diciembre de 2019; Morona Santiago en diciembre de 2019 
y, finalmente, Galápagos que durante todo el periodo de análisis, no 
disponía de una cooperativa que tenga su matriz en su territorio.

2.1. Modelamiento de red de interconexión
En este trabajo se utiliza la metodología de redes de interconexión, 
definido desde un ámbito provincial, utilizando información de 
los saldos semestrales de la cartera de créditos del sistema coope­
rativo para los años 2016 a 2019. En este sentido, el análisis de 
interconexión crediticia de cooperativas es primordial para focalizar 
los flujos de créditos. Según Sadoghi (2015), esta perspectiva de 
red juega un papel central en la modelización de la transmisión de 
información y la determinación de cómo se propagan los créditos. 
La red permitirá obtener una mejor visión para el análisis dinámico 
del progreso de la estructura de la red financiera y sus conexiones 
territoriales, explicada por medio de la información financiera y el 
flujo de créditos que pasa a través del sistema.

La red de interconexión que se plantea en esta investigación 
está matemáticamente formalizada y algunas teorías y métodos 
están incorporados al estudio de los patrones de las interaccio­
nes financieras, los cuales son base para el análisis de una red de 
interconexión como se detalla a continuación. Una red de interco­
nexión territorial generalmente consiste en el conjunto de nodos 
expresados mediante la siguiente relación: N =  { 1, ...,n } G N x N. 
Para esta investigación, los nodos mencionados se refieren a las 
provincias que poseen matrices de instituciones financieras y con­
cretamente cooperativas de ahorro y crédito. La forma canónica 
de una red de interconexión es un grafo no dirigido, en el que los 
nodos están conectados sin dirección. Este tipo de modelo de red 
puede representar relaciones económicas o asociación en las cien­
cias sociales (Sadoghi, 2015).
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El segundo tipo de modelo es una red directa donde cada nodo 
puede ser conectado a otro nodo, e inversamente un segundo nodo 
no necesariamente está conectado al primer nodo. En este modelo 
de red, el análisis el nodo i representa a la provincia de origen del 
crédito, el enlace Atj representa el saldo de crédito otorgado desde el 
origen í, y por ende su interacción financiera entre ellos respectiva­
mente. Finalmente, el saldo de operaciones de crédito receptado por 
una provincia de distintas instituciones representa j .  De tal manera 
que se lograría ver la existencia o no de una interconexión entre las 
respectivas provincias.

El valor total de saldo de crédito enviado por una institución 
será identificado como:

au= YuAíí
i

Se va denotar como Cpa¡ a la dimensión de envío de crédito 
de una provincia a otra, mientras que Cpaj será la dimensión de 
recepción del saldo de crédito de otras provincias. Por lo tanto, cada 
provincia puede ser parte de recepción y parte de envió de saldos 
de crédito.

Figura 1. Diagrama de Interconexión

Fuente: Sadogui (2015)



Interconexión crediticia en Ecuador: un análisis de redes 231

La interconexión provincial de los saldos de créditos de las 
cooperativas de ahorro y crédito se determina a partir de la ela­
boración de una matriz de interconexión. Dicha matriz sirve para 
poder evaluar el comportamiento natural del crédito. Sin embargo, 
para la construcción de la misma es necesario combinar variables 
métricas de envío y recepción de crédito de todas las instituciones 
que poseen matriz en una misma provincia y su influencia respecto 
al destino del crédito a nivel provincial. Esto permitirá obtener un 
flujo y envío de crédito (Cyprien, 2014).

3.2 Matriz de Interconexión provincial
La matriz de interconexión provincial de los saldos de créditos de 
las COAC es una matriz cuadrada, la cual identifica en columnas 
las provincias de origen del crédito y en filas el destino del crédito. 
El valor que interseca entre estas dos variables, permite observar el 
nivel de interconexión entre las provincias, medida en porcentajes 
y representa el denominado indicador de interconexión crediticia 
provincial. Previo a la definición formal de la matriz se requiere la 
definición del indicador mencionado.

3.3 Indicador de Interconexión crediticia a  nivel provincial
En el análisis de redes se pueden emplear diversos indicadores 
para medir comportamiento, segmentación, agrupamiento, etc. Sin 
embargo, dada la naturaleza de la data utilizada, en este caso los sal­
dos de crédito, y dado el objetivo de esta investigación, el indicador 
que se empleará será el de interconexión crediticia.

Para el presente análisis se calculó el denominado indicador de 
interconexión crediticia a nivel provincial, que es igual a la relación 
del total de cartera destinada a cada provincia desde cada origen, 
sobre el total de cartera destinada a cada provincia. Para el cálculo 
del indicador se utilizó la siguiente expresión:

Indicador de interconexión crediticia = ViJ
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Donde:

• Vij= Saldo total de crédito originado en la provincia i cuyo 
origen corresponde a la misma provincia.

* S f= i^ í;= Sumatoria total de los saldos de operaciones de 
crédito desde la provincia i hacia la provincia j.

2 .4 . Representación matemática de la matriz de interconexión credi­
ticia

A continuación, se muestra la representación matemática de la 
matriz de interconexión de la cartera de créditos utilizada para el 
análisis:

Tabla 3. Matriz de Interconexión Crediticia entre Provincias

■ V u V 1Z V u  ■

S i L i V i j 2P=1v ij " ' Lp=i v¡j
V 2 i V 22 V zi

S i L i V i j S i U V i j  ■ L i l i  V i,

V u V ¡2 V||

Z f = i V i j L i l i  v ¡  j ’ .......  Lp=iv i,

Fuente: Sadogui (2015)

Donde:
Vtj= Saldo total de crédito originado en la provincia i cuyo ori­

gen corresponde a la misma provincia. Las expresiones debajo y 
arriba de la diagonal principal corresponden a los saldos que tienen 
su origen en la provincia i hacia la provincia j.

2r=i Vij= Sumatoria total de los saldos de operaciones de cré­
dito desde la provincia i hacia la provincia j.

i  = Provincia de origen de las operaciones de crédito (1...24).
j  = Provincia de destino de las operaciones de crédito (1.. .24).
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La matriz deberá interpretarse de manera vertical, es decir, por 
destino del crédito desde la provincia i hacia la provincia j. En este 
análisis, se utiliza el porcentaje de los saldos de crédito desde una 
provincia respecto del total de crédito destinado a la misma. Este 
indicador permite visualizar el grado de conexión crediticia que 
tiene cada una de las provincias consigo misma y con los demás 
territorios a nivel nacional.

3.5. Interconexión provincial en Ecuador de las cooperativas de aho­
rro y crédito

Una vez obtenidas las matrices de interconexión crediticia de los 
saldos de créditos entre provincias por cada una de las fechas esta­
blecidas, se las utiliza e incorpora dentro del software Gephi, dicho 
programa se utiliza ya que permite la visualización y análisis de 
redes, mismo que a través de la naturaleza de la información que se 
esté utilizando, busca patrones y tendencias mediante la deñnición 
de un algoritmo dentro del software, dicho algoritmo será el que 
mejor se ajuste a una determinada base de datos, en esta ocasión 
se utiliza para el cálculo de interconexión el algoritmo de vector 
fuerza denominado «Forcé Atlas». Se emplea este algoritmo ya que, 
según Bastian, Heymann y Jacomy (2009), este método permite 
realizar un análisis espacial de redes pequeñas y libres de escala, 
logrando una interpretación rigurosa de la gráfica con el menor 
número posible de sesgos. Esta distribución de la fuerza de atrac­
ción (Forcé Atlas) tiene la bondad tomar en cuenta el tamaño de 
cada uno de los nodos (tamaño de las provincias según su saldo 
de crédito), además de diferenciar entre los centros (nodos) y las 
conexiones de menor influencia, por medio de la distancia (aris­
tas). Para este análisis, los centros (nodos) serán las provincias del 
Ecuador, identificando así 24 nodos posibles que obtendrán una 
interconexión entre ellas. La medida de distribución o distancias 
entre estos serán reflejados por el saldo de crédito que otorgan las 
cooperativas del Sector Financiero.
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4. Resultados y discusión
Es importante iniciar este acápite mencionando las limitaciones 
encontradas; dada la naturaleza de esta información, los saldos de 
crédito resultan ser la variable más fácil de encontrar y ocupar, sin 
embargo, sería interesante poder realizar este análisis con el volu­
men de crédito, es decir con los montos otorgados, sin embargo, 
dicha información es más compleja de obtener por un tema de sigilo 
de información. Adicionalmente resultaría interesante realizar este 
estudio no solamente con información de cooperativas de ahorro y 
crédito sino también de bancos, pero dicha información es mucho 
más reservada.

De tal manera, y como se ha mencionado, la investigación 
consta de un análisis semestral, comprendidos entre los años 2016 
al 2019, específicamente los meses de junio y diciembre. Dentro de 
los resultados encontrados es importante recalcar el monto de los 
saldos otorgados por cada uno de los segmentos, el segmento 1 es 
donde se encuentran las entidades más grandes del sector coope­
rativo en términos de sus activos y por su puesto de sus saldos de 
crédito otorgados como se puede visualizar en la tabla 4.

De tal manera, se puede ver que el segmento 1 es el que más 
saldo de crédito posee en cada una de las fechas analizadas, inclu­
sive teniendo la tasa de crecimiento más grande de dicha variable 
entre junio de 2016 a diciembre de 2019, con 95.3%, seguido de los 
segmentos 2 y 3 (20.2% y 16.0% respectivamente).

Tabla 4: Evolución del Saldo de Crédito Otorgado por Segmento 
-  Jun 2016 -  Dic 2019, millones de USD

2016 2017 2018 2019

SEGMENTO Jun Dic Jun Dic Jun Dic Jun Dic

1 4.499,82 4.557,71 4.835,05 5.477,70 6.590,12 7.432,55 8.220,42 8.786,66

2 1.112,72 1.158,05 1.250,03 1.390,56 1.306,84 1.444,46 1.483,14 1.337,45

3 586,32 613,62 702,46 768,78 726,42 769,60 735,21 680,45

Fuente: Superintendencia de Economía Popular y Solidarla (SEPS)
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Así mismo, uno de los resultados preliminares que se observó 
al tratar la base de datos, fue evidenciar cuales provincias son las 
que más presentan saldos de crédito. Donde se constató que, en 
promedio de todas las fechas analizadas, las provincias que lideran 
el ranking de generación de saldos de crédito son: Pichincha, Azuay, 
Tungurahua, Chimborazo e Imbabura, constituyéndose como las 
provincias más importantes con relación a la generación de créditos.

Tabla 5: Evolución del Saldo de Crédito Otorgado por Provincia -  Jun 2016 -  Dic
2019, millones de USD

2016 2017 2018 2019

PROVINCIA Jun Dic Jun Dic Jun Dic Jun Dic

AZUAY 1.443,30 1.519,98 1.637,09 1.870,67 2.178,39 2.467,17 2.671,84 2.690,49

BOLIVAR 155,28 159,83 166,54 182,19 196,50 205,05 212,97 225,08

CAÑAR 115,99 120,95 128,46 144,46 160,50 205,46 228,70 240,68

CARCHI 206,54 214,69 233,98 255,05 286,46 320,55 351,73 394,68

CHIMBO-

RAZO
288,97 277,86 286 ,88 317,31 359,09 399,51 451 ,88 505,17

COTOPAXI 193,84 206,51 236 ,16 272,22 316,89 376,57 435 ,38 441,95

EL O RO 123,92 121,20 123,06 141,10 154,21 173,61 192,21 202,31

ESMERAL­

DAS
0,00 0,00 0,00 0,00 4,73 5,19 5,18 5,75

GUAYAS 51,87 50,00 5 2 ,40 53,20 53,45 52,81 51,55 32,53

IMBABURA 282,91 293,47 320,13 343,84 365,82 400,39 436 ,96 443,11

LOJA 242,05 243,27 258,81 284,17 317,82 339,50 363,05 397,86

LOS RIOS 18,16 19,91 20,89 23,68 23,75 24,18 22,69 23,86

MANABI 180,18 192,18 203,84 231,48 254,61 286,36 300 ,54 320,43

M ORONA

SANTIAGO
21,42 21,33 21,77 23,63 28,42 33,81 35,79 0,00

ÑAPO 11,49 12,49 16,05 16,61 19,04 19,38 18,08 17,31

ORELLANA 5,52 5,67 5 ,74 6,69 7,67 8,33 8,59 9,54

PASTAZA 67,11 68,82 79,21 87,55 99,97 115,13 124,69 132,18

PICHIN CH A 1.815,18 1.821,50 1.962,60 2.267,43 2.561,90 2 .865,96 3.022 ,04 3.160,88
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2016 2017 2018 2019

PROVINCIA Jun D ie Jun D ie Jun D ie Jun D ie

SANTA

ELENA
0,00 0,00 6,28 6,86 8,05 8,43 8,97 0,00

SANTO

DOM IN GO

D ELO S

TSACHILAS

5,91 6,76 7,41 7,92 7,95 7,85 7,69 8,18

SUCUMBIOS 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 5,54 0,00

TUNGURA­

HUA
925,70 931,41 975,63 1.051,09 1.162,66 1.271,38 1.418,18 1.510,00

ZAMORA 

CHIN CHIPE
43,51 41,55 44,60 49,89 55,52 59,98 64,52 42,59

Fuente: Superintendencia de Economía Popular y Solidarla (SEPS)

En la tabla 6, se presenta el ranking de provincias receptoras de 
saldos de crédito. En tal sentido, Pichincha, Azuay, Tungurahua, El 
Oro y Cotopaxi, son las provincias que lideran la clasificación.

Tabla 6: Evolución del Saldo de Crédito Recibido por Provincia -Ju n  2016 -  Dlc 
2019, millones de USD

2016 2017 2018 2019

Jun Die Jun Die Jun Die Jun Die

AZUAY 832,22 865,47 923,80 1.036,10 1.163,95 1.320,97 1.415,47 1.431,12

BOLIVAR 153,40 150,13 170,37 189,85 203,97 222,59 240,06 249,63

CAÑAR 231,68 242,73 243,18 267,97 297,71 339,10 368,32 375,44

CARCHI 163,14 167,17 179,27 197,83 213,88 237,22 249,93 288,21

CHIMBO-

RAZO
309,38 300,09 315,06 350,17 391,91 440,39 483,83 522,76

COTOPAXI 323,62 331,90 361,74 410,15 465,12 521,41 576,51 588,26

EL ORO 334,86 341,33 365,30 437,92 511,99 590,71 639,42 666,13

ESMERAL­

DAS
25,52 27,28 28,07 29,59 38,73 43,40 47,86 138,37

GALAPAGOS 13,57 14,61 14,92 15,11 14,89 15,02 15,33 7,11

GUAYAS 307,32 305,74 336,60 395,86 458,22 522,01 568,54 570,12
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2016 2017 2018 2019

Jun Die Jun Die Jun Die Jun Die

1MBABURA 3 1 3 ,8 0 316,19 337,30 368,79 403,51 446,27 496,01 529,10

L 0JA 322,01 328,29 343,35 376,90 422,96 465,54 495,79 512,45

LOS RIOS 119,55 125,19 147,17 173,77 198,50 232,47 243,21 234,27

MANAB1 239,33 262,93 286,48 328,11 365,77 406,21 4 30 ,58 445,83

M ORONA

SANTIAGO
162,91 159,62 161,02 170,47 191,19 205,97 219,52 192,98

Ñ APO 67,67 65,67 71,19 75,06 86,05 94,70 99,27 100,91

ORELLANA 16,10 16,83 18,79 23,10 27,63 31,91 34,58 36,50

PASTAZA 91,95 90,87 97,69 106,68 119,70 129,13 139,23 141,84

PICHIN CH A 1.386 ,64 1.417,64 1.528,02 1.715,65 1.953,35 2.160,60 2.330,43 2.422,14

SANTA

ELENA
24,62 28,93 41,59 54,44 64,65 77,13 81,86 73,86

SANTO

D OM IN GO

D E L O S T S A -

CHILAS

8 9 ,94 98,67 110,31 126,87 150,22 169,14 185,49 189,78

SUCUMBIOS 21,31 23,83 27,81 33,54 37,41 41,88 52,04 48,07

TUNGURA-

HUA
5 65 ,93 566,39 587,88 650,02 726,39 805,47 886,37 914,59

ZAMORA 

CHIN CHIPE
82,39 81,88 90,60 103,09 115,67 127,36 139,11 125,10

Fuente: Superintendencia de Economía Popular y Solidaria (SEPS)

Una vez descritos estos resultados preliminares, se visualiza y ana­
liza los resultados de las redes de los saldos de crédito, al corte ini­
cial y final del periodo en estudio (junio 2016 y diciembre 2019).

En el gráfico 1, que corresponde a los resultados del primer 
corte de información en análisis, se observa a las provincias de 
Pichincha, Guayas, Morona Santiago, Chimborazo y Tungurahua 
como aquellas generan y se destinan una cantidad importante de 
saldos de crédito. Además, es importante mencionar que el algo­
ritmo utilizado (Forcé Atlas) para analizar las interconexiones de 
la variable saldos de crédito por provincia, se reflejan a través de
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clústeres. De tal manera que marca distintos colores a aquellas pro­
vincias que reflejan mayor vínculo entre ellas.

En los resultados se observa el cluster color naranja que agrupa 
las provincias en su mayoría de Sierra centro y sus provincias colin­
dantes en la región Amazónica y Costa. Este cluster presenta la par­
ticularidad de que la circunferencia de la provincia de Chimborazo 
es la más grande, esta no tiene marcado su predominio con sus pro­
vincias colindantes como provincia predominante, a diferencia de 
Pichincha y Guayas en los clústeres celeste y verde respectivamente.

En el clúster color verde se puede visualizar a la provincia de 
Guayas que tiene estrecha relación con las provincias del austro 
ecuatoriano y sus colindantes en Costa y Amazonia. Finalmente, 
con color celeste, se puede observar a la provincia de Pichincha con 
vinculación a las provincias ubicadas en el norte del Ecuador, tanto 
en sierra, costa, oriente y además Galápagos.

Gráfico 1. Red de interconexión provincial -  junio de 2016

Para el resto de los periodos analizados, algunas provincias cambia­
ran su identificación de color y por ende al clúster que pertenece. 
Esto sucede, ya que están una búsqueda continua de financiamiento 
en las provincias excedentarias de crédito que les de mayores facili­
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dades, sin embargo, también se evidencia que entre provincias pro­
fundizan su vínculo en cada uno de los clústeres, de tal manera que 
los flujos o aristas se vuelven más gruesos, esto ejemplifica que el 
saldo de crédito en esta relación bilateral es cada vez mayor. Por 
ende, existe una cantidad mayor de créditos otorgados y también 
una cantidad mayor de sujetos de crédito que ingresan en la diná­
mica crediticia (Bharadwaj y Suri, 2020; Chen y Jin, 2017).

Adicionalmente se destaca el incremento del tamaño de la cir­
cunferencia en provincias como Manabí, Los Ríos y El Oro, que 
a pesar de no ser provincias que se establecen como nodos en los 
periodos analizados, en comparación a provincias como Pichincha, 
Guayas o Azuay, demuestra que su participación en los flujos cre­
diticios es cada vez más importante, sobre todo al ser receptoras de 
crédito y de esta manera coadyuvar a la integración de más y mayo­
res vínculos en el acceso al crédito local. Además, tomando en con­
sideración que no son provincias en donde exista una alta cantidad 
de oficinas matrices de COAC. Para el último año, es importante 
analizar el inicio y el proceso de transición de cada uno de los clús­
teres en relación a la cantidad de provincias que participan en cada 
uno de ellos. El color naranja empezó con 9 provincias definidas 
por el algoritmo utilizado en esta investigación, en el cual resaltaba 
la dimensión existente principalmente en Chimborazo, seguido de 
Tungurahua y Cotopaxi. Es relevante resaltar que, en las provincias 
antes mencionadas, se concentra una gran cantidad de cooperativas, 
las cuales poseen allí sus oficinas matrices. Al término del periodo 
en análisis este clúster contempla un total de 12 provincias en junio 
del 2019 y de 9 provincias para diciembre del mismo año. Este 
clúster es el que menos marcado tiene una provincia central como 
dominante, a diferencia de los otros dos clústeres. Sin embargo, hay 
que recordar que tanto Cotopaxi, Tungurahua y Chimborazo son 
provincias que poseen una cantidad relevante de cooperativas en 
su territorio, así como la cantidad de saldos de créditos que otorgan 
entre ellas y para sí mismas.
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Por otra parte, el clúster de color celeste al inicio del periodo 
analizado evidenció a Pichincha como provincia dominante, por su 
relación estrecha de flujos de crédito con 7 provincias colindantes. 
Sin embargo, al final del periodo se observa que, para junio de 2019, 
solamente son 3 las provincias que identifica el algoritmo como vin­
culantes entre sí. No obstante, para diciembre de 2019, vuelven a 
ser 7 la cantidad de provincias vinculadas a la provincia de Pichin­
cha, entre las que se destacan Esmeraldas, Sucumbíos y Carchi que, 
además, incrementan su dimensión como provincias destinatarias 
de recursos crediticios.

Finalmente, el clúster de color verde, es el que menos cam­
bios o variaciones ha sufrido. La provincia de Guayas en todos los 
periodos analizados permanece como provincia eje en la recepción, 
pero, sobre todo, en la generación y otorgamiento de créditos a sus 
provincias vinculantes, lo cual se ve reflejado en su gran dimensión. 
Azuay por su parte, ejerce una suerte de intermediario, la relación 
con Guayas es alta por el grueso de su arista que las vincula. El resto 
de las provincias pertenecientes a este clúster presentan conexión 
con la provincia del Azuay; sin embargo, todas ellas, tienen la parti­
cularidad que han disminuido en su dimensión, es decir participan 
menos de la dinámica crediticia de las COAC, es decir, una relación 
menor de los flujos de crédito, tanto para dar como para recibir 
entre provincias.

Las provincias de Manabí, Santa Elena, Sucumbíos y Galápagos 
presentan una particularidad, son las únicas que, en relación a la 
naturaleza de sus saldos de crédito y al algoritmo utilizado para 
agrupar las conexiones entre provincias, cambian de clúster a lo 
largo de los periodos analizados.

La provincia de Manabí, en la mayoría de los períodos analiza­
dos, se agrupa en el clúster naranja y, para el último periodo, cambia 
al clúster de color celeste. Las provincias de Galápagos y Sucumbíos 
cambian entre los clúster celeste y naranja; y finalmente la provincia 
de Santa Elena se agrupa en ciertos periodos con el clúster naranja



Interconexión crediticia en Ecuador: un análisis de redes 241

y otras con el de color verde. Esta característica que presentas estas 
provincias evidencia que se interconectan con aquellas provincias 
que poseen posibilidades de otorgamiento de crédito. Así mismo, 
se determina que 20 provincias de un total de 24, se agrupan de 
manera permanente en su red de interconexión y clúster a lo largo 
del periodo analizado, lo que evidencia cierta consolidación de 
nodos y clústeres regionales de flujos de créditos cooperativos en el 
territorio ecuatoriano.

Gráfico 2. Red de interconexión provincial -  diciembre de 2019

Los resultados obtenidos y analizados confirman lo que inicial­
mente habíamos denominado las regiones naturales de crédito, de 
los saldos pertenecientes a las instituciones que participan en el sec­
tor cooperativo de ahorro y crédito, como se puede visualizar en 
el gráfico 3. Dichas regiones no son precisamente similares a las 
regiones establecidas en el país, desde el punto de vista de regiones 
geográficas naturales (Costa, Sierra, Amazonia e Insular), sino que 
más bien se acoplan a las necesidades y facilidades de transferencia 
de recursos, tratando de vincular a la población menos favorecida y 
así coadyuvar a que más territorios entren y participen de la activi­
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dad crediticia (Guachalla Pelaéz, 2002) »plainCitation»:» (Guacha­
da Pelaéz 2002.

Es importante resaltar que provincias como Pichincha, Azuay, 
Chimborazo y Tungurahua, son las que más cantidad de coopera­
tivas presentan matrices en su territorio. Se establecen durante el 
periodo en análisis como principales actores dentro de cada uno de 
sus clústeres, ya que no solo son gráficamente provincias de mayor 
magnitud en saldos de crédito otorgados, sino que, además, son las 
que más conexiones poseen dentro de su clúster y fuera de los mis­
mos. Sobre todo, si hablamos de la relación directa que tienen con 
provincias menos favorecidas en términos de cantidad de entidades 
en cada territorio. Es así como se puede argumentar que las provin­
cias que se establecen como estratégicas para el fomento del acceso 
al crédito y otorgamiento de este, son aquellas que más cantidad de 
cooperativas poseen, bajo la hipótesis de que cubren más rápido sus 
necesidades de crédito y pueden otorgar de mayormente a aquellas 
que aún no logran cubrir su demanda territorial.

La dinámica de la variable saldos de crédito se marca en 3 zonas 
de alta influencia (regiones): la primera en síntesis concentra las 
provincias donde se ubican las matrices de las cooperativas de aho­
rro y crédito, principalmente de la Sierra central con influencia de 
Tungurahua, Chimborazo y Cotopaxi. Estas serían los nodos princi­
pales en este clúster, dichas provincias tienen interconexión alta en 
su clúster con provincias que poseen poca cantidad de entidades o a 
su vez no generan mucho en términos de otorgamiento de crédito. 
Sin embargo, las provincias que sí reciben cantidades considerables 
de crédito son: Bolívar en la Sierra, Santa Elena y Los Ríos en la 
costa, Orellana, Pastaza y Ñapo en la Amazonia.

La segunda zona de influencia se ubica la provincia de Pichin­
cha (nodo principal), y en una distribución de periferia se encuen­
tran provincias del norte del país, Imbabura y Carchi en la sierra, 
Manabí, Santo Domingo, Galápagos y Esmeraldas en la costa y 
Sucumbíos en la Amazonia.
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Gráfico 3. Mapa de Clústeres por Interconexión de los saldos de crédito en el
Ecuador

Por último, la tercera es la zona definida de color verde, en la cual 
la influencia recae principalmente sobre las provincias de Azuay y 
Guayas (nodos principales) y sus principales colindantes son pro­
vincias que se ubican en austro, como Loja y Cañar. Además, de la 
provincia de El Oro en la costa y Morona Santiago y Zamora Chin- 
chipe en la Amazonia.

5. Conclusiones
El estudio y análisis de redes económicas apoyado en la teoría de 
grafos ha adquirido bastante relevancia en estas dos últimas déca­
das, donde el análisis de los intermediarios financieros constituye 
un ámbito de investigación importante debido a su rol en la eco­
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nomía. Su aplicación ha dado lugar a redes complejas, densas, diri­
gidas y ponderadas, características que han impulsado la determi­
nación de los nodos más importantes o centrales y así m ism o  sus 
respectivas aristas hacia los otros nodos de las redes ejemplificado 
en este estudio con la relación crediticia cooperativa.

Se concluye que el cooperativismo de ahorro y crédito en el 
Ecuador permite una reasignación adecuada de recursos desde los 
territorios excedentarios hacia los deficitarios, generando así opor­
tunidades en la población tradicionalmente excluida por su condi­
ción socioeconómica. Así mismo, se evidencia como el sector finan­
ciero de la economía popular y solidaria enmarcado en los valores 
cooperativos, tiene la capacidad para movilizar los recursos y a lo 
largo del tiempo se ha constituido como una alternativa adecuada 
para generar bienestar en los territorios.

Finalmente, con los resultados presentados en esta investiga­
ción se muestra una visión amplia de la presencia cooperativa en el 
territorio nacional y como estas cumplen su rol de intermediación 
financiera en la sociedad. Así se busca dotar de evidencia empírica 
al sector financiero popular y solidario para la toma de decisiones 
en temas de planificación y organización de puntos de atención con 
el fin de garantizar un acceso adecuado a la población con énfasis 
en las zonas periféricas de las ciudades y las zonas rurales de las 
provincias del Ecuador. También se busca fortalecer los vínculos 
cooperativistas teniendo en cuenta el principio de cooperación ya 
que quedó evidenciado como las cooperativas movilizan los recur­
sos en base a las necesidades los territorios. Los estudios futuros 
se direccionarán a realizar comparaciones entre las entidades del 
sector cooperativo y la banca tradicional con el fin de determinar el 
fin que persigue cada sector en la sociedad.
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La importancia del acceso a los servicios financieros 
y del rol de los intermediarios financieros ha sido 
recogida ampliamente en la literatura económica 
que constata la relación positiva entre el desarrollo 
del sistema financiero y el desarrollo económico de 
los países. Estamos ante una cuestión relevante ya 
que una inadecuada asignación de servicios finan­
cieros genera distorsiones y desigualdades a nivel 
micro y macroeconómico que se reflejan en una 
limitada actividad económica, pobreza y desigual­
dad en los países. En este contexto, la comprensión 
de las barreras a la inclusión financiera requiere un 
abordaje multidimensional que considere las res­
tricciones desde el lado de la oferta y de la deman­
da, objetivo al que, desde el análisis de diversos 
pero intercontectados aspectos, se consagran las 
páginas de esta obra.
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